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III. POLÍTICAS Y PRÁCTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Introducción

1. Los Estados Unidos mantienen un régimen comercial transparente y en gran medida abierto, aunque en unos cuantos sectores importantes persistan significativos obstáculos al acceso a los mercados y otras medidas potencialmente causantes de distorsión.  Los Estados Unidos proporcionan sistemáticamente información sobre los objetivos y la naturaleza de sus medidas de política, cuya eficacia económica es objeto de evaluaciones e informes por diversos órganos independientes.

2. Las medidas de seguridad puestas en vigor en 2002 han dado lugar a cambios significativos en el régimen de importación de los Estados Unidos.  Las nuevas reglamentaciones requieren la transmisión electrónica a las autoridades estadounidenses de información sobre las mercancías destinadas a los Estados Unidos antes de que éstas abandonen el lugar de origen;  y se han firmado acuerdos con varios puertos extranjeros para inspeccionar los contenedores con lugares de destino en ese país.  Asimismo, la Ley sobre Bioterrorismo de 2002 exige el registro de la mayor parte de las instalaciones de fabricación y manipulación de productos alimenticios y la notificación previa a la Administración de Alimentos y Medicamentos de todos los envíos de productos alimenticios destinados a los Estados Unidos.

3. Los Estados Unidos mantienen un sistema transparente de establecimiento de reglamentos técnicos y medidas sanitarias y fitosanitarias, cuya observancia es principalmente obligación de los proveedores y que se cumple mediante leyes sobre la responsabilidad por los productos.  Existen prohibiciones a la importación destinadas a asegurar el cumplimiento de las disposiciones nacionales sobre medio ambiente aplicables al aprovechamiento de los recursos marinos.  Aunque en la OMC se han expresado algunas preocupaciones comerciales específicas respecto de medidas técnicas y medidas sanitarias y fitosanitarias de los Estados Unidos, en ningún caso esas preocupaciones se han plasmado en diferencias formales durante el período objeto de examen.

4. Los Estados Unidos conceden trato arancelario NMF a todos los Miembros de la OMC, excepto a uno (Cuba).  La mayor parte de las importaciones bien entran en los Estados Unidos en franquicia arancelaria o bien están sujetas a aranceles bajos;  todos los aranceles, excepto dos, están consolidados.  En 2002, el tipo del arancel NMF medio era ligeramente superior al 5 por ciento, mientras que el promedio de los tipos aplicados a los productos agropecuarios (según la definición de la OMC) era casi el doble;  ambos promedios eran algo más bajos que en 2000.  Aproximadamente, el 7 por ciento de los aranceles se aplica a tipos superiores al 15 por ciento, en general respecto de productos "sensibles" tales como el tabaco, determinados productos lácteos, el maní, las fibras de algodón, algunos tipos de calzado, los textiles y prendas de vestir.  En torno al 12 por ciento de los aranceles consiste en tipos específicos o compuestos que se aplican principalmente a los productos agropecuarios, al calzado y a los artículos de sombrerería, así como a los relojes y a determinados instrumentos de precisión.  Los Estados Unidos mantienen un impuesto ad valorem sobre la utilización de puertos.

5. Los Estados Unidos otorgan preferencias arancelarias unilateralmente a numerosos países (capítulo II).  Muchas preferencias concedidas en relación con los productos textiles y de vestido están sujetas a prescripciones en materia de contenido de insumos producidos en los Estados Unidos.  El número de normas de origen diferentes ha aumentado a la par que el de regímenes arancelarios preferenciales, lo que ha complicado el régimen del comercio estadounidense.

6. Actualmente se mantienen en vigor restricciones cuantitativas a la importación por motivos comerciales, establecidas al amparo de las disposiciones del Acuerdo de la OMC sobre los Textiles y el Vestido, y de conformidad con las leyes sobre recursos comerciales.  Entre las medidas no arancelarias aplicadas en la frontera figuran también las prohibiciones comerciales por razones de seguridad nacional, sanidad y política exterior.

7. Los Estados Unidos consideran que los recursos comerciales son parte integrante del sistema de comercio basado en normas.  Su activa utilización de las medidas antidumping y compensatorias ha seguido generando incertidumbre para los exportadores extranjeros.  El número total de iniciaciones de investigaciones antidumping alcanzó, en 2001, su nivel máximo desde 1992, pero descendió sustancialmente en 2002.  La iniciación de investigaciones puede afectar a la actividad comercial de los exportadores, ya que en la mayoría de los casos se aplican derechos preliminares.  En la OMC, los interlocutores comerciales han puesto en entredicho las normas y los métodos utilizados por los Estados Unidos en relación con las medidas antidumping y compensatorias, incluida la aplicación constante de la Enmienda Byrd, cuyo resultado ha sido el pago a los productores nacionales afectados de sumas por un valor total de 840 millones de dólares EE.UU. desde el ejercicio de 2001.

8. Desde 2000, sólo se ha iniciado una investigación sobre salvaguardias con arreglo al artículo 201, pero la medida resultante tuvo un amplio alcance, afectó a un número relativamente elevado de productos de acero e incrementó, mediante órdenes de establecimiento de derechos antidumping y compensatorios, la protección ya otorgada a esos productos.  A petición de varios Miembros de la OMC, el OSD examinó la medida de salvaguardia;  el informe del grupo especial llegó a la conclusión de que los Estados Unidos habían actuado de forma incompatible con algunas disposiciones de la OMC.

9. Las importaciones resultan afectadas por las medidas estadounidenses que restringen la participación extranjera en la contratación pública.  Para la contratación no amparada por el Acuerdo sobre Contratación Pública u otros acuerdos internacionales, el gobierno federal mantiene restricciones encaminadas a la promoción de la compra de productos nacionales.  Asimismo, el gobierno federal aplica programas para estimular la participación de las pequeñas empresas;  y varios estados otorgan preferencias.  Algunas contrataciones del Departamento de Defensa están también sujetas a un programa de balanza de pagos;  en 2001, ese programa dejó de aplicarse a las compras del organismo de adquisiciones civiles.

10. Un objetivo fundamental de la política comercial de los Estados Unidos es ampliar los mercados para los exportadores estadounidenses.  Con ese objetivo, el Banco de Exportación-Importación proporciona préstamos, garantías y seguros con respaldo oficial.  Aún no se ha promulgado la legislación que dará aplicación a las recomendaciones del OSD respecto de la Ley de Derogación y Exclusión de los Ingresos Extraterritoriales de las Empresas de Ventas en el Extranjero (EVE) de 2000, que, según se ha constatado, prevé subvenciones a la exportación prohibidas.  En los Estados Unidos existe un gran número de zonas francas y está en vigor un programa de devolución de derechos.

11. Los Estados Unidos consideran muy importante la relación entre comercio y política de competencia.  La legislación federal antimonopolística abarca todo tipo de actividades, incluido el comercio exterior, así como una gran diversidad de prácticas comerciales.  Las normas promulgadas durante el período de 2001 a 2003 siguen prestando especial atención a las actividades de los cárteles internacionales.  La nueva reglamentación destinada a introducir umbrales más altos para la notificación de fusiones y adquisiciones ha tenido por efecto la reducción del número de fusiones notificadas.

12. La ayuda a los productores nacionales comprende exenciones fiscales, desembolsos financieros y programas de crédito.  Muchos Estados ofrecen incentivos a la inversión para atraer empresas a su territorio.  En 1995, los Estados Unidos notificaron a la OMC la existencia de 13 entidades comerciales del Estado;  desde 1997 no se han realizado notificaciones.
13. Los Estados Unidos consideran que la política pública destinada a proteger los derechos de propiedad intelectual contribuye a asegurar un mercado diverso y competitivo, y utilizan instrumentos de política tanto bilaterales como multilaterales para exigir la observancia de los derechos de propiedad intelectual al nivel internacional.  Desde 2001, los Estados Unidos han aplicado el Protocolo de Madrid y adoptado normas para conceder compensaciones por el retraso en la tramitación de solicitudes de patente y fomentar la participación de terceros en el reexamen de las patentes.
2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Régimen aduanero
14. La Oficina de Aduanas y Protección en Frontera (CBP), dependiente de la Dirección de la Seguridad de Fronteras y Transportes del Departamento de Seguridad Interior, se encarga de administrar y aplicar la reglamentación aduanera.  Hasta enero de 2003, la CBP se conocía como Servicio de Aduanas de los Estados Unidos, y pertenecía al Departamento del Tesoro.  Estos cambios se introdujeron mediante la promulgación de la Ley de Seguridad Interior en 2002 (apartado 2) del capítulo II).

15. Los importadores de mercancías en los Estados Unidos están obligados a presentar los documentos de entrada establecidos en el Reglamento de Aduanas.  Cualquier modificación de ese Reglamento se publica en el Federal Register.
  Otra información relativa a cuestiones aduaneras se da a conocer también a través de la publicación Customs Bulletin and Decisions.  La política aduanera estadounidense se basa en el principio de la "observancia informada", en virtud del cual la CBP y la comunidad importadora comparten la responsabilidad de asegurar esa observancia:  la CBP se compromete a comunicar eficazmente sus prescripciones a los círculos comerciales;  y se prevé que las personas y empresas obligadas por esas prescripciones desempeñen las actividades sujetas a reglamentación de conformidad con las leyes y los reglamentos de los Estados Unidos.  Esta estrategia tiene por finalidad lograr una utilización eficiente de los limitados recursos aduaneros y permite a la CBP prestar atención prioritaria a los sectores de mayor riesgo, en particular a la lucha contra el terrorismo.

16. La CBP insta encarecidamente a los agentes comerciales a presentar por medios electrónicos los datos relativos a las importaciones, y utiliza el Sistema Automatizado Comercial (ACS) como medio de seguimiento, control y tramitación de todas las importaciones de mercancías comerciales en los Estados Unidos, aunque se estén llevando a cabo importantes cambios en el Sistema (véase más adelante).  El sistema  automatizado de intercambio de datos (ABI) es una parte integrante del ACS que permite a los participantes presentar por medios electrónicos a la CBP los datos relativos a las importaciones.  En el sistema pueden participar los agentes de aduanas autorizados, los importadores por cuenta propia, los transportistas, las autoridades portuarias o los centros de servicios independientes.  Para participar en el ABI es preciso remitir a la CBP una carta de intención en la que se facilite una breve descripción de los sistemas y programas informáticos que el solicitante utiliza o tiene previsto utilizar y se indique la fecha de participación prevista.  En la carta deberá identificarse la sede central de la empresa y todas las oficinas participantes.  Más del 96 por ciento de todas las importaciones se tramitan por el cauce del ABI.

17. Según las autoridades algunos productos son más aptos que otros para su inspección en el marco del actual sistema de 24 horas (véase más adelante).  Aunque la CBP mantiene un programa de exámenes aleatorios mediante sus sistemas automatizados, los aspectos de observancia y seguridad basados en el país de origen y la identidad de las empresas participantes pueden determinar también la realización de inspecciones.  Además, los productos considerados sensibles a efectos comerciales, tales como los textiles y las prendas de vestir, están sujetos a un mayor porcentaje de inspecciones que otros productos básicos.  El proceso de inspección puede variar desde el examen con rayos X de un contenedor transoceánico en su totalidad hasta el examen con rayos X y la apertura de las distintas cajas de que conste un envío.

18. Las partes interesadas pueden interponer recurso ante el Tribunal de Comercio Internacional (CIT) de los Estados Unidos contra las decisiones relativas a temas aduaneros.  Los recursos relativos a derechos aduaneros se rigen por las disposiciones del artículo 516 de la Ley Arancelaria de 1930, en su forma modificada (19 U.S.C. 1516).

19. Desde 2001 está en marcha un Programa de Modernización Aduanera.  El Programa comenzó con la introducción del Entorno Comercial Automatizado (ACE), que deberá sustituir al ACS en lo que respecta a las importaciones de cargamentos de mercancías.  Asimismo, se introdujo el Sistema de Datos del Comercio Internacional (ITDS), centrado principalmente en las operaciones de exportación.  El ACE y el ITDS constituyen un solo portal de Internet, cuyo único interfaz electrónico permite a la comunidad comercial internacional establecer relaciones recíprocas no sólo con la CBP, sino también con los demás organismos gubernamentales relacionados con la importación, la exportación y el movimiento de pasajeros a través de los pasos fronterizos estadounidenses.

20. En principio, el ACS y el ACE funcionarán de modo paralelo.  Está previsto que el sistema de tramitación de cargas del ACE empiece sus operaciones en la primavera de 2004, y continúe ampliándolas en fases sucesivas hasta el final de 2006.
  Sin embargo, tras los ataques de septiembre de 2001, la ejecución se ha acelerado y el programa se ha rediseñado para aumentar la seguridad;  la adopción de varias medidas a tal efecto ha dado ya lugar a importantes cambios prácticos en las operaciones aduaneras, según se describe más adelante.  El ACE integrará ahora tanto la Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI) como la Iniciativa para la Asociación Aduanera y Comercial contra el Terrorismo (C-TPAT).

a)
Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI)

21. En enero de 2002, el Servicio de Aduanas de los Estados Unidos (la actual CBP) puso en marcha la Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI), cuyo objetivo es impedir la utilización por terroristas de las cargas transportadas en contenedores.
  En el marco de la Iniciativa, cada país participante firma una "declaración bilateral de principios";  posteriormente, la CBP destaca inspectores estadounidenses a los puertos extranjeros para examinar los contenedores destinados a los Estados Unidos antes de su salida, en lugar de hacerlo tras su llegada a las costas estadounidenses.  Según las autoridades, no existe una normativa oficial en que se establezcan las prescripciones de la Iniciativa.

22. La CSI utiliza información secreta y automatizada para identificar y seleccionar los contenedores de alto riesgo;  examina por anticipado los contenedores considerados de alto riesgo en el puerto de origen;  y utiliza contenedores reveladores de cualquier manipulación.  El examen comprende una inspección no intrusiva, por ejemplo mediante amplios sistemas del tipo de los rayos X y equipo de detección de radiaciones.  La CBP paga los gastos del personal requerido en el extranjero para aplicar la CSI (por ejemplo, viajes, oficinas y equipo informático), pero los puertos que carezcan de equipo de inspecciones no intrusivas deben adquirir ese equipo antes de que la CBP haga uso de sus instalaciones portuarias.  Aunque los puertos más importantes poseen ya ese equipo para sus propios procesos de importación y observancia, muchos puertos comerciales de todo el mundo carecen aún de él.

23. En la primera fase de la CSI, el Servicio de Aduanas de los Estados Unidos seleccionó los 20 puertos extranjeros más importantes, de los que procedían dos terceras partes de los contenedores de carga que llegaban a los Estados Unidos.  En junio de 2003 participaban en la Iniciativa 15 puertos.

24. Según la CBP, no se han recibido quejas por retrasos en la expedición de cargamentos debidos a la aplicación de la CSI en cualquier puerto extranjero, y el establecimiento de funcionarios del Servicio de Aduanas de los Estados Unidos en los puertos extranjeros que participan en la Iniciativa debería hacer más eficiente la circulación de contenedores de carga.  Las autoridades han señalado que las cargas suelen permanecer en los muelles durante varios días hasta que llega el momento de su exportación.  Durante ese tiempo de espera en el puerto de exportación, el personal de la Iniciativa selecciona y examina los contenedores antes de su expedición, de forma que cuando la carga llega a los Estados Unidos puede despacharse inmediatamente, a menos que se haya recibido nueva información posterior que incremente el grado de preocupación respecto del contenedor, o en caso de que éste haya sido manipulado.

25. La Comisión Europea emprendió procedimientos por infracción contra los puertos de la UE participantes en la CSI.
  En particular, la Unión Europea expresó su preocupación por la distorsión del comercio que podría causar la CSI entre unos puertos y otros, según apliquen o no ese programa, y observó que tal enfoque bilateral podría perjudicar a los puertos más pequeños de la UE que no hubiesen firmado acuerdos con los Estados Unidos.  La Comisión Europea es partidaria de un acuerdo entre los Estados Unidos y la Unión Europea que sustituya a los ocho acuerdos bilaterales;  las autoridades señalaron que la CBP y la Comisión llevaban a cabo negociaciones al respecto 
(en octubre de 2003).

b)
La Norma de manifiesto de buque con 24 horas de antelación

26. La CBP introdujo la Norma de manifiesto de buque con 24 horas de antelación en diciembre de 2002, tras la aprobación de la Ley de Comercio Exterior de 2002
, que impone a la CBP (artículo 343) la obligación de promulgar un reglamento en que se prevea la transmisión electrónica a la administración de aduanas de la información relativa a las cargas destinadas a los Estados Unidos o procedentes de este país antes de su llegada o salida.  Algunos de esos requisitos se modificaron nuevamente mediante la aprobación de la Ley de Seguridad de los Puertos Marítimos de 2002.

27. La Norma de las 24 horas, publicada por primera vez en el Federal Register el 8 de agosto de 2002, establece que el manifiesto de carga del buque (en el formulario 1302 o en su equivalente electrónico), con inclusión de 14 elementos informativos específicos de carácter obligatorio, deberá notificarse a la CBP 24 horas antes del embarque de la carga en un puerto extranjero, y que los datos se facilitarán en formato electrónico.
  Esta Norma se halla en vigor desde diciembre de 2002, y se aplica a los puertos con independencia de que participen o no en la CSI.  La información específica de carácter obligatorio se muestra en el recuadro III.1.  La nueva obligación sobre los datos que han de consignarse en el manifiesto de carga con arreglo a la Norma de las 24 horas se refiere al último puerto extranjero desde el que el buque sale hacia los Estados Unidos;  además, la indicación del "Lugar de recepción" ha pasado a ser obligatoria para todos los transportistas.  Asimismo, la información sobre el expedidor, el destinatario y los productos debe proporcionarse ahora con mayor detalle.

28. Según un comunicado de prensa de la CBP, ésta examinó más de 2,4 millones de conocimientos de embarque en el período del 2 de febrero al 29 de abril de 2003.
  Por infracción de la Norma de las 24 horas se denegó el embarque de unos 260 contenedores, cuyas descripciones de carga se consideraron insuficientes.  En la mayor parte de esos casos, la infracción se subsanó a tiempo para que el envío se incluyese en el viaje previsto.  A partir del 4 de mayo de 2003, la CBP comenzó a expedir mensajes de denegación del embarque para toda carga transportada en contenedor cuya descripción fuese inválida o incompleta.  Hasta entonces, las medidas de observancia se habían centrado únicamente en las infracciones significativas de las prescripciones en materia de descripción de cargas.  La CBP impone también sanciones pecuniarias por la presentación tardía de declaraciones de carga:  los transportistas pueden ser sancionados con una multa de 5.000 dólares EE.UU. por la primera infracción y de 10.000 dólares por las siguientes.

29. La Norma de las 24 horas se aplica también al paso a través de territorio de los Estados Unidos de cargamentos que no se desembarcarán en un puerto estadounidense;  los puertos marítimos de los Estados Unidos estarán también facultados para imponer sanciones pecuniarias en relación con cargas extranjeras mantenidas a bordo que no se ajusten a la Norma a su llegada a los Estados Unidos.
  Las empresas de transporte marítimo que no explotan buques también pueden ser obligadas a resarcir daños y perjuicios.

	Recuadro III.1  Información requerida con arreglo a la norma de las 24 horas

	Información que ha de facilitarse a la CBP 24 horas antes del embarque de la carga en un puerto extranjero:

	-
el nombre del último puerto extranjero en que el buque haya hecho escala antes de su salida hacia los Estados Unidos;

	-
el código alfabético uniforme asignado a cada transportista;

	-
el número de travesía asignado al transportista;

	-
la fecha prevista de llegada del buque al primer puerto del territorio aduanero estadounidense;

	-
el número y la cantidad de las unidades de embalaje más pequeñas que consten en los conocimientos de embarque del transportista;

	-
el primer puerto extranjero en que el transportista se haya hecho responsable de la carga destinada a los Estados Unidos;

	-
una descripción precisa (o los códigos del Arancel de Aduanas Armonizado al nivel de 6 dígitos utilizados para clasificar la carga, si el expedidor ha facilitado esa información) y el peso de la carga o, si se trata de contenedores precintados, la descripción y el peso de la carga declarados por el expedidor;

	-
el nombre y la dirección completos del expedidor, o su número de identificación, respecto de todos los conocimientos del embarque (el número de identificación será un número exclusivo asignado por la CBP en la tramitación del ACE);

	-
el nombre y la dirección completos del destinatario o del propietario o su representante, o el número de identificación de todos los conocimientos de embarque (ese número de identificación se utilizará también en la tramitación del ACE);

	-
el nombre, el país de matrícula y el número oficial del buque (el número del buque es el asignado por la Organización Marítima Internacional);

	-
el puerto extranjero en que se embarca la carga;

	-
el código internacionalmente reconocido de los productos peligrosos, en caso de que los haya en el envío;

	-
el número de contenedores (en caso de envíos mediante contenedores);  y

	-
el número de cada  precinto puesto a los contenedores.

	Fuente:
Departamento del Tesoro, Servicio de Aduanas de los Estados Unidos, título 19 del Código de Reglamentos Federales (19 CFR), partes 4, 113 y 178, "Declaración en aduana de la carga del buque antes de ser embarcada en un puerto extranjero para su transporte a los Estados Unidos".  Disponible en:  http://www.cbp.gov/ImageCache/cgov/content/laws/federal_5fregulations/2002/adv_5fmanifest_ 2epdf/v1/adv_5fmanifest.pdf.


c)
La Asociación Aduanera y Comercial contra el Terrorismo y otras iniciativas de seguridad

30. La Asociación Aduanera y Comercial contra el Terrorismo (C-TPAT), puesta en marcha en mayo de 2002, es una iniciativa conjunta del Gobierno y las empresas destinada a reforzar la seguridad a lo largo de la cadena de suministro y en la frontera.  En su marco, las empresas se comprometen a llevar a cabo comprobaciones exhaustivas de su cadena de suministro utilizando las directrices de seguridad elaboradas conjuntamente con la CBP, y deben informar a las empresas de esa cadena de suministro sobre las directrices y el programa.  Las empresas participantes han de facilitar a la CBP información específica y pertinente sobre sus camiones, conductores, cargas, proveedores y rutas.

31. Se insta a todos los importadores, empresas de transporte (aéreo, ferroviario y marítimo), agentes de aduanas y transitarios a participar en la iniciativa.  En el marco del proceso de validación de la C-TPAT, la CBP se reúne con representantes de las empresas y puede visitar determinados lugares nacionales y extranjeros para comprobar que las medidas de seguridad de la cadena de suministro previstas en el perfil de seguridad del participante en la Asociación son correctas y se aplican.

32. Como parte del acuerdo sobre la frontera común, los gobiernos de los Estados Unidos y del Canadá convinieron en armonizar, en la mayor medida posible, sus programas de comercio y aduanas a lo largo de su frontera común.  Ese acuerdo determinó la creación del programa Comercio Libre y Seguro (FAST), que entró en vigor, para determinados envíos destinados a los Estados Unidos, en diciembre de 2002.  El programa FAST tiene la finalidad de armonizar los procedimientos de despacho en la frontera aplicados a los conductores, los transportistas y los importadores, y permite un despacho acelerado.  Para poder beneficiarse del despacho acelerado del FAST, los envíos comerciales han de ser introducidos en el país por un importador autorizado que utilice empresas de transporte por carretera aprobadas por la C-TPAT.  Asimismo, el Departamento de Seguridad Interior ha suscrito con México el denominado Plan de Asociación para la Frontera entre los Estados Unidos y México (BPP).  Se trata de un plan de acción de 22 puntos en el que la CBP interviene como organismo coordinador respecto de 11 de esos puntos, que contienen un programa similar al FAST.

ii) Normas de origen

33. La CBP aplica normas de origen para determinar el origen de los productos.  En función de esa determinación, los productos pueden beneficiarse de las preferencias arancelarias otorgadas a países específicos o considerarse a efectos de contratación pública.  Por otra parte, el Departamento de Comercio puede determinar si un producto es originario de un país al que sea aplicable una orden específica sobre derechos antidumping o compensatorios;  su determinación puede comprender criterios diferentes de los utilizados por la CBP.  Las reglamentaciones sobre marcado y etiquetado en el país de origen se utilizan también para proporcionar a los consumidores información relativa al origen del producto, y son obligatorias para la mayor parte de los productos manufacturados importados y para numerosos productos agropecuarios (por ejemplo, huevos, carne y aves de corral;  véase la sección vii) más adelante).  Para determinar el origen se considera suficiente la autocertificación, por lo que la obligación de declarar el origen recae en el importador.

34. Los Estados Unidos aplican normas de origen preferenciales y no preferenciales.
  Aunque el criterio de transformación sustancial es fundamental para todas las normas de origen estadounidenses, su definición varía en función del producto y del acuerdo preferencial.  La norma de origen básica no preferencial de los Estados Unidos es que el producto se considera originario de un país cuando 1) ha sido cultivado, producido o fabricado en su totalidad en ese país, o 2) ha sido "sustancialmente transformado en un artículo de comercio nuevo o diferente" en ese país, con un nombre, un carácter o un uso distintos de los del artículo o los artículos a partir de los cuales se ha realizado la transformación.  Se aplican normas especiales a los productos textiles y de vestido.
  Además, los Estados Unidos mantienen varios conjuntos de normas preferenciales en el marco de acuerdos de libre comercio y concesiones arancelarias unilaterales (cuadro AIII.1);  esas normas se basan en el principio de transformación sustancial y entrañan una combinación de criterios de contenido nacional, un sistema de transferencias arancelarias, o requisitos específicos aplicables a un producto o un grupo de productos determinados.

35. Con arreglo a las normas de origen del TLCAN, las reglamentaciones pormenorizadas aplicables a las mercancías no obtenidas íntegramente en la región abarcada por el Acuerdo se basan en la combinación de los métodos de transferencias arancelarias y determinación del valor del contenido regional.  En general, un producto que contenga materiales no originarios tiene su origen en el territorio del TLCAN si cada uno de esos componentes se modifica de forma que proceda aplicarle un cambio en la clasificación arancelaria, que se indica respecto de cada producto en un anexo de 168 páginas (anexo 401).  En el caso de los textiles y las prendas de vestir, la norma de origen del hilado determina casi siempre que los únicos artículos textiles y de vestido que se benefician plenamente del libre comercio entre los signatarios son los producidos a partir de insumos originarios del asociado respectivo en el acuerdo de libre comercio, partiendo de los hilados y fibras e incluyendo todas las transformaciones (cuadro AIII.1).

36. El TLCAN introdujo también normas de origen más estrictas en el sector automotriz.  Mientras que, con arreglo al Acuerdo del Automóvil y al antiguo Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos y el Canadá, el comercio exento de derechos de aduana entre los participantes estaba supeditado a un contenido estadounidense o canadiense del 50 por ciento, el umbral previsto en el TLCAN aumentó hasta el 56 por ciento el 1º de enero de 1998 y hasta el 62,5 por ciento el 1º de enero de 2002 respecto de los vehículos automóviles para pasajeros, los camiones ligeros, los autobuses pequeños (con capacidad máxima para 15 personas), y sus motores y transmisiones.  Desde el 1º de enero de 2002, el nivel correspondiente a los vehículos de gran potencia, los autobuses grandes y todas las demás piezas es del 60 por ciento.  Por consiguiente, las empresas que efectúan sus operaciones en el Canadá o México están obligadas a alcanzar esos mayores niveles de contenido regional para exportar a los Estados Unidos a tipos arancelarios preferenciales.

37. El 1º de enero de 2003, en respuesta a las peticiones del sector, los Estados Unidos, junto con el Canadá y México, aplicaron medidas para liberalizar las normas de origen del TLCAN aplicables a las bebidas alcohólicas, el petróleo crudo, los ésteres de glicerol, la joyería de perlas, los auriculares con micrófono, los chasis equipados con motor y las máquinas fotocopiadoras.

38. En general, las normas de origen del Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) exigen una transformación sustancial e imponen un requisito de valor del contenido regional del 35 por ciento.  Las normas de origen adoptadas en el marco de los programas de la Ley de Recuperación Económica de la Cuenca del Caribe (LRECC) y la Ley de Preferencias Comerciales para los Países Andinos (LPCPA) se basan en las normas del SGP.  En el marco de los programas de la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA) y de la Ley sobre Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe (CBPTA), se han adoptado normas de origen especiales para los productos de vestido, en virtud de las cuales se concede acceso en franquicia arancelaria para esos productos, siempre que cumplan los requisitos de origen del hilado y del tejido (véase el capítulo IV 3) iii)).  El 11 de enero de 2002, la India solicitó la celebración de consultas con los Estados Unidos en relación con las normas de origen de este país aplicables a las importaciones de productos textiles y de vestido.  Las conclusiones del grupo especial establecido al efecto fueron favorables a los Estados Unidos;  el informe del grupo especial se adoptó en julio de 2003.

iii) Aranceles

39. Los Estados Unidos aplican derechos de aduana a las importaciones sobre la base de su valor FOB en el punto de exportación.  El arancel comprende 10.297 líneas arancelarias al nivel de 8 dígitos de los capítulos 1 a 97 del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).
  Las partidas de 8 dígitos pueden estar subdivididas para distinguir productos a efectos no arancelarios (por ejemplo, para controlar los contingentes a la importación de productos textiles y de vestido), asignándose a estas subdivisiones 2 dígitos adicionales.

40. El arancel se presenta en dos columnas.  En la columna 1 figuran los tipos "generales" o de la nación más favorecida (NMF), mencionado en las disposiciones estadounidenses como régimen arancelario aplicable a las relaciones comerciales ordinarias, y los tipos "especiales" aplicables a las importaciones realizadas en el marco de programas más preferenciales.  En la columna 2 se enumeran los tipos legales establecidos en virtud de la Ley Arancelaria Smoot-Hawley de 1930, que se aplican a las importaciones de países a los que los Estados Unidos no otorgan trato NMF (véase más adelante).

41. El capítulo 98 contiene 172 líneas arancelarias sujetas a disposiciones especiales de clasificación, incluidas las condiciones requeridas para aplicar un régimen de franquicia arancelaria a partidas que, en otro caso, se gravarían con derechos.  Entre otras normas, el capítulo 98 contiene las disposiciones arancelarias recientemente aprobadas para los países africanos y caribeños con arreglo a la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA) y la Ley sobre Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe (CBPTA).  En el capítulo 99 se establecen modificaciones temporales de los derechos de importación (por ejemplo, suspensiones de derechos o sanciones resultantes de diferencias comerciales) y medidas de salvaguardia (véase la sección ii) más adelante).

a)
Interlocutores comerciales en régimen NMF

42. Los Estados Unidos otorgan trato arancelario NMF a todos los Miembros de la OMC, excepto a uno:  Cuba.  Además, la República Popular Democrática de Corea, Laos, y Serbia y Montenegro tampoco reciben trato arancelario NMF de los Estados Unidos;  sin embargo, se está tramitando la legislación que permitirá incluir a Serbia y Montenegro en el régimen NMF.  El 2 de junio de 2002 se restableció el trato NMF para Afganistán.

43. Con arreglo a las disposiciones del Título IV de la Ley de Comercio Exterior de 1974, conocido también como "enmienda Jackson-Vanik", el Presidente deberá denegar el trato arancelario NMF a todo país de economía planificada que no reuniese las condiciones necesarias para recibir ese trato en 1974 y asimismo el Presidente habrá de determinar negar o restringir considerablemente el derecho de emigración de sus ciudadanos o hacer oneroso su ejercicio.  Para poner fin a la aplicación del Título IV y, en consecuencia, conceder trato NMF a determinado país, es necesaria la promulgación de una ley.  Por consiguiente, de conformidad con la Public Law 106-286, el Presidente de los Estados Unidos formuló, el 27 de diciembre de 2001, una proclamación por la que se concedía a China un régimen NMF permanente, con efecto a partir del 1º de enero de 2002.

44. El Presidente puede también conceder una exención anual de las disposiciones del Título IV si se considera que esa exención favorecerá sustancialmente los objetivos de la legislación.  En junio de 2001, tras la firma de un acuerdo comercial con Viet Nam, se otorgó una exención cuyo resultado fue la concesión de trato arancelario NMF condicional a los productos de Viet Nam, con efecto a partir del 10 de diciembre de 2001.  Actualmente, Belarús, Turkmenistán y Viet Nam reciben trato arancelario NMF en virtud de una exención anual.

b)
Tipos arancelarios NMF aplicados

45. Las principales características del régimen arancelario NMF de los Estados Unidos se exponen en el cuadro III.1.  El análisis se basa en la Lista del Sistema Armonizado de 2002 de los Estados Unidos (el Arancel);  aunque, en el momento de preparar el presente informe, estaba disponible el Arancel de 2003, sólo se disponía de los equivalentes ad valorem de los tipos arancelarios no ad valorem correspondientes a 2002.

Cuadro III.1

Estructura de los aranceles NMF aplicados en los Estados Unidos, 1996-2002

(Porcentajes)

	Indicadores
	1996a
	1998b
	1999b
	2000
	2002

	1.
Líneas arancelarias consolidadas (porcentaje del total)
	100,0c
	100,0c
	100,0c
	100,0c
	100,0c

	2.
Líneas arancelarias exentas de derechos (porcentaje del total)
	21,4
	13,8
	29,7
	31,0
	31,2

	3.
Aranceles no ad valorem (porcentaje del total)
	24,4
	14,3
	12,9
	12,6
	12,2

	4.
Líneas sujetas a contingentes arancelarios (porcentaje del total)
	1,9
	1,9
	1,9
	1,9
	1,9

	5.
Líneas arancelarias que no son ad valorem y que no tienen equivalentes ad valorem 
	3,1
	0,2
	0,2
	0,0
	0,0

	
(porcentaje del total)
	
	
	
	
	

	6.
Promedio aritmético de los tipos arancelarios consolidadosd
	..
	5,9
	5,7
	..
	..

	7.
Promedio aritmético de los tipos arancelarios aplicadosd
	6,4
	5,9
	5,7
	5,4
	5,1

	
Productos agropecuarios (definición de la OMC)e
	10,0
	10,3
	10,7
	10,4
	9,8

	
Productos no agropecuarios (definición de la OMC)
	5,7
	5,0
	4,7
	4,5
	4,2

	8.
Líneas sujetas a tipos superiores al 15% (porcentaje del total)
	8,9
	7,7
	7,4
	7,0
	6,6

	9.
Desviación típica general
	13,4
	12,9
	13,3
	13,1
	12,3

	10.
Coeficiente de variación (CV)
	2,1
	2,2
	2,3
	2,4
	2,4


..
No disponible.

a
Porcentajes calculados en función de la información facilitada por las autoridades de los Estados Unidos para el Informe de 1996 del MEPC.
b
Porcentajes calculados en función de la información facilitada por las autoridades de los Estados Unidos para el Informe de 1999 del MEPC.

c
Dos líneas relativas al petróleo crudo no están consolidadas.

d
Excluidas las líneas arancelarias dentro de contingente.

e
Comprende los capítulos 1 a 24 del SA, excepto el pescado y los productos de pescado, junto con los códigos del SA 2905.43, 2905.43-5, 3809.10, 3823.60, 3823.11-13, 19, 3823.70, 3824.60 y las partidas del SA 3301, 3501-05, 4101-03, 4301, 5001-03, 5101-03, 5201-03, 5301-03.

Nota:
El número total de líneas es de 10.297.

Fuente:
Estimaciones de la OMC, basadas en la información en línea de la USITC.  Equivalentes ad valorem facilitados por las autoridades de los Estados Unidos.

46. El promedio aritmético de los tipos arancelarios NMF aplicados, incluidos los equivalentes ad valorem de los tipos específicos y compuestos, fue del 5,1 por ciento en 2002, inferior al 5,4 por ciento resultante en 2000.  El promedio de los tipos arancelarios aplicados a los productos agropecuarios en 2002 fue del 9,8 por ciento, en descenso con respecto al 10,4 por ciento en 2000;  y el promedio correspondiente a los productos no agrícolas fue del 4,2 por ciento en 2002, a diferencia del 4,5 por ciento en 2000.
  Desde el último examen de los Estados Unidos, llevado a cabo en 2001, no se han introducido nuevas medidas autónomas para reducir los aranceles NMF estadounidenses.  Por consiguiente, la disminución del promedio de los aranceles no agrícolas desde 2000 se debe principalmente a la aplicación en curso de los compromisos de reducción arancelaria adquiridos en la OMC en relación con los textiles y las prendas de vestir y otros productos, ya que los tipos aplicados se están reduciendo en consonancia con las reducciones escalonadas de los tipos consolidados (véase la sección d) más adelante).  Aproximadamente, el 31 por ciento de todas las partidas arancelarias se importan en los Estados Unidos en régimen de exención de derechos.

47. En torno al 12 por ciento de los aranceles se aplican mediante tipos no ad valorem, aunque ese porcentaje está descendiendo continuamente.  La mayor parte de los aranceles no ad valorem son específicos o compuestos (es decir, consistentes en un derecho ad valorem más un derecho específico).  Los Estados Unidos han notificado a la Base Integrada de Datos (BID) los equivalentes ad valorem de los derechos no ad valorem aplicados.  Asimismo, publican sus equivalentes ad valorem en el sitio Web de la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC).

48. El general, los aranceles no ad valorem aplicados por los Estados Unidos dan por resultado una mayor protección que los derechos ad valorem:  en 2002, el promedio de los equivalentes ad valorem se estimó en el 11,2 por ciento, en comparación con el 4,3 por ciento correspondiente a los derechos ad valorem.  En 2002, 77 de los 100 tipos más altos correspondieron a derechos específicos y compuestos.  Los tipos arancelarios específicos y compuestos se aplican principalmente a los productos agropecuarios, el calzado y los artículos de sombrerería, así como a los relojes y determinados instrumentos de precisión;  también se aplican varios derechos específicos a las sustancias y los productos químicos, los textiles y los metales básicos.

49. La utilización de derechos no ad valorem permite aumentar la protección arancelaria cuando bajan los precios de importación, y viceversa.  En 1997, el promedio de los equivalentes ad valorem facilitados por las autoridades estadounidenses fue aproximadamente del 14 por ciento;  en 2002, ese promedio había descendido hasta situarse en torno al 11 por ciento (véase supra).  Sin embargo, los datos ponen de manifiesto la existencia de amplias variaciones en los equivalentes ad valorem:  aproximadamente el 70 por ciento de las líneas comparables de los dos períodos registran reducciones en más de 100 puntos porcentuales respecto de varios productos lácteos, de tabaco y de azúcar.
  Los equivalentes ad valorem aumentaron o se mantuvieron invariables para los restantes productos, registrándose notables incrementos respecto de determinados productos de tabaco y lácteos (otros), productos de algodón y artículos de vestido.  Por ejemplo, en el caso de los conjuntos para hombres (SA 6203.23.00), el tipo aumentó del 11 al 28 por ciento.

50. En 2002, aproximadamente el 6,6 por ciento de las líneas arancelarias estaban sujetas a derechos superiores al 15 por ciento, en algunos casos estimados como equivalentes ad valorem.  Esos derechos arancelarios tienden a concentrarse en unos pocos sectores "sensibles" que, con frecuencia, revisten particular interés para los exportadores de los países en desarrollo.  Por ejemplo, los aranceles alcanzan tipos ad valorem o expresados en equivalentes ad valorem del 350 por ciento para el tabaco, 164 por ciento para los maníes y el 132 por ciento para la mantequilla de maní (aunque, en algunos casos en que los contingentes arancelarios no se cubren, pueden aplicarse los tipos mucho más bajos utilizados dentro del contingente, en lugar de los tipos extracontingentarios).  En los sectores no agrícolas, la protección arancelaria alcanza un nivel máximo del 58,5 por ciento (en equivalentes ad valorem) para determinados tipos de calzado.  La protección de los productos textiles y de vestido varía, en general, entre el 15 y el 30 por ciento.

51. Los Estados Unidos mantienen contingentes arancelarios respecto de varios tipos de productos, como por ejemplo las escobas de sorgo (SA 9603.10), el atún y los productos agropecuarios.  Los contingentes arancelarios abarcan el 1,9 por ciento del arancel estadounidense.  Los elevados derechos arancelarios aplicados fuera de contingente a los productos agropecuarios constituyen una de las principales formas de protección de las importaciones de esos productos (véase el capítulo IV 2)).  En el caso del atún en envases herméticos (SA 1604.14.30), los aranceles son del 35 por ciento para el atún en aceite, y del 12,5 por ciento para las demás preparaciones.  No obstante, en este último caso, se establece anualmente un contingente arancelario del 4,8 por ciento, como máximo, del consumo aparente de los Estados Unidos durante el año precedente, según el correspondiente informe del Servicio Nacional de Pesca Marítima;  las importaciones comprendidas en ese volumen están sujetas a un derecho del 6 por ciento (en lugar del 12,5 por ciento).

c)
Consolidaciones en la OMC

52. A raíz de la Ronda Uruguay, los Estados Unidos consolidaron todas las líneas arancelarias de los capítulos 1 a 97, excepto dos líneas dedicadas al petróleo crudo.  En el contexto del proyecto de base de datos sobre Listas Arancelarias Refundidas, los Estados Unidos presentaron a la OMC, en septiembre de 2000, su Lista refundida de los tipos finales consolidados resultantes de todos los Acuerdos de la OMC, incluidos los dimanantes de la Ronda Uruguay, el Acuerdo sobre Tecnología de la Información y el Acuerdo sobre Productos Farmacéuticos;  en la Lista se detallan los tipos de base, los tipos finales y los plazos para su aplicación.

53. Las reducciones escalonadas anuales de los aranceles NMF consolidados se llevaron a cabo durante 5 años (de 1995 a 1999) para la mayoría de los productos industriales, y durante 6 años (de 1995‑2000) para la mayoría de los productos agropecuarios, mientras que, para el 12 por ciento aproximado de las líneas arancelarias de la Lista, la reducción se lleva a cabo durante un período de 10 años, de forma que el tipo consolidado final se aplicará el 1º de enero de 2004.  Los productos para los que el tipo consolidado final entrará en vigor en 2004 son principalmente textiles y prendas de vestir (SA 50-65), pero también algunos productos químicos, pinturas, plásticos, y productos de cuero, de cerámica, de vidrio y de acero.  Las reducciones se especifican por líneas arancelarias.

54. En el momento de su anterior examen, los Estados Unidos habían proporcionado a la OMC las revisiones finales resultantes de la introducción de la nomenclatura del SA de 1996;  los documentos de certificación formal se preparaban en septiembre de 2003.  Los Estados Unidos han modificado también su Lista de concesiones para aplicar los resultados de la revisión del Sistema Armonizado de 2002, adoptada por la Organización Mundial de Aduanas en junio de 1999 con efecto a partir del 10 de enero de 2002.  En consonancia con el procedimiento acordado por los Miembros de la OMC para la introducción de los cambios del SA 2002
, los Estados Unidos presentaron su Lista revisada a la OMC para su verificación preliminar.

d)
Aranceles preferenciales

55. Este análisis se basa en los aranceles facilitados electrónicamente por los Estados Unidos a la OMC.  Los Estados Unidos pueden conceder preferencias arancelarias unilateralmente o en el contexto de acuerdos de libre comercio.  Como se indica en el capítulo II, los Estados Unidos conceden trato arancelario preferencial unilateral a los países que reúnen las condiciones previstas en el Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) de los Estados Unidos;  la Ley de Recuperación Económica de la Cuenca del Caribe (LRECC), en virtud de la cual se aplica la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC);  la Ley sobre Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe (CBPTA), basada en la LRECC;  la Ley de Preferencias Comerciales para los Países Andinos (LPCPA), modificada por la Ley de Preferencias Comerciales y Erradicación de la Droga para los Países Andinos (ATPDEA);  y la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA).

56. En el cuadro III.2 se exponen los promedios de los aranceles aplicados a los principales grupos de productos, habida cuenta de esos acuerdos preferenciales.  Tales promedios son el resultado de combinar los tipos nulos aplicables en el marco de determinado acuerdo con el siguiente tipo más bajo aplicable a los exportadores cuando el producto no se beneficia de ese acuerdo concreto.  Por ejemplo, la mayor parte de las importaciones procedentes de Israel entran en los Estados Unidos en franquicia arancelaria, a consecuencia de los dos acuerdos de comercio preferencial entre ambos países;  sin embargo, como algunas líneas están excluidas de esos dos acuerdos con Israel, el promedio global de los aranceles aplicables a las importaciones de Israel es del 0,7 por ciento.  Por otra parte, el promedio de los tipos arancelarios aplicables en el marco de la CBPTA, la ATPDEA y la AGOA se ha hallado sin tener en cuenta las disposiciones del capítulo 98 del Arancel de Aduanas de los Estados Unidos, en virtud de las cuales, los artículos textiles y de vestido que cumplan determinadas prescripciones en materia de insumos (descritas en el capítulo IV 3)) pueden beneficiarse de preferencias arancelarias adicionales.

57. El promedio de los aranceles aplicados en el marco de acuerdos preferenciales unilaterales de los Estados Unidos es inferior al de los tipos NMF, pero aún sustancialmente más alto que el promedio aplicado en virtud de los vigentes Acuerdos de Libre Comercio suscritos por los Estados Unidos con el Canadá, Israel, Jordania y México;  además, su aplicación está, en general, supeditada al cumplimiento de criterios legales (por ejemplo, la protección de los derechos de los trabajadores o de la propiedad intelectual, según se expone en el capítulo II).

Cuadro III.2

Aranceles resultantes de los acuerdos preferenciales de los Estados Unidos, 2002

	
	Promedio de los tipos arancelarios (%)

	
	NMF
	Israela
	Canadaa
	Méxicob
	Jordaniab
	LRECCb
	CBTPAb

	Total
	5,1 
	0,7
	0,7
	0,6
	2,7
	2,4
	2,3

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	9,8 
	4,4
	4,3
	2,7
	6,2
	5,9
	5,9

	Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	4,2 
	0,0
	0,0
	0,2
	2,1
	1,8
	1,6

	Por sectores de la CIIU
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	5,6 
	0,4
	0,5
	0,4
	4,0
	3,3
	3,3

	Minería
	0,4 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,1
	0,0
	0,0

	Industrias manufactureras
	5,1 
	0,8
	0,7
	0,6
	2,7
	2,4 
	2,2

	Textiles (321)
	9,3
	0,1
	0,1
	0,3
	5,9
	8,1
	8,1

	Prendas de vestir (322)
	10,8
	0,0
	0,0
	0,7
	6,9
	7,6
	7,5

	Por secciones del SA
	
	
	
	
	
	
	

	01
	Animales vivos y sus productos
	11,4 
	8,4
	8,0
	2,7
	7,3
	8,4
	8,4

	02
	Productos del reino vegetal
	4,0 
	0,6
	0,6
	0,6
	1,4
	0,6
	0,6

	03
	Grasas y aceites
	3,9 
	0,2
	0,2
	0,2
	1,3
	0,2
	0,2

	04
	Alimentos preparados, etc.
	13,2 
	4,7
	4,7
	4,5
	9,3
	8,6
	8,5

	05
	Minerales
	0,7 
	0,0
	0,0 
	0,0
	0,2
	0,2
	0,1

	06
	Productos químicos o conexos
	3,9 
	0,0
	0,0
	0,1
	1,7
	0,0
	0,0

	07
	Plásticos y caucho
	3,7 
	0,0
	0,0
	0,0
	1,1
	0,0
	0,0

	08
	Pieles y cueros
	4,3 
	0,0
	0,0
	0,3
	1,5
	1,3
	0,7

	09
	Madera y artículos de madera
	2,2 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,8
	0,2
	0,0

	10
	Pasta de madera, papel, etc.
	0,5 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	11
	Materias textiles y sus manufacturas
	9,6 
	0,1
	0,1
	0,4
	6,2
	8,1
	8,1

	12
	Calzado, tocados
	13,5 
	0,0
	0,0
	1,8
	9,2
	12,0
	3,7

	13
	Manufacturas de piedra
	5,1 
	0,0
	0,0
	1,0
	2,3
	0,3
	0,3

	14
	Piedras preciosas, etc.
	3,0 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,6
	0,0
	0,0

	15
	Metales comunes y sus manufacturas
	2,3 
	0,0
	0,0
	0,2
	0,8
	0,0
	0,0

	16
	Máquinas y aparatos
	1,6 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,1
	0,0
	0,0

	17
	Material de transporte
	2,6 
	0,0
	0,0 
	0,1
	1,0
	0,0
	0,0

	18
	Instrumentos de precisión
	3,1 
	0,0
	0,0
	0,1
	1,3
	0,0
	0,0

	19
	Armas y municiones
	1,5 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,4
	0,0
	0,0

	20
	Mercancías y productos diversos
	3,2 
	0,0
	0,0
	0,1
	1,2
	0,0
	0,0

	21
	Objetos de arte, etc.
	0,0 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0


	
	
	NMF
	ATPA
ATPDEAb
	AGOAc
	PMAa
	SGPa
	

	Total
	
	5,1
	2,6
	2,4
	2,7
	3,7
	

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	
	9,8
	6,0
	6,0
	6,2
	8,4
	

	Productos no agropecuarios (excluido el petróleo
	
	4,2
	1,9
	1,8
	2,1
	2,8
	

	Por sectores de la CIIU
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	
	5,6
	3,3
	3,4
	3,6
	4,8
	

	Minería
	
	0,4
	0,0
	0,0
	0,0
	0,1
	

	Industrias manufactureras
	
	5,1
	2,5
	2,4
	2,7
	3,6
	

	Textiles (321)
	
	9,3
	8,6
	9,0
	9,0
	9,0
	

	Prendas de vestir (322)
	
	10,8
	9,6
	10,1
	10,4
	10,4
	

	Por secciones del SA
	
	
	
	
	
	
	

	01
	Animales vivos y sus productos
	
	11,4
	8,4
	8,4
	8,4
	11,0
	

	02
	Productos del reino vegetal
	
	4,0
	0,6
	0,7
	1,0
	2,6
	

	03
	Grasas y aceites
	
	3,9
	0,2
	0,2
	0,2
	2,7
	

	04
	Alimentos preparados, etc.
	
	13,2
	8,7 
	8,5
	8,8
	11,3
	

	05
	Minerales
	
	0,7
	0,2 
	0,0
	0,0
	0,3
	

	06
	Productos químicos o conexos
	
	3,9
	0,0 
	0,0
	0,0
	1,7
	

	07
	Plásticos y caucho
	
	3,7
	0,1 
	0,1
	0,1
	0,4
	

	08
	Pieles y cueros
	
	4,3
	1,3 
	0,7
	2,1
	2,5
	

	09
	Madera y artículos de madera
	
	2,2
	0,2 
	0,0
	0,2
	0,4
	

	10
	Pasta de madera, papel, etc.
	
	0,5
	0,0 
	0,0
	0,0
	0,0
	

	11
	Materias textiles y sus manufacturas
	
	9,6
	9,0 
	9,4
	9,4
	9,4
	

	12
	Calzado, tocados
	
	13,5
	12,1 
	0,9
	12,4
	12,4
	

	13
	Manufacturas de piedra
	
	5,1
	0,3 
	0,3
	0,5
	2,7
	

	14
	Piedras preciosas, etc.
	
	3,0
	0,0 
	0,0
	0,0
	0,1
	

	15
	Metales comunes y sus manufacturas
	
	2,3
	0,0 
	0,0
	0,1
	0,7
	

	16
	Máquinas y aparatos
	
	1,6
	0,0 
	0,0
	0,0
	0,3
	

	17
	Material de transporte
	
	2,6
	0,0 
	0,0
	0,0
	1,3
	

	18
	Instrumentos de precisión
	
	3,1
	0,0 
	0,0
	0,8
	1,7
	

	19
	Armas y municiones
	
	1,5
	0,0 
	0,1
	0,0
	0,2
	

	20
	Mercancías y productos diversos
	
	3,2
	0,1 
	0,4
	0,1
	0,8
	

	21
	Objetos de arte, etc.
	
	0,0
	0,0 
	0,0
	0,0
	0,0
	


a
Si una línea arancelaria no reúne las condiciones requeridas para poder beneficiarse de ese programa preferencial, el tipo utilizado para el cálculo de los promedios es el tipo MNF.

b
Si una línea arancelaria no reúne las condiciones requeridas para poder beneficiarse de ese programa preferencial, el tipo utilizado para el cálculo de los promedios es el tipo del SGP o el tipo MNF, según cuál de ellos sea el más bajo aplicable en general a ese producto.
c
Los cálculos se realizaron respecto de los países menos adelantados beneficiarios de la AGOA, ya que constituyen la mayoría de beneficiarios.  Si una línea arancelaria no reúne las condiciones requeridas para poder beneficiarse de ese programa preferencial, el tipo utilizado para el cálculo de los promedios es el tipo aplicado a los PMA, el tipo del SGP o el tipo MNF, según cual de ellos sea el más bajo aplicable en general a ese producto.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos de las autoridades estadounidenses.

Preferencias otorgadas en el marco del TLCAN

58. En virtud del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), los derechos arancelarios se suprimieron en 1998 respecto de todas las mercancías importadas del Canadá, excepto determinados productos agropecuarios que se mantienen sujetos a contingentes por tiempo ilimitado.  En 2002, el promedio de los tipos arancelarios aplicados a las importaciones del Canadá fue del 0,7 por ciento, en descenso con respecto al 0,8 por ciento aplicado en 2000;  se aplicaron, en la mayor parte de los casos, derechos no ad valorem a 214 partidas no admitidas en franquicia arancelaria y consistentes, sobre todo, en productos lácteos, productos del cacao, maníes, azúcar y jarabes.

59. En 2002, el promedio de los tipos arancelarios aplicados a las importaciones procedentes de México fue del 0,6 por ciento, inferior al 1,1 por ciento resultante en 2000;  esa disminución se debió principalmente a las reducciones arancelarias aceleradas convenidas en enero de 2002.  En 2002 estaba sujeta a derechos la importación en los Estados Unidos de unas 1.152 partidas procedentes de México, consistentes principalmente en productos lácteos, productos del cacao, maníes, azúcar y jarabes, así como determinados tipos de prendas de vestir, como por ejemplo trajes.  Algunos tipos llegaban a superar con creces el 100 por ciento, por ejemplo, los aplicados a determinadas grasas y aceites, maníes, azúcar, ciertos jarabes de fructosa y de mezclas, y chocolate en copos con bajo contenido de materias grasas.

60. En virtud del TLCAN, los aranceles aplicados al comercio de mercancías entre los Estados Unidos y México se eliminaron inmediatamente o habrían de suprimirse a lo largo de 5, 10 ó 15 años, según la categoría de productos.  El período de eliminación gradual de 10 años finalizó el 1º enero de 2003.  Siguen pendientes de eliminación gradual con arreglo al TLCAN determinados derechos estadounidenses aplicables a las importaciones de calzado de caucho, azúcar, escobas, zumo de naranja concentrado congelado, baldosas de cerámica y artículos de vidrio.

61. En 2003 estaban exentos de derechos todos los productos textiles y de vestido originarios del Canadá y México.  Además, determinados productos que no cumplen las normas de origen del TLCAN pueden también beneficiarse de trato preferencial si no se rebasa un volumen de importaciones fijo o "nivel de preferencia arancelaria" negociado entre los tres países del TLCAN.  Por debajo de determinadas cantidades anuales, se otorga acceso al algodón, la lana y la ropa de fibras artificiales, fabricados (es decir, transformados sustancialmente) en un país del TLCAN a partir de componentes no originarios.  En determinados casos, sobre todo en relación con las prendas de vestir de lana, algodón o fibras artificiales, esos contingentes arancelarios se cubren prácticamente en su totalidad, lo que parece indicar que las exportaciones de tales productos a los Estados Unidos están sujetas a algún tipo de restricción.
 

Preferencias otorgadas a Israel, Jordania y Palestina

62. En 2002, el promedio de los aranceles aplicados a las importaciones de Israel fue del 0,7 por ciento, como resultado del Acuerdo de Libre Comercio entre los Estados Unidos e Israel.  Unas 219 líneas siguen sujetas a aranceles, con inclusión de la mantequilla, la crema fresca y agria, determinados quesos, los maníes y los helados.  En 2002, el nivel de esos aranceles representaba aproximadamente la mitad del alcanzado en régimen NMF (cuadro III.2), como resultado del acuerdo bilateral sobre los productos agropecuarios (capítulo II).

63. En el marco del nuevo Acuerdo de Libre Comercio con Jordania, el promedio de los aranceles de importación fue del 2,7 por ciento en 2002.  Las reducciones arancelarias se llevan a cabo en cuatro etapas:  los aranceles inferiores al 5 por ciento se suprimieron en el término de 2 años, es decir, para el 1º de enero de 2003;  los aranceles del 5 al 10 por ciento se suprimirán en un plazo de 4 años, que vencerá el 1º de enero de 2005;  los situados entre el 10 y el 20 por ciento se eliminarán en 5 años;  y los que actualmente superan el 20 por ciento se eliminarán paulatinamente en 10 años, es decir, para el 1º de enero de 2011.  Algunas partidas (de la categoría "E") no están sujetas a compromisos de reducción en el marco del Acuerdo de Libre Comercio;  en cuanto a las partidas de la categoría "F", el derecho básico se mantendrá invariable durante 10 años, al término de los cuales se suprimirá.  En virtud del Acuerdo de Libre Comercio, se crearon nuevos contingentes arancelarios para las importaciones procedentes de Jordania;  según las autoridades de los Estados Unidos, esos contingentes proporcionan acceso adicional al mercado estadounidense para determinados productos agropecuarios procedentes de Jordania.

Preferencias otorgadas en el marco del SGP

64. El programa del SGP de los Estados Unidos prevé la importación en franquicia arancelaria de determinados artículos procedentes de los países en desarrollo beneficiarios.  Algunas líneas arancelarias pueden acogerse al SGP sólo respecto de las importaciones de los países en desarrollo considerados países menos adelantados por los Estados Unidos.  En su examen anual, el Subcomité del SGP del Comité Técnico de Política Comercial del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales (USTR) analiza las peticiones de modificación de la cobertura de productos o de países del SGP.
  Los beneficios del SGP pueden denegarse a productos importados de determinado país si las importaciones de ese país exceden de un umbral previamente establecido (limitaciones impuestas por razones de competencia).  Si posteriormente esa cuota de importaciones desciende, el país puede ser seleccionado de nuevo.  En 2002, se readmitió a la Argentina como beneficiaria.
  El Afganistán pasó a ser beneficiario del SGP en 2003.

65. En 2002, el promedio de los aranceles aplicados a las importaciones de los 144 beneficiarios del SGP fue del 3,7 por ciento, inferior en 1,5 puntos porcentuales al promedio de los tipos arancelarios NMF.  Las importaciones procedentes de países acogidos al SGP representaron aproximadamente el 14 por ciento de las importaciones totales en los Estados Unidos:  el 76 por ciento de esas importaciones se efectuó en régimen NMF, y el 11 por ciento en el marco del SGP.  El porcentaje restante correspondió a importaciones efectuadas en el marco de los programas regionales específicos descritos a continuación.

Preferencias otorgadas a países del Caribe

66. Como parte de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC), la Ley de Recuperación Económica de la Cuenca del Caribe (LRECC) prevé, desde 1984, el acceso en franquicia arancelaria para la mayoría de los productos importados de 24 países caribeños.  Las principales exclusiones de productos del régimen de franquicia arancelaria se clasifican en las secciones siguientes:  productos agropecuarios importados fuera de contingente;  atún enlatado;  textiles y artículos textiles;  petróleo;  y calzado y artículos de sombrerería.  La ICC se prorrogó en mayo de 2000 mediante la promulgación de la CBTPA.  La CBTPA amplió el régimen de franquicia arancelaria a otros varios productos excluidos anteriormente de las preferencias comerciales de la ICC, entre ellos, el calzado, el atún enlatado, los productos del petróleo, y los relojes y piezas de reloj.  En junio de 2003, 14 países caribeños reunían las condiciones requeridas para beneficiarse del trato previsto en la CBTPA.  En 2002, los promedios de los tipos arancelarios aplicados en el marco de la LRECC y la CBTPA eran del 2,4 y el 2,3 por ciento, respectivamente.

67. Además, la CBTPA amplió el régimen de franquicia arancelaria y exención de contingentes a determinadas prendas de vestir fabricadas en la región de la ICC con tejidos de origen estadounidense, así como a cantidades limitadas de prendas de vestir fabricadas con tejidos elaborados en la región de la ICC con hilados estadounidenses (capítulo IV 3) iii)).  Esas prendas de vestir estaban anteriormente excluidas del régimen arancelario preferencial.

Preferencias otorgadas en el marco de la AGOA

68. La AGOA, que entró en vigor en diciembre de 2000 como parte de la Ley de Comercio y Desarrollo, ha mejorado el acceso a los mercados otorgado a los países del África Subsahariana al hacer que más de 1.800 nuevos productos puedan optar al régimen de franquicia arancelaria hasta el 30 de septiembre de 2008, con inclusión de partidas anteriormente excluidas tales como las de calzado, artículos de viaje, bolsos de mano y relojes.  Los países del África Subsahariana beneficiarios están también exentos de las limitaciones impuestas por razones de competencia, que establecen un límite máximo para los beneficios del SGP ofrecidos a los beneficiarios de otras regiones.  Los productos excluidos son básicamente productos agropecuarios y alimenticios, textiles y prendas de vestir, determinados productos del acero, melocotones y albaricoques envasados, y ajos deshidratados.
  Además, la AGOA permite el acceso en franquicia arancelaria y sin sujeción a contingentes para las importaciones de prendas de vestir fabricadas en el país beneficiario con insumos estadounidenses y, en menor medida, prendas de vestir fabricadas en el país beneficiario a partir de tejidos e hilados originarios de la región o de terceros países (apartado 3) iii) del capítulo IV).

Preferencias otorgadas a los Países Andinos

69. Las concesiones otorgadas en el marco de la LPCPA a Bolivia, Colombia, el Ecuador y el Perú son similares en magnitud y cobertura a las previstas en la LRECC.  La LPCPA establece un régimen de derechos reducidos o de franquicia arancelaria para la mayor parte de las importaciones procedentes de países que reúnan las condiciones previstas al efecto, lo que da lugar a un arancel medio aplicado del 2,6 por ciento (cuadro III.2).  Las principales exclusiones del trato preferencial se clasifican en las secciones siguientes:  productos agropecuarios fuera de contingente, atún enlatado;  textiles y artículos textiles;  petróleo;  y calzado y artículos de sombrerería.  La Ley de Preferencias Comerciales y Erradicación de la Droga para los Países Andinos (ATPDEA) (véase el capítulo II) hace extensivos los tipos arancelarios preferenciales a otros productos no incluidos entre los que pueden beneficiarse de trato preferencial con arreglo a la LPCPA, si se cumplen determinados criterios.  Entre esos productos figuran determinados tipos de calzado, el petróleo y los productos del petróleo, los relojes y las piezas de reloj, los bolsos de mano, los artículos de viaje y determinados productos de cuero, el atún envasado, y determinados artículos de vestido y textiles (en relación con éstos, véase el capítulo IV3)).

iv) Tasas de aduana y otros gravámenes que afectan a las importaciones

70. El título 19 del Código de los Estados Unidos contiene disposiciones detalladas sobre las tasas de los servicios de aduana.
  La ley de Comercio Exterior de 2002 asigna al Interventor General el mandato de llevar a cabo un estudio para determinar si la cuantía de las distintas tasas aplicadas a los usuarios de aduanas guarda proporción con el nivel de los servicios prestados.

71. El impuesto de mantenimiento de puertos, introducido en 1986, es un gravamen ad valorem del 0,125 por ciento recaudado por la CBP (el  antiguo Servicio de Aduanas de los Estados Unidos) en relación con la utilización de los puertos.
  Según lo indicado por las autoridades, el impuesto se aplica a las importaciones, la entrada en zonas francas y los cargamentos de mercancías nacionales expedidos a través de un puerto, así como a los pasajeros.  El impuesto no se ha aplicado a las exportaciones desde 1998, fecha en que el Tribunal Supremo de los Estados Unidos estableció que la parte del impuesto aplicada a las cargas exportadas infringía la Cláusula de Exportación de la Constitución, que prohíbe que se apliquen impuestos a las exportaciones, pero no el cobro de tasas a los usuarios de las aduanas.

72. En el presupuesto para el ejercicio de 2000 se presentaron propuestas para reemplazar las partes restantes del impuesto, así como la parte aplicada anteriormente a las exportaciones, por una tasa de mantenimiento de puertos más ajustada a los costos incurridos.  A diferencia del actual impuesto de mantenimiento de puertos, se cobraría una tasa a los propietarios y operadores de buques, calculada en función del tamaño del buque, la frecuencia de sus viajes y otros factores, en lugar del valor de las expediciones, para asegurarse de que la tasa correspondiese más fielmente a la utilización de los servicios e instalaciones portuarios.  Sin embargo, no existen actualmente planes para suprimir o modificar el impuesto de mantenimiento de puertos.

73. El 20 de marzo de 2002, el Brasil solicitó la celebración de consultas con los Estados Unidos en relación con el impuesto regulador sobre el consumo aplicado por el estado de Florida a los productos de naranja y pomelo elaborados con cítricos cultivados fuera de los Estados Unidos (artículo 601.155 de los Estatutos de Florida).  En opinión del Brasil, la aplicación de ese impuesto a las importaciones de productos elaborados a base de cítricos, y no a los productos nacionales, constituía una violación de las obligaciones impuestas por el GATT de 1994.  Posteriormente, el Brasil solicitó el establecimiento de un grupo especial.
  Según las autoridades estadounidenses, las disposiciones de Florida se han modificado para dar respuesta a las preocupaciones del Brasil y el procedimiento del grupo especial ha quedado en suspenso.

v) Medidas antidumping, compensatorias y de salvaguardia

a)
Medidas antidumping y compensatorias

Legislación y administración

74. En los Estados Unidos, la administración de las leyes y los acuerdos sobre medidas antidumping y compensatorias es competencia de la Administración de Comercio Internacional (ITA), perteneciente al Departamento de Comercio (DOC), y de la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC).  En las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios, la ITA se encarga de determinar la existencia y el margen de dumping y de las subvenciones.  La USITC ejerce la función de determinar el daño importante causado a la rama de producción nacional como resultado de las importaciones de los productos objeto de dumping o de subvención.

75. En general, el Departamento de Comercio inicia las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios a instancias de los reclamantes y sobre la base de solicitudes por escrito;  el Departamento está facultado para iniciar investigaciones por propia iniciativa, pero rara vez lo hace.  Las peticiones deben presentarse simultáneamente a la ITA y la USITC.  Una vez que la ITA determina que la petición contiene suficiente información en apoyo de las reclamaciones, se inicia formalmente la investigación.  Posteriormente, la USITC realiza una determinación preliminar de la existencia de daño:  si el resultado es negativo, se pone fin a la investigación;  si es positivo, la ITA formula una determinación preliminar de la existencia de dumping o subvención.  Con independencia de que la determinación preliminar de la ITA sea positiva o negativa, la investigación continúa.  Si la determinación es positiva, pueden aplicarse medidas provisionales durante cuatro meses en los casos relativos a derechos compensatorios o durante seis meses, como máximo, en los casos de derechos antidumping.  Las medidas provisionales se imponen en forma de depósitos en efectivo o fianzas por una cuantía equivalente al margen de dumping o la tasa de subvención estimados.  Si, en su determinación final, la ITA constata la existencia de un margen de dumping o una tasa de subvención superiores a los niveles de minimis, la USITC formula una determinación definitiva de la existencia de daño:  si la determinación es positiva, la ITA expide una orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios;  si es negativa, se pone fin a la investigación, no se dicta ninguna orden, se anulan las medidas provisionales y se devuelven las fianzas y los depósitos en efectivo.

76. Las principales disposiciones sobre derechos antidumping y compensatorios de los Estados Unidos están contenidas básicamente en el Título VII de la Ley Arancelaria de 1930, modificado en virtud de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979.  La Ley de Comercio y Aranceles de 1984, la Ley General de Comercio Exterior y Competencia de 1988 y la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay (URAA, 1994) introdujeron nuevas modificaciones de la legislación antidumping y sobre derechos compensatorios.  Asimismo, la Ley sobre Competencia Desleal, más conocida como Ley Antidumping de 1916, contiene disposiciones sobre recursos contra la discriminación internacional en materia de precios.

77. Más recientemente, la Ley de Compensación por Continuación del Dumping o Mantenimiento de las Subvenciones (CDSOA) de 2000, conocida también como Enmienda Byrd, instauró un sistema en virtud del cual los derechos antidumping y compensatorios establecidos se distribuyen a los miembros de la rama de producción estadounidense afectada que haya apoyado la solicitud de investigación.
  En virtud de la CDSOA, los "productores nacionales afectados" pueden recibir una parte de los derechos antidumping o compensatorios percibidos como compensación de determinados gastos admisibles.  Con arreglo a la definición de la CDSOA, los "productores nacionales afectados" son los fabricantes, productores, agricultores, ganaderos o representantes laborales que hayan intervenido como solicitantes o partes interesadas en apoyo de la solicitud que dio origen a la orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios;  los gastos admisibles abarcan la mayoría de los costos fijos y algunos costos variables.  Las asignaciones previstas en la CDSOA se distribuyen anualmente.

78. El crédito presupuestario previsto para dar cumplimiento a la CDSOA en el ejercicio de 2002 se elevó a 200 millones de dólares EE.UU.  El Comisario de Aduanas es la autoridad encargada de distribuir las compensaciones de modo proporcional a los gastos "admisibles" nuevos y restantes del productor, según se establece en la CDSOA.
  El Comisario de Aduanas ha de establecer una cuenta especial en el Tesoro para cada orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios y depositar en esa cuenta todos los derechos antidumping o compensatorios percibidos.  A ese respecto, se ha establecido una cuenta de compensación mediante la reglamentación del depósito de todos los derechos antidumping y compensatorios en el momento de la importación.  Esos derechos se mantienen en la cuenta de compensación hasta su liquidación.  Al liquidarse, los fondos se transfieren a la cuenta especial de aplicación de la CDSOA para su desembolso.  Los depósitos realizados con arreglo a la CDSOA en la cuenta de compensación ascendían, al 1º de octubre de 2003, a 2.600 millones de dólares EE.UU., de los que 1.400 millones se habían percibido en forma de derechos antidumping y compensatorios aplicados a las importaciones de madera blanda del Canadá.  En el ejercicio de 2003, el valor de los desembolsos se estimaba en 280 millones de dólares EE.UU. (cuadro III.3).

Cuadro III.3

Desembolsos de la Cuenta Especial de la CDSOA

	Año
	Cantidad (millones de $EE.UU.)
	Número de reclamaciones

	Ejercicio económico de 2001
	230
	900

	Ejercicio económico de 2002
	330
	1.200

	Ejercicio económico de 2003
	280a
	2.100


a
Estimación.

Fuente:
Información facilitada por las autoridades estadounidenses.

79. Durante el período objeto de examen siguieron formulándose en la OMC objeciones relativas a determinados aspectos del marco jurídico, así como a los procedimientos utilizados en las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios.  En un caso destacado, diversos Miembros de la OMC impugnaron la CDSOA y, en julio de 2001, solicitaron el establecimiento de un grupo especial.
  En septiembre de 2002 se publicó el informe del Grupo Especial
;  los Estados Unidos interpusieron recurso de apelación y, en enero de 2003, el Órgano de Apelación confirmó las constataciones del Grupo Especial, según las cuales la CDSOA era incompatible con determinadas disposiciones del Acuerdo Antidumping, del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, del GATT de 1994 y del Acuerdo sobre la OMC, es decir, que las "compensaciones" otorgadas al amparo de la CDSOA constituían una acción específica no permisible contra el dumping o una subvención y anulaban o menoscababan las ventajas resultantes para las partes reclamantes, pero anuló la constatación de que constituían un incentivo a la presentación de solicitudes.
  Mediante arbitraje se determinó que el "plazo prudencial" para la aplicación expiraría el 27 de diciembre de 2003.

80. Otras diferencias que han dado lugar a resoluciones del OSD y se mantienen activas desde 2001 son la reclamación del Canadá de que, en determinados casos, la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay (URAA) impide a los Estados Unidos cumplir cabalmente la resolución del OSD
;  en julio de 2002, el Grupo Especial concluyó que el Canadá no había demostrado que la legislación estadounidense fuese incompatible con las disposiciones pertinentes de la OMC, y no formuló recomendaciones.
  Una impugnación anterior de la Ley Antidumping de 1916 había dado por resultado la constatación del Grupo Especial de que la Ley era incompatible con las normas multilaterales.
  Un informe del Órgano de Apelación recomendó que los Estados Unidos pusiesen la Ley de 1916 en conformidad con sus obligaciones en la OMC.  El 4 de marzo de 2003 se presentó en la Cámara de Representantes de los Estados Unidos la legislación (H.R. 1073) por la que se derogaba la Ley de 1916 (pero no las medidas adoptadas antes de la fecha de promulgación del proyecto de ley o pendientes de aplicación en esa fecha).
  Un proyecto de ley similar se presentó en el Senado.  En mayo de 2003 se presentó en el Senado un tercer proyecto de ley (S 1080 IS) para derogar la Ley Antidumping de 1916 (Título VIII de la Ley de 8 de septiembre de 1916) y anular cualquier caso pendiente en la fecha de promulgación.

81. En el contexto del Grupo de Negociación sobre las Normas, los Estados Unidos han señalado que consideran que los recursos comerciales son parte integrante del actual sistema de comercio internacional basado en normas.
  Los Estados Unidos han propuesto temas relacionados con el Acuerdo Antidumping y el Acuerdo SMC cuya aclaración y racionalización puede resultar útil como parte de las negociaciones.

82. El capítulo 19 (Solución de Diferencias) del TLCAN contiene disposiciones relativas a las reclamaciones de los Miembros con respecto a medidas o legislación sobre derechos antidumping o compensatorios.  En virtud del artículo 1903, una parte puede solicitar que una modificación de la legislación antidumping o sobre derechos compensatorios de la otra parte se someta a la consideración de un grupo especial binacional para que éste emita un dictamen sobre la compatibilidad de la modificación con las normas de la OMC y del TLCAN.  En el artículo 1904 se prevé el establecimiento de grupos especiales binacionales para examinar las medidas antidumping y compensatorias y las determinaciones definitivas de la existencia de daño, en sustitución de la revisión judicial por los tribunales nacionales de la parte.  Con arreglo a las disposiciones sobre grupos especiales del artículo 1904 del TLCAN, los grupos especiales aplican la ley nacional de la parte investigadora y se prevé que adopten una decisión dentro del plazo de los 315 días siguientes a la fecha de solicitud de establecimiento de un grupo especial.

Medidas antidumping

83. En 2001, en respuesta a las peticiones de algunas ramas de producción nacionales que se enfrentaban a una intensa competencia extranjera, en particular en el sector del acero, el número de iniciaciones de investigaciones antidumping aumentó en más de dos tercios respecto de 2000.  En 2002, el número de iniciaciones de investigaciones se redujo considerablemente.  Durante el período de 2001-2002 se iniciaron 56 investigaciones antidumping al año, frente a las 45 del período 1999-2000 (cuadro III.4).  Las importaciones abarcadas por las 112 investigaciones iniciadas en 2001 y 2002 representaron alrededor del 0,5 por ciento del valor de las importaciones totales.

Cuadro III.4

Investigaciones antidumping, 1980-2002

	Año
	1980-90
	91
	92
	93
	94
	95
	96
	97
	98
	99
	2000
	2001
	2002

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Iniciaciones
	418
	66
	84
	37
	51
	14
	21
	15
	36
	46
	45
	77
	35

	Determinaciones preliminares
	336
	43
	54
	67
	46
	23
	16
	16
	28
	34
	22
	61
	44

	Determinaciones finales
	283
	28
	28
	80
	31
	38
	12
	15
	17
	37
	35
	34
	58

	Órdenes de establecimiento de derechos
	188
	19
	16
	42
	16
	24
	9
	7
	9
	19
	20
	30
	25

	Revocaciones
	69
	7
	1
	3
	28
	12
	6
	4
	25
	48
	57
	8
	9


Fuente:
Departamento de Comercio de los Estados Unidos.

84. Aproximadamente, el 76 por ciento de las investigaciones iniciadas en 2001 y 2002 y respecto a las cuales se había formulado una determinación en junio de 2003 dieron por resultado la imposición de medidas provisionales.
  Aunque no todas las medidas provisionales van seguidas de la imposición de medidas definitivas, es probable que las propias medidas provisionales influyan en la actuación comercial de los exportadores.  A ese respecto, las autoridades consideran que cualquier efecto de ese tipo sería, como mucho, temporal, en caso de no imponerse medidas definitivas.  En su opinión, como los Estados Unidos aplican un régimen de fianzas, los requisitos de pagos "previos" en efectivo durante el período provisional de realización de las investigaciones son mínimos, y el tiempo que puede transcurrir entre las determinaciones preliminares y las definitivas está limitado por ley.

85. Durante el período de 2000-2002, las investigaciones iniciadas dieron lugar a órdenes definitivas de imposición de derechos en el 46 por ciento de los casos respecto de los cuales se había formulado una determinación definitiva para el final de junio de 2003;  ese porcentaje es inferior al 53 por ciento correspondiente a la proporción entre iniciaciones y órdenes de imposición de derechos en el período de 1987-2000.  Una investigación iniciada durante ese período dio por resultado la suscripción de un acuerdo de suspensión respecto de los productos de acero con la Federación de Rusia, país no perteneciente a la OMC (véase más adelante), aunque ese acuerdo finalizó tras la formulación de una determinación definitiva negativa.
  Se aplican órdenes definitivas de establecimiento de derechos antidumping a las importaciones de 48 países (al 30 de junio de 2003) (gráfico III.1):  están en vigor 279 órdenes de imposición de derechos antidumping y acuerdos de suspensión, en comparación con 242 en diciembre de 2000.  Si se excluyen las órdenes suspendidas, se mantienen en vigor 271 órdenes.
  El mayor número de órdenes de establecimiento de derechos en vigor se atribuye al incremento sustancial de las iniciaciones en 2001, principalmente en el sector del acero (véase más adelante).  Las autoridades han indicado que en el ejercicio de 2001 (para el que se dispone de los datos más recientes), las importaciones sujetas a medidas antidumping o compensatorias (órdenes e investigaciones acompañadas de medidas provisionales) representaron menos del 0,5 por ciento de las importaciones totales en los Estados Unidos.
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Órdenes de imposición de derechos antidumping en vigor el 30 de junio de 2003
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86. Durante el período del examen se impugnaron en la OMC aspectos de las investigaciones, los procedimientos y las constataciones de las medidas antidumping estadounidenses.  La India impugnó la aplicación del criterio de los hechos adversos conocidos para determinar el margen de dumping correspondiente al exportador indio en una investigación relativa a ciertos productos planos de acero al carbono cortados a medida.  Un grupo especial establecido en julio de 2001 llegó a la conclusión de que los Estados Unidos habían actuado de forma incompatible con el Acuerdo Antidumping de la OMC al negarse a tener en cuenta la información sobre los precios de venta en los Estados Unidos sin una justificación válida y basando su determinación del margen de dumping únicamente en los hechos conocidos en la investigación antidumping objeto de esa diferencia, pero que las disposiciones legales de los Estados Unidos relativas a la aplicación de ese criterio de los hechos conocidos no eran incompatibles con el Acuerdo Antidumping.
  En septiembre de 2002, el Canadá solicitó la celebración de consultas en relación con la medida definitiva de establecimiento de derechos antidumping respecto de la madera blanda y los métodos aplicados por el DOC en esa investigación.
  El Canadá impugnó también la determinación en materia de derechos compensatorios relativa a las importaciones de madera blanda (véase más adelante);  en enero de 2003 se estableció un grupo especial.
  También con respecto a las medidas antidumping y compensatorias relativas a la madera blanda, el Canadá solicitó la celebración de consultas sobre aspectos de procedimiento de la investigación llevada a cabo por la USITC, y en marzo de 2003 se estableció un grupo especial.

87. En 2001, 2002 y el primer semestre de 2003 se presentaron en el marco del TLCAN 18 diferencias en total, relativas a investigaciones basadas en el Título VII;  la mayor parte de ellas se refería a investigaciones en materia de derechos antidumping.  En junio de 2003, la mayoría de los asuntos seguían abiertos (14 asuntos);  4 asuntos habían finalizado sin adopción de decisiones.

Derechos compensatorios

88. Entre 2001 y 2002 se iniciaron en los Estados Unidos 21 investigaciones sobre derechos compensatorios, 18 de ellas en 2001;  aproximadamente, dos tercios de esas investigaciones dieron lugar a la imposición de medidas provisionales.  Durante el mismo período, se dictaron 16 órdenes definitivas de establecimiento de derechos compensatorios;  la mitad de los productos abarcados estuvieron también sujetos a medidas antidumping.
  En el primer semestre de 2003 no se expidieron órdenes de imposición de derechos compensatorios.  El número de investigaciones iniciadas aumentó sólo ligeramente en el período de 2001-2002 respecto de 1999-2000 (cuadro III.5).

Cuadro III.5

Investigaciones en materia de derechos compensatorios, 1980-2002

	Año
	1980-90
	91
	92
	93
	94
	95
	96
	97
	98
	99
	2000
	2001
	2002

	Iniciaciones
	240
	11
	22
	5
	7
	2
	1
	6
	11
	10
	7
	18
	3

	Determinaciones preliminares
	210
	9
	26
	1
	7
	3
	0
	3
	7
	9
	0
	15
	6

	Determinaciones definitivas
	176
	5
	7
	20
	2
	6
	2
	0
	2
	15
	7
	11
	14

	Órdenes de establecimiento de derechos
	107
	2
	4
	16
	1
	2
	2
	0
	1
	6
	6
	6
	10

	Revocaciones
	84
	6
	0
	1
	5
	35
	1
	1
	4
	19
	21
	0
	0


Fuente:
Información facilitada por el Departamento de Comercio de los Estados Unidos.

89. Las órdenes de establecimiento de derechos dictadas en el período de 2000-2002 afectaron a las importaciones de los países siguientes:  Alemania, Argentina, Brasil, Canadá, Corea, Francia, Hungría, India, Indonesia, Italia, Países Bajos, Reino Unido, Sudáfrica y Tailandia.  Al 30 de junio de 2003 se mantenían, en total, 57 órdenes definitivas sobre derechos compensatorios;  casi la mitad de ellas se referían a miembros de la UE, al tiempo que los países asiáticos representaban cerca de la tercera parte del número de órdenes en vigor.  Dos terceras partes de las órdenes vigentes en materia de derechos compensatorios se referían a productos del acero.

90. Se han presentado a la OMC reclamaciones contra aspectos de las investigaciones y determinaciones en materia de medidas compensatorias de los Estados Unidos.  Entre ellas figuran impugnaciones de los métodos de "modificación de la titularidad" aplicados por el DOC en casos de imposición de derechos compensatorios relacionados con subvenciones previas a la privatización.  Un grupo especial de la OMC, establecido a petición de la UE, constató que el DOC había aplicado dos métodos de cambio de titularidad incompatibles con las normas de la OMC.
  Los Estados Unidos interpusieron recurso, y el Órgano de Apelación confirmó las constataciones del grupo especial de que los Estados Unidos habían actuado de forma incompatible con el Acuerdo SMC al imponer y mantener derechos compensatorios sin determinar si seguía existiendo un "beneficio", pero revocó la conclusión del grupo especial de que la legislación de los Estados Unidos era incompatible con el Acuerdo SCM.
  El Órgano de Apelación recomendó que el OSD pidiese a los Estados Unidos que pusiesen sus medidas y su práctica administrativa (el método de la "misma persona") en conformidad con el Acuerdo SMC.  En enero de 2003, los Estados Unidos y la UE informaron a la OMC de que habían decidido por mutuo acuerdo que el plazo prudencial para aplicar las recomendaciones y resoluciones del OSD sería de 10 meses, desde el 8 de enero de 2003 hasta el 8 de noviembre de 2003.
  En enero de 2003, México presentó otra reclamación con respecto a los métodos de "cambio de titularidad";  en junio de 2003, el caso se hallaba aún en la fase de consultas.

91. El Canadá ha presentado varias impugnaciones contra una investigación relativa a determinados tipos de madera blanda.  En agosto de 2001, el Canadá impugnó las determinaciones preliminares sobre derechos compensatorios y de circunstancias críticas, así como la compatibilidad de determinadas disposiciones de la ley y los reglamentos estadounidenses relativos a los exámenes acelerados y administrativos.
  El Grupo Especial constató que la resolución de determinación preliminar en materia de derechos compensatorios adoptada por el DOC y las normas de los Estados Unidos impugnadas no eran incompatibles con las obligaciones de ese país en la OMC.  Sin embargo, el Grupo Especial constató que la imposición de medidas provisionales por el DOC era incompatible con las obligaciones contraídas por los Estados Unidos en virtud del Acuerdo SMC, ya que el DOC no había determinado la existencia de un beneficio para los productores canadienses basado en las condiciones reinantes en el mercado ni su cuantía.
  Posteriormente, el Canadá impugnó el derecho compensatorio definitivo impuesto a las importaciones de madera en mayo de 2002.
  En octubre de 2002 se estableció un grupo especial y en agosto de 2003 se publicó su informe, en el que concluía que las determinaciones del DOC relativas a la especificidad y la contribución financiera eran incompatibles con las obligaciones de los Estados Unidos en la OMC, pero que el método aplicado por dicho Departamento para calcular los beneficios no lo era.

92. En agosto de 2003, México pidió el establecimiento de un grupo especial para examinar su impugnación de los derechos compensatorios aplicados a las chapas de acero;  en enero se había solicitado la celebración de consultas.
  En julio de 2003, Corea solicitó la celebración de consultas en relación con las investigaciones para la aplicación de derechos compensatorios a los semiconductores de memoria dinámica de acceso aleatorio.

Acuerdos de suspensión

93. Las investigaciones en materia de derechos antidumping y compensatorios pueden suspenderse en algunas circunstancias (por ejemplo, cuando la suspensión sea más beneficiosa para la rama de producción nacional que una investigación) sobre la base de un acuerdo con el exportador para eliminar el efecto nocivo.  En virtud de los acuerdos de suspensión, los exportadores que representen sustancialmente la totalidad de las importaciones del producto objeto de investigación o, en el caso de una subvención, el gobierno que presuntamente la conceda, convienen en eliminar la subvención o el dumping, compensar en su totalidad la subvención neta o interrumpir las exportaciones de la mercancía a los Estados Unidos mediante la limitación de las exportaciones o la asunción de compromisos relativos a los precios por las empresas.
  Un acuerdo suscrito con un Miembro de la OMC para suspender una investigación antidumping puede conllevar únicamente compromisos sobre los precios;  los acuerdos relativos a una investigación en materia de derechos compensatorios pueden entrañar también restricciones cuantitativas.

94. Actualmente, se mantienen en vigor nueve acuerdos de suspensión entre los Estados Unidos y seis países (Brasil, China, Federación de Rusia, México, Sudáfrica y Ucrania);  seis de esos acuerdos se refieren al acero (cuadro III.6).

Cuadro III.6

Acuerdos de suspensión en vigor el 31 de diciembre de 2002

	País
	Productos
	Fecha de la orden

	Brasil
	Productos planos de acero al carbono laminados en caliente (C)
	19.7.99

	China 
	Chapas de acero al carbono cortadas a medida (A)
	19.11.97

	México
	Tomates (A)
	1.11.96;  modificada el 16.12.02

	Federación de Rusia
	Uranio (A)
	30.10.92;  modificada el 15.7.97

	Federación de Rusia
	Chapas de acero al carbono cortadas a medida (A)
	19.11.97; modificada el 23.1.03

	Federación de Rusia
	Productos planos de acero al carbono laminados en caliente (A)
	19.7.99

	Federación de Rusia
	Nitrato de amonio (A) 
	16.6.00

	Sudáfrica
	Chapas de acero al carbono cortadas a medida (A)
	19.11.97

	Ucrania
	Chapas de acero al carbono cortadas a medida (A)
	19.11.97


(A)
Investigación antidumping;  (C)
Investigación en materia de derechos compensatorios.

Fuente:
Departamento de Comercio de los Estados Unidos, Administración de Comercio Internacional.

95. Durante el período de 2001-2002 se firmaron cuatro nuevos acuerdos de suspensión, todos los cuales dieron lugar a la suspensión de investigaciones antidumping.  Sin embargo, en todos de esos casos, las investigaciones prosiguieron y los acuerdos se rescindieron tras sendas determinaciones definitivas negativas de la USITC.  En el caso de los tomates procedentes de México, la investigación suspendida se reanudó tras la resolución del acuerdo de suspensión, y posteriormente se suscribió un nuevo acuerdo de suspensión.  Durante el mismo período, se modificó un acuerdo con la Federación de Rusia relativo a la importación de chapas de acero al carbono cortadas a la medida.

Exámenes administrativos

96. Los exámenes administrativos de órdenes de imposición de derechos antidumping y compensatorios entrañan dos funciones:  determinar la cuantía del derecho que se impondrá finalmente a las importaciones durante el período de examen;  y calcular de nuevo la cuantía de la subvención neta susceptible de medidas compensatorias o el margen de dumping respecto de las mercancías sujetas a la orden de imposición de derechos compensatorios o antidumping en vigor, a fin de establecer la cuantía del depósito para los períodos subsiguientes.  Las partes interesadas pueden solicitar exámenes administrativos cada 12 meses.  Si no se solicita un examen administrativo respecto de un período concreto de 12 meses, los derechos definitivos se fijan en la cantidad depositada para ese período.  En 2000-2002, se llevaron a término 241 exámenes administrativos de derechos antidumping y 29 relacionados con órdenes sobre derechos compensatorios (cuadro III.7).

Cuadro III.7

Exámenes administrativos en materia de medidas antidumping y compensatorias finalizados, 1980-2002

	Año
	1980-90
	91
	92
	93
	94
	95
	96
	97
	98
	99
	2000
	2001
	2002

	Exámenes en materia de derechos antidumping
	536
	85
	81
	69
	49
	96
	126
	104
	111
	92
	86
	74
	81

	Exámenes en materia de medidas compensatorias
	291
	53
	21
	9
	14
	25
	34
	12
	14
	12
	5
	13
	11


Fuente:
Departamento de Comercio de los Estados Unidos, Administración de Comercio Internacional.

Exámenes a efectos de extinción de órdenes

97. Las disposiciones sobre exámenes a efectos de extinción que contiene el artículo 751 (c) de la Ley Arancelaria de 1930, modificada por la URAA, obligan al DOC y la USITC a realizar tales exámenes a más tardar cinco años después de la publicación de una orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios, con el fin de determinar si la revocación de la orden probablemente daría lugar a la continuación o reanudación del dumping o las subvenciones susceptibles de compensación (DOC) y del daño importante a la rama de producción estadounidense (USITC).  Cada examen a efectos de extinción se centra en una orden específica (referente a un país y a un producto).  Los acuerdos de suspensión son también objeto de exámenes.  A más tardar, 30 días antes del quinto aniversario de la fecha de publicación de la orden, el DOC inicia los exámenes, que suelen completarse en el plazo de los 240 días siguientes a la fecha de iniciación, en el caso de los exámenes totales, o de 120 días, en el caso de los exámenes acelerados.
  De conformidad con la reglamentación de los exámenes a efectos de extinción de las medidas, los Estados Unidos consideran de minimis cualquier tasa de subvención susceptible de compensación que sea inferior al 0,5 por ciento;  para las investigaciones iniciales, la tasa es del 1 por ciento (con arreglo al párrafo 9 del artículo 11 del Acuerdo SMC).

98. Todas las órdenes de imposición de derechos antidumping o compensatorios en vigor el 1º de enero de 1995 se examinaron a partir de julio de 1998, al iniciarse un período de transición de tres años que finalizó el 30 de junio de 2001.  Las órdenes dictadas después del 1º de enero de 1995 se examinan cinco años después de su entrada en vigor.  Los 309 exámenes realizados durante el período de transición se iniciaron antes del 31 de diciembre de 1999 y se completaron y ultimaron en 2001;  los derechos se revocaron en 150 casos:  en 75 de ellos, por decisión del DOC al no haber respuesta de las empresas nacionales;  en 3, porque la determinación fue negativa;  y en 72, a causa de una determinación negativa de la USITC.  De las 52 órdenes examinadas entre enero de 2001 y julio de 2003 con arreglo a procedimientos ordinarios, los derechos se revocaron en 20 casos:  en 16 de ellos, debido a la ausencia de interés nacional (en los procedimientos de examen a efectos de extinción llevados a cabo por el DOC);  en 1 caso, por anulación del DOC tras la suspensión de la investigación;  y en 3 casos, por decisión de la USITC (cuadro III.8).
 

Cuadro III.8

Situación de los exámenes a efectos de extinción de medidas vigentes desde hace cinco años, julio de 2003a

	Período considerado
	Número
	Nº de medidas revocadas por el
DOC debido a la falta de 
respuesta nacionalb
	Decisiones sumarias/ordinarias 
de la USITC

	
	
	
	Sumarias
	Ordinarias

	Exámenes realizados durante el período de transición

	julio de 1998- diciembre de 1999
	309 (105)
	75 (37)
	51 (28)c
	182 (40)d

	Exámenes ordinarios

	enero de 2000-julio de 2003
	52 (25)
	16 (9)
	10 (7)e
	26 (10)f


a
Los números entre paréntesis se refieren a grupos de medidas. Los números relativos a grupos de medidas revocadas indican que se han revocado todas las órdenes del grupo.

b
No se incluyen 75 órdenes de transición o cuatro órdenes de tipo ordinario revocadas por otras razones por el DOC o la USITC.

c
Determinaciones de la USITC en estos exámenes:  determinaciones de revocar:  3 (2);  determinaciones de no revocar:  48 (26).
d
Determinaciones formuladas en estos exámenes: determinaciones de la USITC de revocar:  64 (11);  determinaciones de la USITC de no revocar:  115 (28);  determinaciones negativas del Departamento de Comercio:  3 (1). 

e
Determinaciones de la USITC de revocar:  0 (0);  Determinaciones de la USITC de no revocar:  10 (7);  casos pendientes de determinación de la USITC:  0 (0).
f
Determinaciones de la USITC de revocar:  3 (0);  determinaciones de la USITC de no revocar:  22 (9);  terminación por el 
DOC:  1 (1).
Fuente:
Información en línea de la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos.  Disponible en:  www.usitc.gov.

99. La mayor parte de las revocaciones llevadas a cabo tanto en exámenes de transición como ordinarios se debieron a la ausencia de interés nacional en la continuación de la aplicación de derechos.  Sin embargo, como ya se ha indicado, aunque la USITC hizo constar en 72 órdenes de transición (más del 20 por ciento del total) que no existía probabilidad de daño, sólo formuló constataciones negativas de probabilidad de daño en 2 órdenes de tipo ordinario desde 2000 hasta julio de 2003.  Por lo tanto, la mayoría de los exámenes ordinarios a efectos de extinción de órdenes (32 de 52) llevados a cabo entre 2000 y julio de 2003 dieron por resultado el mantenimiento de los derechos.  Entre los productos respecto de los cuales la USITC formuló determinaciones positivas (de mantener la orden de imposición de derechos) durante ese período figuran principalmente productos relacionados con el hierro y el acero, pero también algunos productos químicos e industriales.  En algunos casos (por ejemplo, los relativos a la urea sólida y las chapas y bandas de latón), las órdenes de establecimiento de derechos se revocaron para algunos países, pero no para otros;  en otros casos (por ejemplo, el relativo al zumo de naranja concentrado y congelado del Brasil) se revocó la orden en materia de derechos compensatorios, pero se mantuvo en vigor la orden antidumping.
  Un estudio muestra que el porcentaje más bajo (del 10 al 12 por ciento) de órdenes examinadas que se revocaron por falta de interés nacional se dio en los sectores del acero y los productos químicos, y el más alto (del 40 por ciento a más del 50 por ciento) en los sectores de la electrónica y otros productos manufacturados.

100. Los procedimientos y reglamentos de los exámenes a efectos de extinción de órdenes de los Estados Unidos han sido impugnados en varias ocasiones en la OMC.  La UE solicitó el establecimiento de un grupo especial para considerar los exámenes de extinción de órdenes de establecimiento de derechos compensatorios respecto de determinados productos de acero de Alemania.
  El grupo especial hizo públicas sus conclusiones en julio de 2002
;  tras las apelaciones de la UE y los Estados Unidos, el Órgano de Apelación revocó algunas de las constataciones del grupo especial, pero confirmó la constatación de que los Estados Unidos no habían realizado la determinación adecuada de la probabilidad de continuación o reanudación de las subvenciones en su examen a efectos de extinción de la orden objeto de la diferencia.

101. En enero de 2002, el Japón impugnó las determinaciones definitivas formuladas por el DOC y la USITC en el examen a efectos de extinción de la orden relativa a los productos planos de acero al carbono resistente a la corrosión.
  En su informe, el Grupo Especial confirmó todos los aspectos de la determinación impugnada por el Japón.
  Este país interpuso recurso de apelación contra las constataciones del grupo especial.
  En abril de 2003 se estableció un grupo especial para examinar la reclamación de la Argentina respecto de las determinaciones definitivas formuladas en los exámenes a efectos de extinción de órdenes relativas a las importaciones de artículos tubulares para campos petrolíferos.
  En agosto de 2003, México solicitó el establecimiento de un grupo especial para que examinase su impugnación del examen a efectos de extinción de las medidas antidumping relativas a los artículos tubulares para campos petrolíferos.

b)
Salvaguardias

102. Las investigaciones sobre salvaguardias se llevan a cabo de conformidad con los artículos 201 a 204 de la Ley de Comercio Exterior de 1974, modificada por la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay (URAA).  Con arreglo al artículo 201 (sobre investigaciones globales en materia de salvaguardias), las ramas de producción nacionales que sufran daño grave o amenaza de daño grave debido al aumento de las importaciones pueden solicitar a la USITC la adopción de medidas para paliar los efectos de las importaciones.  La USITC determina si las importaciones de un artículo se han incrementado en tal cantidad que son causa sustancial de daño grave o amenaza de daño grave para la rama de producción estadounidense de un artículo similar o directamente competidor.  Si su determinación es positiva, la USITC recomienda al Presidente la adopción de medidas para hacer frente al daño grave o la amenaza de daño grave y facilitar el ajuste de la rama de producción nacional a la competencia de las importaciones.  El Presidente formula la decisión definitiva respecto a la adopción de medidas de alivio y la forma y cuantía del alivio en el plazo de 60 días tras la recepción del informe de la USITC.  Como que las medidas de salvaguardia requieren una intervención presidencial, la determinación positiva de la existencia de daño es condición necesaria, pero no suficiente, para su aplicación.

103. Las medidas de salvaguardia pueden aplicarse por un período de cuatro años, renovable por otros cuatro.  Sin embargo, en la práctica, los Estados Unidos han aplicado medidas por un período máximo de tres años.  De conformidad con la legislación estadounidense, las medidas de salvaguardia pueden consistir en aranceles, restricciones cuantitativas o contingentes arancelarios, licencias de importación y otras medidas enumeradas en el artículo 203 de la Ley de Comercio Exterior de 1974.  En el caso de los aranceles, la Ley limita el derecho máximo aplicable al incremento en un 50 por ciento ad valorem del tipo vigente (si lo hubiere) en el momento de adoptarse la medida;  las restricciones cuantitativas no deben reducir las importaciones a un nivel inferior al promedio que hayan alcanzado durante los tres últimos años y que el Presidente considere representativo de las importaciones estadounidenses procedentes del país de que se trate.
  En cuanto a las determinaciones positivas de la existencia de daño formuladas en el período de 1998-2002, se aplicaron restricciones cuantitativas en un caso (gluten de trigo), contingentes arancelarios en dos (carne de cordero y varillas para trefilar de acero), e incrementos arancelarios en uno (tubos al carbono, soldados, de sección circular);  en cuanto a la investigación relativa al acero, se impusieron contingentes arancelarios a las importaciones de determinados productos y se aumentaron los derechos de importación aplicados a otros.

104. Los países del TLCAN están excluidos de la aplicación de medidas de salvaguardia, a menos que, a nivel individual, representen una proporción sustancial de las importaciones totales y se demuestre que realizan una contribución importante al daño grave.

105. Aunque el número de investigaciones y medidas en materia de salvaguardias siga siendo limitado, su alcance se ha ampliado en los últimos años, especialmente en el caso de la investigación relativa al acero (véase más adelante).  Entre 1998 y 2001, los Estados Unidos iniciaron y notificaron a la OMC seis investigaciones en materia de salvaguardias, dos de ellas (relativas a la carne de cangrejo y al hilado de caucho extrudido) en 2000, y una (sobre productos de acero) en 2001.  La USITC formuló sendas determinaciones negativas de existencia de daño en los casos de la carne de cangrejo y del hilado de caucho extrudido.

106. En junio de 2001 expiró una medida de salvaguardia aplicada al gluten de trigo en 1998, mientras que, en noviembre de 2001, finalizó otra relativa a la carne de cordero.
  En el caso del gluten de trigo, se dejó que la medida de salvaguardia expirase al cabo de tres años, a pesar de que la USITC recomendó en abril de 2001 prorrogar la medida dos años más (ampliando el contingente de importación en un 6 por ciento para cada uno de esos años).
  En 2003 se permitió también que expirasen las medidas de salvaguardia relativas a los tubos y a las varillas para trefilar de acero, que se habían mantenido en vigor durante tres años.

107. El caso que más destacó durante el período del examen fue la investigación y aplicación de medidas de salvaguardia respecto de determinados productos de acero.  En junio de 2001, el Presidente pidió que se iniciase una investigación con arreglo al artículo 201 en relación con la importación de productos de acero, como parte de la anunciada Iniciativa Multilateral sobre el Acero (capítulo IV 3) ii)).  En octubre de 2001, la USITC formuló determinaciones positivas de la existencia de daño importante con respecto a ocho categorías de productos de acero, y determinaciones negativas con respecto a 17 productos.
  En diciembre de 2001, la USICT transmitió al Presidente su informe sobre la investigación.  En marzo de 2002, el Presidente anunció la decisión de imponer medidas de salvaguardia con respecto a 10 productos para los que se habían formulado determinaciones positivas.
  El Presidente decidió resolver el empate en la votación de los comisarios de la USITC, divididos con respecto a 4 productos, considerando positivas 2 determinaciones y negativas las otras 2.  En total, las determinaciones positivas fueron 10, y las negativas 19.  La lista completa de productos sujetos a medidas de salvaguardia se notificó a la OMC, y se modificó posteriormente.
  Además de las medidas de salvaguardia, se introdujo un sistema provisional de licencias aplicable durante el tiempo que durasen las medidas (capítulo IV3) ii)).

108. Las medidas anunciadas por el Presidente consistieron en aranceles del 8 al 30 por ciento, o en un contingente arancelario.
  En algunos casos, el arancel impuesto fue más elevado que el recomendado por la USITC;  en el caso de las varillas de acero inoxidable fue más bajo.  Los niveles arancelarios se ajustaron a la baja en marzo de 2003, al tiempo que se ampliaba el contingente arancelario.
  Las medidas de salvaguardia adoptadas en 2002 en relación con los productos de acero se aplican a todos los países, excepto Israel y Jordania, y ciertos productos del Canadá y de México han quedado también excluidos en virtud de las normas del TLCAN;  también se han excluido los productos de países en desarrollo cuya participación en el mercado es inferior al 3 por ciento para cada producto.  Varios países sólo han quedado parcialmente exentos, de forma que algunos de sus productos están sujetos a la medida de salvaguardia:  el Brasil (productos planos de acero, excepto los fundidos con estaño);  la India (accesorios al carbono);  Moldova (barras de refuerzo);  Rumania (accesorios al carbono);  Tailandia (tubos soldados);  Turquía (barras de refuerzo);  y Venezuela (barras de refuerzo).

109. Al examinar la aplicación de salvaguardias, se tienen en cuenta las peticiones de los usuarios nacionales para excluir determinados productos.  En el momento de la Proclamación de marzo de 2002 para la imposición de medidas de salvaguardia, el Presidente dio instrucciones al USTR para que finalizase, no más tarde del 3 de julio de 2002, sus deliberaciones sobre las peticiones de exclusión pendientes;  ese plazo se prorrogó más tarde hasta el 31 de agosto de 2002.  Entre junio y agosto de 2002, el USTR realizó varios anuncios relativos a exclusiones de productos;  en total se excluyeron 727 productos de acero pertenecientes a las categorías afectadas por las medidas.  Las exclusiones se realizan sobre la base del producto, no del país, y siempre en régimen NMF;  sin embargo, pueden beneficiar a los productores de algunos países más que a los de otros, dependiendo de la composición de sus exportaciones a los Estados Unidos.

110. El Presidente encargó también al USTR que, en lo sucesivo, examinase cada año nuevas peticiones de exclusión con miras a asegurar el acceso de los consumidores estadounidenses a los productos necesarios, sin menoscabar el alivio de la salvaguardia.
  Los productores extranjeros pueden también presentar peticiones de exclusión:  en el caso de la exclusión de marzo de 2003, más del 50 por ciento de las peticiones fueron presentadas por empresas extranjeras de varios países, entre ellos China, la India, el Japón, el Taipei Chino, y algunos miembros de la UE (Alemania, Italia, los Países Bajos, el Reino Unido y Suecia).  El 31 de marzo de 2003, el USTR anunció la exclusión de 295 productos del ámbito de aplicación de las medidas de salvaguardia.  La decisión de excluir esos productos se basó en el examen de la información presentada por consumidores y productores de acero de los Estados Unidos y productores de acero extranjeros.
  La rama de producción nacional del acero no puso ninguna objeción a 208 de esas peticiones, y muchas de las exclusiones concedidas afectaron a pequeños volúmenes de productos muy especializados.  Las exclusiones pueden estar sujetas a volúmenes máximos, situados en general por debajo de los niveles de 2001.  En noviembre de 2003 se iniciará el proceso para las exclusiones de marzo de 2004.

111. En los informes presentados a la CBP se indica que las exclusiones alcanzan un valor superior a 1.390 millones de dólares EE.UU. y abarcan un volumen de 3,08 millones de toneladas.  Los 10 países que, en términos de valor, más se beneficiaron de las exclusiones cuyo proceso se inició en 2002 (727 productos de acero) fueron Corea, el Japón, Alemania, el Reino Unido, Australia, los Países Bajos, Francia, el Brasil, Suecia y Bélgica.  El valor total de esas exclusiones fue de 1.340 millones de dólares EE.UU., y su volumen, de 2,99 millones de toneladas.  Los 10 países que, en términos de valor, más se beneficiaron de las exclusiones cuyo proceso se inició en 2003 (295 productos de acero) fueron Alemania, el Japón, Bélgica, los Países Bajos, Francia, el Reino Unido, Corea, el Taipei Chino, Austria y España.  El valor total de esas exclusiones fue de 53,9 millones de dólares EE.UU., y su volumen, de 88.528,67 toneladas.

112. En un informe publicado en septiembre de 2003, la USITC estimó que las medidas de salvaguardia habían causado una pequeña reducción neta del PIB por valor de 30,4 millones de dólares EE.UU., y que las compras directas de acero a los productores nacionales habían aumentado del 65 al 73 por ciento del total.  El efecto de las medidas de salvaguardia en el nivel de bienestar social de los Estados Unidos varió entre un aumento de 65,6 millones de dólares y una pérdida de 110 millones de dólares, con una pérdida media de bienestar social estimada en 46,1 millones de dólares.

113. Desde 1998, todos los casos de aplicación de medidas de salvaguardia por los Estados Unidos se han impugnado en la OMC.  Entre los aspectos de procedimiento de las investigaciones en materia de salvaguardias impugnadas por otros Miembros de la OMC destacan los siguientes:  la base para excluir las importaciones procedentes de países del TLCAN de la aplicación de algunas medidas de salvaguardia;  la notificación puntual de la iniciación de investigaciones y la aplicación de medidas de salvaguardia;  la consideración de la "evolución imprevista de las circunstancias";  la determinación del daño grave y de la relación de causalidad;  y la definición de rama de producción nacional utilizada en las investigaciones de la USITC.

114. En 2001 se cerraron dos asuntos planteados en la OMC en relación con medidas de salvaguardia adoptadas entre 1998 y 2000, relativos a la carne de cordero y los tubos.  En el asunto relativo a la carne de cordero, el Órgano de Apelación confirmó la constatación del grupo especial de que los Estados Unidos no habían podido demostrar la existencia de una "evolución imprevista de las circunstancias" y de que la definición de rama de producción nacional del producto similar de carne de cordero establecida por la USITC para incluir a los ganaderos de ovino era incompatible con el Acuerdo sobre Salvaguardias.
  En la impugnación por Corea de la medida de salvaguardia aplicada a los tubos, las constataciones del grupo especial se publicaron en octubre de 2001
;  el Órgano de Apelación revocó algunas de las constataciones del grupo especial, pero confirmó otras, incluida la de que los Estados Unidos actuaban de forma incompatible con sus obligaciones en el marco del Acuerdo sobre Salvaguardias al no establecer una relación causal entre el aumento de las importaciones y el daño grave o la amenaza de daño grave.

115. La UE, el Japón, Corea, China, Suiza, Noruega, Nueva Zelandia y el Brasil impugnaron las medidas de salvaguardia aplicadas por los Estados Unidos en marzo de 2002 como resultado de las investigaciones relativas al acero;  se convino en someter todas las reclamaciones a la consideración de un único grupo especial.
  En su informe, publicado en julio de 2003, el Grupo Especial llegó a la conclusión de que las medidas de salvaguardia impuestas por los Estados Unidos en relación con las importaciones de determinados productos de acero el 20 de marzo de 2002 eran incompatibles con el Acuerdo sobre Salvaguardias y el GATT de 1994.  En particular, los Estados Unidos habían actuado de forma incompatible con las disposiciones antes mencionadas en los aspectos siguientes:  la incapacidad para demostrar que la "evolución imprevista de las circunstancias" había dado por resultado un aumento de las importaciones causantes de daño grave a la correspondiente rama de producción nacional;  con respecto a los datos en que se apoyaba su determinación de "aumento de las importaciones" de 5 de los 10 productos sujetos a medidas de salvaguardia;  la incapacidad para facilitar, respecto de la mayoría de los productos, una explicación razonada y suficiente de que existía una "relación causal" entre un aumento de las importaciones y el daño grave causado a la rama de producción nacional;  y el incumplimiento del requisito de "paralelismo" entre las importaciones en relación con las cuales se habían establecido las condiciones de las medidas de salvaguardia y las importaciones sujetas a esas medidas.

vi) Restricciones y controles cuantitativos

116. Solo existen restricciones cuantitativas a la importación por motivos comerciales en unos pocos sectores, principalmente los textiles y el vestido (capítulo IV 3) iii)).  También se aplican restricciones cuantitativas a la importación de diversos productos con arreglo a los acuerdos de suspensión celebrados tras las investigaciones antidumping, a saber, sobre las planchas de acero al carbono cortadas a medida procedentes de China y Rusia, y sobre el nitrato de amonio y el uranio procedentes de Rusia.  En el contexto de las medidas compensatorias, se aplican restricciones cuantitativas a los productos de acero laminados en caliente del Brasil (véase v) supra).  Además, los Estados Unidos han celebrado un acuerdo con Rusia en el que se prevén restricciones cuantitativas para las importaciones en los Estados Unidos de ciertos productos de acero.

117. Las restricciones cuantitativas aplicadas a las importaciones de productos agroalimentarios incluidos en el ámbito del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC fueron convertidas en contingentes arancelarios en 1995 a resultas de la Ronda Uruguay.  En el caso de diversos productos sensibles, como el azúcar y los productos lácteos, la aplicación de unos aranceles fuera de contingente prohibitivos puede actuar de hecho como una restricción cuantitativa de las importaciones (capítulo IV 2)).

118. En general, sin embargo, la mayoría de las restricciones y controles cuantitativos que imponen los Estados Unidos al comercio tienen por fin garantizar la seguridad nacional, salvaguardar la salud de los consumidores, proteger la moral pública o responder a fines ambientales.  En la OMC, muchas de estas medidas se notifican al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio o al Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, o se debaten en el Comité de Comercio y Medio Ambiente (véase la sección vii)).
119. Los Estados Unidos mantienen también la prohibición de las importaciones procedentes de determinados países con fines relacionados con la política exterior.  La Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro de los Estados Unidos administra y hace cumplir las sanciones económicas y comerciales contra países extranjeros seleccionados.
  Entre los Miembros de la OMC afectados por esas medidas se incluyen Cuba y Sierra Leona (véase 3) iv)).
120. Los Estados Unidos aplican controles a la importación mediante un sistema de licencias.  La última notificación estadounidense a la OMC sobre licencias de importación se realizó en noviembre de 2000;  en ella se describe el procedimiento que ha de seguirse para importar los siguientes productos:  plantas y animales y sus productos, gas natural, pesca y fauna silvestre, sustancias estupefacientes, alcohol, tabaco y armas de fuego, e instalaciones nucleares.
  Como se indicó en esta notificación, las importaciones de gas natural sólo están autorizadas si son compatibles con el interés público, salvo si se trata de las importaciones procedentes de un país con el que los Estados Unidos tienen un acuerdo de libre comercio.  Según las autoridades, cada año se solicitan unas 120 licencias para exportar gas natural liquado a los Estados Unidos y desde principios del decenio de 1980 no se ha denegado ninguna.

121. Con arreglo a los artículos 1.4 a) y 5 del Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación, en abril de 2003 los Estados Unidos notificaron el reglamento definitivo, de diciembre de 2002, que pone en aplicación el programa de trámite de licencias y vigilancia de los incrementos súbitos de las importaciones de determinados productos del acero, que entró en vigor el 1º de febrero de 2003.
  Las autoridades indicaron que esas licencias son automáticas y se utilizan únicamente con fines de control.

vii) Reglamentos técnicos y medidas sanitarias y fitosanitarias

a)
Introducción y marco reglamentario

122. En los Estados Unidos, los reglamentos técnicos y las medidas sanitarias y fitosanitarias (MSF) pueden establecerse a los niveles federal o subfederal;  abarcan principalmente los productos, pero también pueden referirse a procedimientos o servicios.  La legislación subyacente para el procedimiento de reglamentación federal es la Ley de Procedimiento Administrativo (APA).
  Aunque el Congreso puede establecer los reglamentos de productos legislativamente, normalmente delega la legislación de autorización a los organismos de reglamentación, generalmente con arreglo a una orientación general en cuanto a los factores que han de considerarse y los objetivos de política que se desea cumplir.

123. En los Estados Unidos, los reglamentos técnicos (definidos en el Anexo I del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (Acuerdo OTC) de la OMC) y las medidas sanitarias y fitosanitarias (definidas en el Anexo I del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (Acuerdo MSF)) pueden establecerse por iniciativa de un organismo, conforme a lo dispuesto por el Congreso, o en respuesta a una solicitud pública.  Los ciudadanos, la industria y las organizaciones, tanto nacionales como extranjeras, pueden participar en las actividades de reglamentación de un organismo de diversas formas.  Además de la oportunidad de presentar observaciones y solicitudes, las personas pueden ponerse directamente en contacto con los organismos, de conformidad con los requisitos de procedimiento concretos de esos organismos;  participar en los comités consultivos formados por los organismos;  o participar en la reglamentación negociada.  La inmensa mayoría de la reglamentación conlleva tres etapas:  la publicación de un aviso de reglamentación propuesta solicitando observaciones públicas;  el examen por el organismo de toda la información pertinente;  y la publicación de una norma definitiva tras el examen de la información pertinente.  El público puede presentar solicitudes para la reconsideración tras la publicación de las normas definitivas.  Todas las normas definitivas pueden ser objeto de una revisión judicial.  Los reglamentos técnicos y las medidas sanitarias y fitosanitarias elaborados por los organismos como normas definitivas están sujetos a la revisión del Congreso en virtud de Ley de Revisión por el Congreso (CRA).

124. Además de la legislación de autorización, diversos requisitos rigen la elaboración y publicación de reglamentos técnicos y medidas sanitarias y fitosanitarias por parte del gobierno federal.  Entre ellos se incluyen otras leyes y Órdenes Ejecutivas Presidenciales que imponen disposiciones de procedimiento destinadas a garantizar una toma de decisiones motivada y justa.  Los organismos solo pueden adoptar reglamentos técnicos y reglamentos sanitarios y fitosanitarios después de analizar a fondo sus posibles consecuencias, por lo general mediante la evaluación y comparación de los beneficios y costos o del análisis de la eficiencia de los costos de los enfoques reglamentarios alternativos o los niveles de rigor.  La Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB) supervisa y coordina la actividad de los organismos en relación con los reglamentos técnicos y sanitarios y fitosanitarios, examina los proyectos de reglamento y formula recomendaciones en virtud de la Orden Ejecutiva Presidencial 12866.

125. Los reglamentos técnicos o las medidas sanitarias y fitosanitarias que se clasifican como "normas importantes" son las que la OMB considera que tienen un "efecto anual en la economía de 100 millones de dólares EE.UU. o más o que repercuten negativamente de forma material en la economía, un sector de la economía, la productividad, la competencia, el empleo, el medio ambiente, la salud o la seguridad públicas, el estado o los gobiernos o comunidades locales o tribales".
  En octubre de 2003 se publicaron como "normas importantes" las normas de aplicación de conformidad con la Ley sobre Terrorismo Biológico (véase más adelante).

126. A la hora de elaborar reglamentos técnicos o medidas sanitarias o fitosanitarias, los organismos federales han de tener también en cuenta las normas internacionales pertinentes y, si procede, basar sus reglamentos en esas normas internacionales.  El Título IV de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 modificada (véase más adelante) estipula expresamente que las razones por las cuales puede no ser apropiado basar un reglamento técnico de los Estados Unidos en una norma internacional incluyen, entre otras, la protección de la salud y seguridad humanas, la vida o la salud de los animales o plantas, o el medio ambiente.

127. Todos los reglamentos técnicos y medidas sanitarias y fitosanitarias se publican en el Federal Register y se codifican en el Código de Reglamentos Federales.
  Además, la OMB publica en el Federal Register en abril y octubre de cada año el Programa Unificado de Medidas Federales de Reglamentación y Desreglamentación.
  Esta publicación contiene una breve descripción y un programa de cada nueva norma que probablemente apruebe cada organismo en los 12 meses posteriores.  El Instituto Nacional de Normas y Tecnología (NIST), que forma parte del Departamento de Comercio, cuenta con una colección de referencia de reglamentos técnicos, especificaciones, métodos de pruebas, códigos y prácticas recomendadas.
  El NIST proporciona a las partes interesadas información sobre reglamentación específica o puntos de contacto en respuesta a las solicitudes recibidas.
128. Según las autoridades, con objeto de cumplir las prescripciones constitucionales de debido proceso, la mayoría de los Estados han aprobado leyes que contienen procedimientos en materia de transparencia.  Por ejemplo, la mayoría de los Estados han aprobado leyes de procedimiento administrativo cuyos procedimientos son similares a los de la APA federal.  Asimismo, la mayoría de los Estados han aprobado leyes que estipulan el acceso público a la información y a los procedimientos judiciales.

129. En los Estados Unidos, las normas (voluntarias) se elaboran por lo general mediante la cooperación del sector privado que puede estar organizado en torno a una determinada industria, profesión o disciplina académica.  El Instituto Nacional de Normas de los Estados Unidos (ANSI) es una federación no lucrativa formada por unas 200 organizaciones de normalización, que coordina (de manera no obligatoria) la elaboración de normas privadas.  El ANSI indica que la norma ha sido elaborada utilizando procedimientos que cumplen los requisitos del ANSI en materia de apertura, equilibrio, consenso y otras salvaguardias en cuanto a las garantías de procedimiento.  El ANSI se ha adherido, en nombre de sus organizaciones miembros, al Código OTC de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas, de la OMC, y es el organismo estadounidense miembro de la Comisión Electrotécnica Internacional (CEI) y la Organización Internacional de Normalización (ISO).

130. La Ley de Transferencia y Progreso de la Tecnología Nacional (NTTAA) de 1995 imparte instrucciones a los organismos federales para que utilicen normas de consenso voluntario, tanto nacionales como internacionales, en lugar de las normas elaboradas por el Gobierno, como medio para alcanzar objetivos de política o actividades excepto cuando sean incompatibles con la legislación o no resulten viables por otras razones.
  La Ley también ordena a los organismos que participen en la elaboración de dichas normas con miras a reducir al máximo los reglamentos estatales, reconociendo que muchas normas son adecuadas o adaptables para los fines de contratación y reglamentación del Gobierno.

b)
Evaluación de la conformidad

131. El sistema de evaluación de la conformidad de los Estados Unidos en la esfera de las normas y los reglamentos técnicos y MSF es único en el sentido de que la evaluación de la conformidad se basa principalmente en la declaración del propio proveedor y se rige en gran medida por leyes sobre responsabilidades por defectos de los productos.  Por lo general el proveedor (productor o importador) es el encargado de asegurar el cumplimiento de los reglamentos técnicos existentes, o de las normas, cuando ese cumplimiento es exigido por el comprador.  En el caso de las importaciones, son fundamentalmente los importadores que representan a los fabricantes extranjeros los encargados de cumplir los reglamentos técnicos -como las normas adecuadas en materia de marcado y seguridad- y asegurar que los permisos, en caso de que sean necesarios, se han obtenido antes de que las mercancías lleguen a los Estados Unidos.
  En el caso de algunos productos el fabricante o el importador, antes o en el momento de efectuar la importación, ha de presentar una declaración o prueba de conformidad o cumplimiento.
132. No obstante, en algunos casos la evaluación de la conformidad con los reglamentos técnicos la lleva a cabo el gobierno federal (por ejemplo, la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos), los gobiernos estatales y locales, o un organismo de prueba independiente.  Para evaluar el cumplimiento, el Gobierno puede reconocer oficialmente a un organismo de prueba independiente mediante la acreditación o medidas similares.  La Oficina de Aduanas y Protección en Frontera de los Estados Unidos, en cooperación con otros organismos responsables de los productos reglamentados, como la Comisión de Seguridad de los Productos de Consumo (CPSC)
, se encarga de hacer cumplir los reglamentos técnicos en la frontera y adoptar medidas cuando se violan esos reglamentos, incluida la denegación de la admisión.  Llevan a cabo la evaluación de la conformidad con las prescripciones sanitarias y fitosanitarias, especialmente en el caso de las plantas y los productos animales, por lo general los inspectores del APHIS y el FSIS ubicados en las fronteras (véase más adelante).

c)
Cooperación internacional en materia de reglamentos técnicos

133. El Título IV de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 modificada establece el fundamento jurídico en virtud del cual se aplican el Acuerdo OTC y el Acuerdo MSF de la OMC.  El servicio de información OTC de los Estados Unidos es el NIST.
134. Los Estados Unidos participan activamente en el Comité OTC de la OMC;  entre enero de 2001 y finales de junio de 2003 se presentaron 45 notificaciones, todas ellas con arreglo al artículo 2.9 del Acuerdo OTC.
  La mayoría de las notificaciones procedían de la Dirección Nacional de Seguridad de la Circulación Viaria (24 notificaciones), la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos, FDA, (24) y el Departamento de Agricultura (17).  La OMC no ha recibido de los Estados Unidos ninguna notificación de las medidas subfederales en proyecto.

135. Entre enero de 1995 y junio de 2003, los Estados Unidos presentaron 83 notificaciones relacionadas con el etiquetado.
  De ellas, 14 se recibieron a partir de 2001.  En general, desde 1995 seis de las 83 notificaciones de los Estados Unidos relativas al etiquetado plantearon preocupaciones comerciales específicas a otros Miembros de la OMC.
  En uno de los casos se pidió que se aclarara la definición de "animales de la especie bovina procedentes de los Estados Unidos" y "productos de carne de bovino fresca procedente de los Estados Unidos" a los efectos de etiquetado.
  En octubre de 2002, los Estados Unidos notificaron a la OMC que la Ley de Seguridad Agrícola e Inversiones Rurales de 2002 (véase también el capítulo IV 2)) había modificado la Ley de Comercialización Agrícola de 1946 para exigir que el Departamento de Agricultura publicase directrices en materia de etiquetado del país de origen que puedan seguir voluntariamente los minoristas que deseen dar información a los consumidores sobre el país de origen de la carne de bovino (incluida la carne de ternera), la carne de cordero, la carne de cerdo, el pescado, los productos agrícolas perecederos y los maníes.
  Esta medida planteó inquietudes al Canadá, a las que se sumaron la Argentina y el Brasil.

136. El capítulo 9 del TLCAN abarca las normas y los reglamentos técnicos.  El artículo 906 exige que las partes en el acuerdo hagan compatibles, en la mayor medida posible, sus medidas de normalización con objeto de facilitar el comercio y promover la compatibilidad de una norma o un procedimiento de evaluación de la conformidad específicos.  Las autoridades señalaron que el artículo 908.2 va más allá de las prescripciones del artículo 6.4 del Acuerdo OTC de la OMC ya que fomenta el reconocimiento de los órganos encargados de la evaluación de la conformidad de otras partes.  Existen disposiciones concretas y comités específicos en la esfera del equipo de telecomunicaciones y los servicios, el transporte terrestre, los vehículos de motor, y los textiles y las prendas de vestir.  Las autoridades señalaron que en el marco del TLCAN los Estados Unidos han prestado especial atención a la mejora de la transparencia, el trato nacional y el intercambio de información.

137. Las autoridades indicaron que los demás tratados de libre comercio vigentes desde octubre de 2003, con Israel y Jordania, no van más allá del Acuerdo OTC de la OMC desde el punto de vista de las disciplinas en la esfera de los reglamentos técnicos.

138. Además, los Estados Unidos participan en diversos acuerdos de reconocimiento mutuo en los que se aceptan comprobaciones extranjeras de la conformidad a los reglamentos estadounidenses, sobre una base bilateral y por productos.  Se han notificado a la OMC cuatro de esos acuerdos en los que participan los Estados Unidos.
  Asimismo, algunas autoridades de los Estados Unidos, decidiendo caso por caso, han acreditado determinados organismos extranjeros de pruebas.

d)
Medidas sanitarias y fitosanitarias

Participación en la OMC

139. Los Estados Unidos notifican sistemáticamente a la OMC todos los proyectos de modificación de las medidas sanitarias y fitosanitarias nacionales.  Es el país que más notificaciones sobre medidas sanitarias y fitosanitarias ha dirigido a la OMC:  760 notificaciones de enero de 1995 a octubre de 2003;  un tercio de ellas aproximadamente a partir de 2001.  La mayoría de las notificaciones se refieren al establecimiento de los niveles de tolerancia respecto a los residuos de diversos productos químicos utilizados en los alimentos;  algunas se refieren también a las restricciones a la importación de los Estados Unidos adoptadas como respuesta a los riesgos planteados por la fiebre aftosa y la encefalopatía espongiforme bovina (EEB).

140. Con arreglo al Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC, los Miembros tienen la posibilidad de plantear sus inquietudes en relación con las medidas sanitarias y fitosanitarias que mantienen los demás Miembros.  Podrá pedirse una explicación de los motivos de esas medidas y el Miembro que mantenga la medida habrá de darla.  Desde 1995, se han planteado 24 preocupaciones comerciales específicas con relación a las medidas mantenidas por los Estados Unidos;  seis de ellas se han planteado a partir de 2001 y se refieren a los productos cárnicos, las frutas y las plantas en tiesto.
  Ningún caso ha dado lugar a una solución de diferencias formal, ni tampoco a consultas.

Marco reglamentario

141. Además de las leyes y reglamentos descritos en la sección a) supra, los principales fundamentos jurídicos para establecer medidas sanitarias y fitosanitarias en los Estados Unidos son la Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos;  la Ley de Protección de los Animales, junto con la Ley General de Insecticidas, Fungicidas y Raticidas (FIFRA);  y la Ley Federal de Plagas Vegetales.  Estas leyes se aplican mediante cuatro organismos federales con competencia en la esfera de las medidas sanitarias y fitosanitarias:  la FDA;  el Servicio de Bromatología (FSIS) del Departamento de Agricultura;  el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria (APHIS) del Departamento de Agricultura;  y la Agencia de Protección del Medio Ambiente (EPA véase infra).  El servicio de información de los Estados Unidos para las solicitudes de información sobre cuestiones relacionadas con las medidas sanitarias y fitosanitarias es la Oficina de Seguridad Alimentaria y Servicios Técnicos del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos.
  El USTR se encarga de supervisar el cumplimiento de las disposiciones de la OMC.

142. El APHIS tiene a su cargo la reglamentación destinada a salvaguardar los recursos animales y vegetales de los Estados Unidos de plagas y enfermedades exóticas.
  Su Sistema de Autorización de las Importaciones (IAS) permite a los importadores presentar solicitudes para importar frutas y verduras, y productos del reino animal y organismos.  El APHIS publica una lista de la situación zoosanitaria de países/zonas reconocida por el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos con relación a determinado ganado, aves de corral y enfermedades transmitidas por la carne.

143. El FSIS se encarga en concreto de la inocuidad de la carne, las aves de corral y determinados productos a base de huevo.
  Para poder importar productos de carne y aves de corral en los Estados Unidos se requiere una determinación de equivalencia.  Una vez otorgada, el FSIS incluye al país en la lista de países que pueden exportar a los Estados Unidos.  El FSIS ha establecido y publicado un procedimiento para evaluar si el sistema de reglamentación de la carne y las aves de corral y las distintas medidas sanitarias de un país extranjero son equivalentes al sistema y las medidas de los Estados Unidos;  ello exige una auditoría anual.

144. Son 33 los países de los que se reconoce tienen sistemas de inspección de la carne y las aves de corral equivalentes al de los Estados Unidos.
  Para importar estos productos también es necesaria la aprobación previa de cada matadero o planta de procesamiento.
  El gobierno del país exportador expide a continuación certificados para identificar los productos por países y fábricas de origen.  Los productos cárnicos y de aves de corral son inspeccionados de nuevo en los puertos de entrada de los Estados Unidos por el FSIS, que selecciona aleatoriamente muestras de los productos cárnicos y de aves de corral importados y lleva a cabo los exámenes de productos pertinentes.

145. La FDA es la principal responsable de la inocuidad de todos los demás productos alimenticios y de los medicamentos veterinarios, así como de aplicar la Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos y otras leyes federales conexas para proteger la salud y la seguridad de los consumidores y evitar el fraude económico.

Ley sobre Terrorismo Biológico

146. La aprobación de la Ley de Seguridad de la Salud Pública y de Preparación y Respuesta frente al Terrorismo Biológico de 2002
, Título III - Protección de la seguridad del suministro de alimentos y medicamentos, representó una de las modificaciones más importantes de los últimos años en las prescripciones aplicables a la importación de alimentos en los Estados Unidos.  Su objetivo es mejorar la seguridad del suministro de alimentos de los Estados Unidos.  La Ley exige, desde el 12 de diciembre de 2003:  1) la inscripción en un registro de la mayoría de las instalaciones de fabricación y manipulación de alimentos (excepto, en general, granjas y restaurantes);  2) el aviso previo a la FDA de todas las expediciones de alimentos destinadas a la importación en los Estados Unidos;  3) el establecimiento y mantenimiento de determinados registros relativos a la recepción y distribución de alimentos y 4) la retención administrativa de cualquier alimento que represente una amenaza con consecuencias adversas para la salud de las personas o los animales.

147. El artículo 305 de la Ley (Inscripción en un registro de las empresas del sector alimentario) dispone que el propietario, el operador o el agente a cargo de una instalación extranjera o nacional se registre en la FDA a más tardar el 12 de diciembre de 2003.  Las instalaciones se definen como cualquier fábrica, almacén o establecimiento, incluidos los importadores.  La Ley sobre Terrorismo Biológico exime de la obligación de registro a:  granjas, restaurantes, otros establecimientos de alimentación al por menor, empresas alimentarias no lucrativas en las que se preparan o se sirven alimentos directamente a los consumidores, y barcos de pesca.  Asimismo, las empresas extranjeras a las que se aplica la obligación de registro se limitan a las que fabrican, transforman, envasan o almacenan alimentos, únicamente cuando los alimentos de esas instalaciones se exporten a los Estados Unidos sin ninguna transformación o envasado ulterior fuera de los Estados Unidos.

148. El artículo 307 de la Ley (Aviso previo de envíos de alimentos importados) establece que debe presentarse a la FDA un aviso previo de los envíos de alimentos importados.  El aviso debe incluir una descripción del artículo, el fabricante y el expedidor, el cultivador (si se conoce), el país de origen, el país desde el que se envía el artículo y el puerto de entrada previsto.

149. Los Estados Unidos notificaron por primera vez a la OMC las nuevas prescripciones propuestas de registro y aviso previo a la importación en febrero de 2003.
  Los días 2 y 3 de abril de 2003, 16 Miembros de la OMC expresaron en el Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias varias preocupaciones sobre las medidas propuestas.
  En la reunión del Comité MSF de la OMC, celebrada los días 24 y 25 de junio de 2003, se volvió a debatir la Ley sobre Terrorismo Biológico y nueve países formularon preguntas y realizaron observaciones sobre los dos proyectos de reglamento de aplicación adicionales:  el primero se refiere a la obligación de establecer y mantener un registro de los alimentos importados, y el segundo dispone la retención de los productos alimenticios sospechosos.
  En octubre de 2003, la FDA elaboró dos reglamentos "definitivos provisionales", sobre el registro y el aviso previo a la importación.  Las autoridades han señalado que esas normas tienen carácter provisional con objeto de que puedan celebrarse consultas con los interlocutores comerciales antes de que se ultimen.
Productos de la biotecnología moderna

150. En 1999, una tercera parte del maíz, la mitad de la soja y casi el 60 por ciento del algodón cultivado en los Estados Unidos fueron obtenidos mediante ingeniería genética.
  Los productos de biotecnología se regulan conforme a su uso previsto por los mismos organismos que regulan sus equivalentes tradicionales, es decir el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos, la EPA y la FDA.  Cada nueva modificación ("evento") debe ser aprobada.  Según la FDA, muchos de los cultivos alimentarios actualmente en el mercado no contienen sustancias que difieran significativamente de las ya incluidas en la dieta y, por lo tanto, no exigen una aprobación previa a la comercialización.

151. En agosto de 2002, el informe sobre los efectos medioambientales de las plantas transgénicas, elaborado conjuntamente por la Academia Nacional de Ciencias y la Academia Nacional de Ingeniería, aconsejó al Departamento de Agricultura llevar a cabo un examen más enérgico de los posibles efectos medioambientales de las nueva plantas transgénicas antes de aprobar su uso comercial.
  En respuesta, el Departamento de Agricultura creó una nueva unidad dentro del APHIS, denominada Servicios de Reglamentación en Biotecnología (BRS) para centrarse en el papel fundamental del Departamento de Agricultura en la reglamentación y facilitación de la biotecnología.  El nuevo programa presta especial atención a la reglamentación en la esfera de la biotecnología, la evaluación del riesgo y la concesión de permisos.  Entre otras responsabilidades, el BRS trabaja con los gobiernos extranjeros para armonizar las normas en la esfera de la biotecnología.

152. En mayo de 2003, los Estados Unidos solicitaron consultas con la Unión Europea en relación con las medidas que afectan a la aprobación y comercialización de productos biotecnológicos.
  La solicitud refleja la opinión de los Estados Unidos de que esas medidas están abarcadas por el Acuerdo MSF y, por lo tanto, sujetas a las obligaciones de justificación científica y evaluación del riesgo.  Posteriormente se creó un grupo especial de la OMC.
e)
Reglamentaciones ambientales relacionadas con el comercio

153. La EPA se encarga de asegurar el cumplimiento de las reglamentaciones ambientales de los Estados Unidos.
  El papel de la EPA en el comercio internacional es garantizar que los acuerdos comerciales se negocian y aplican para proteger los intereses y las normas medioambientales nacionales.  En el marco de su Programa de Importación-Exportación (IEP), la EPA trabaja con las oficinas regionales y encargadas de programas, los estados, otros organismos federales y los gobiernos extranjeros para garantizar el cumplimiento y la elaboración de leyes que rijan la importación y la exportación de materiales que pueden representar un riesgo para la salud humana y el medio ambiente, con inclusión de los desechos peligrosos, los productos químicos tóxicos
, los plaguicidas y las sustancias que agotan la capa de ozono.

154. En cuanto al comercio de desechos peligrosos, los Estados Unidos han celebrado acuerdos con varios países que prevén la notificación previa de la expedición de desechos (tanto para la importación como la exportación).  Los Estados Unidos no han ratificado el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación.
  Los Estados Unidos se han adherido a la Decisión del Consejo de la OCDE sobre el comercio de desechos reciclables con otros países de la OCDE;  en consecuencia, el exportador ha de notificar las exportaciones de desechos a la Agencia de Protección del Medio Ambiente (EPA), que informa al país importador.

155. Muchas de las notificaciones de los Estados Unidos a los Comités MSF y OTC de la OMC descritas anteriormente fueron presentadas a la EPA y se referían a los plaguicidas, el contenido químico y las directrices relativas al etiquetado.  La EPA fija los límites de la cantidad de residuos de plaguicidas que pueden quedar en los alimentos o recubrirlos;  la FDA se encarga de aplicarlos.  Los avisos sobre tolerancias se publican en el Federal Register y se notifican a la OMC.  La EPA actualiza continuamente  su lista de plaguicidas autorizados y límites de tolerancia;  estos pueden consultarse en el Código de Reglamentos Federales.

156. Los Estados Unidos aplican en algunos casos medidas comerciales para hacer cumplir disposiciones estadounidenses relacionadas con el medio ambiente, es especial las que rigen la utilización de los recursos marinos.  Dos organismos de los Estados Unidos se encargan de hacer cumplir esos reglamentos medioambientales:  la Oficina del Mar y de Asuntos Ambientales y Científicos Internacionales (OES), integrada en el Departamento de Estado de los Estados Unidos
;  y la Administración Nacional de los Océanos y la Atmósfera (NOA), integrada en el Departamento de Comercio de los Estados Unidos.  Esta última se encarga de hacer cumplir la Ley de Protección de los Mamíferos Marinos (LPMM), que protege a los mamíferos marinos, incluidas las ballenas, los delfines, las focas y los lobos marinos, y la Ley de Especies Amenazadas (ESA), que protege a las seis especies de tortugas marinas de los Estados Unidos.

157. En 1991 se prohibió, con arreglo a la LPMM, la importación de atún de los países que no protegieran a los delfines al pescar en la porción tropical oriental del Océano Pacífico.  La prohibición se impugnó en un primer momento con éxito en el GATT en 1991, pero no se adoptó el informe del Grupo Especial.  Desde 1997, de conformidad con la firma del Acuerdo sobre el Programa Internacional de Conservación de los Delfines (AIDCP), los Estados Unidos han eliminado la prohibición de importar atún de países que tienen la certificación "dolphin-safe" (inocuidad para los delfines).  Para obtener esa certificación, los países deben:  ser miembros del AIDCP;  probar que no han excedido los límites permitidos de mortalidad de delfines;  y ser miembro de la Comisión Interamericana del Atún Tropical (CIAT) o haber solicitado la adhesión a la misma.
  La certificación "dolphin-safe" y las prescripciones en materia de etiquetado han sido identificadas como un obstáculo no arancelario, y han planteado una preocupación comercial específica al Brasil, Egipto, México y Tailandia.

158. En mayo de 2002 la prohibición de las importaciones se aplicó a Belice, Bolivia, Colombia, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, España, Vanuatu y Venezuela, aunque algunos de esos países están haciendo lo necesario para cumplir los requisitos exigidos para el levantamiento de la prohibición.

159. El 21 de enero de 2003, la NOAA anunció que la práctica de rodear a los delfines con redes de cerco de jareta para capturar túnidos no tiene efectos significativamente adversos en la población de delfines del Océano Pacífico tropical.  Esto permitió la pesca de atún con la certificación "dolphin‑safe" aún cuando los delfines son cercados o capturados, siempre que no sufran ningún daño en el proceso de pesca.
  No obstante, la CIAT debe destacar inspectores en cada barco para garantizar que el atún en cuya captura muere un delfín no cumple los requisitos para llevar la etiqueta.

160. Desde 1989, se prohíbe la importación de camarones a menos que se capturen de manera que, según los Estados Unidos, no ponga en peligro a las tortugas marinas, o que el camarón proceda de acuicultura o de aguas frías.  La legislación correspondiente, a saber, el artículo 609 de la Public Law 101-162, relativa a la protección de las tortugas marinas en las operaciones de pesca con redes de arrastre camaroneras, promulgada en 1998, fue examinada por un grupo especial de la OMC;  el Órgano de Apelación constató en 1998 que el artículo 609 estaba provisionalmente justificado al amparo del artículo XX g) del GATT de 1994, pero se aplicaba de manera discriminatoria.
  En 1999 se publicaron las directrices revisadas del artículo 609, en las que se enunciaban los criterios para certificar que los países ofrecen una protección eficaz de las tortugas marinas.  En abril de 2003 el Departamento de Estado certificó que 39 países y una economía cumplían los requisitos para seguir exportando camarones a los Estados Unidos (cifra inferior a los 41 países certificados en abril de 2002) y señaló que Honduras y Venezuela seguían sin certificar.

161. La Enmienda Pelly a la Ley de Protección de los Pescadores de 1967 autoriza al Secretario de Comercio de los Estados Unidos a certificar que un país realiza actividades que disminuyen la efectividad de un programa internacional de conservación de los recursos pesqueros.  La certificación activa un proceso en el que el Presidente considera la posibilidad de imponer restricciones a las importaciones de ese país.  En septiembre de 2000, en virtud de la Enmienda Pelly, el Secretario de Comercio certificó que el Japón socavaba los esfuerzos internacionales por proteger a las ballenas.  La certificación se basaba en la decisión del Japón de matar ballenas de dos especies adicionales en el marco de su programa de investigación en el Pacífico Norte.

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Financiación, seguros y garantías para las exportaciones

162. El Banco de Importación-Exportación (Ex-Im Bank) es el organismo oficial de crédito a la exportación de los Estados Unidos.  Conforme a su Carta (la Ley del Banco de Exportación‑Importación de 1945, modificada), su mandato consiste en ofrecer a los exportadores estadounidenses condiciones de financiación competitivas con respecto a las que los gobiernos extranjeros ponen a disposición de sus exportadores.
  Los Estados Unidos participan en el Consenso de la OCDE sobre Directrices para los Créditos a la Exportación con Ayuda Oficial, destinado a reducir al máximo la utilización de subvenciones estatales en la financiación de las exportaciones a que se hace referencia en el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC.
  Las actividades del Ex-Im Bank están sujetas a un examen periódico con arreglo a la ley de los Estados Unidos;  la Ley de nueva autorización, promulgada en junio de 2002, amplió la autorización del Ex-Im Bank hasta septiembre de 2006 y aumentó su capacidad de financiación.  Las actividades del banco figuran en la notificación de subvenciones de los Estados Unidos a la OMC más reciente.

163. El Ex-Im Bank ofrece préstamos, garantías y seguros mediante varios programas entre los que se incluyen:  el seguro de crédito a la exportación (financiación posterior a la exportación);  las garantías de préstamos de capital de explotación para los exportadores (financiación anterior a la importación);  y las garantías de préstamos y préstamos directos a medio y largo plazo para los compradores extranjeros (financiación al comprador).
  Todos los préstamos obtenidos por el Ex‑Im Bank para financiar sus operaciones están plenamente garantizados por el Gobierno de los Estados Unidos.  El mandato del Ex-Im Bank es complementar al sector privado, no competir con él.

164. El Ex-Im Bank concede ayuda únicamente a las partes de una transacción de exportación que cumplen las prescripciones en materia de contenido nacional.  Para poder obtener la financiación del Ex-Im Bank, los bienes y los servicios de un contrato de suministro estadounidense deben expedirse desde los Estados Unidos.  En el caso de las transacciones con períodos de reembolso de hasta 180 días, el Ex-Im Bank exige por lo general que el 50 por ciento como mínimo del valor de la transacción sea de origen estadounidense.  En el caso de las transacciones con períodos de reembolso a medio y largo plazo, el nivel total de ayuda para un contrato de suministro ascenderá a la menor de las cantidades siguientes:  el 85 por ciento del valor de todos los bienes y servicios admisibles, o el 100 por cien del contenido estadounidense de todos los bienes y servicios admisibles del contrato.

165. Además, para poder obtener los préstamos y la financiación de garantías a largo plazo, las mercancías han de expedirse en buques con pabellón estadounidense.  Asimismo, ha de concederse a los aseguradores de los Estados Unidos una "oportunidad no discriminatoria" para presentar ofertas de seguros sobre todos los envíos financiados por el Ex-Im Bank.

166. En el ejercicio de 2003, el Ex-Im Bank autorizó una ayuda total de 10.500 millones de dólares EE.UU. para sus actividades de exportación (cuadro III.9), ligeramente superior a la del año anterior pero que sigue siendo inferior a la media registrada desde 1996 (11.100 millones de dólares EE.UU.).  En el ejercicio de 2003 se prestó ayuda en forma de préstamos (58 millones de dólares EE.UU.), garantías (7.800 millones de dólares EE.UU.) y seguros de crédito a la exportación (2.700 millones de dólares EE.UU.).  Esto contribuyó a 2.703 ventas de exportación estadounidenses y 13.800 millones de dólares EE.UU. en exportaciones estadounidenses en todo el mundo.
  En el ejercicio de 2003, se utilizaron más de 4.600 millones de dólares EE.UU. para financiar las exportaciones de 74 grandes aeronaves comerciales fabricadas en los Estados Unidos.  Las pequeñas empresas se beneficiaron de unos 2.000 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2003, aproximadamente el 20 por ciento de las autorizaciones totales.  Los principales mercados de exportación fueron, en orden de importancia decreciente, México, China, Brasil y Turquía.

167. Cada año, el Ex-Im Bank recibe una consignación para su presupuesto de programas (la "subvención" o la facultad presupuestaria de programas) que se utiliza como reserva para cubrir tanto las posibles pérdidas derivadas de la concesión de nuevos préstamos directos, garantías y seguros, como los costos administrativos conexos (cuadro III.9);  si la cantidad no se gasta, se transfiere a la consignación del año siguiente.  Puesto que las pérdidas previstas han disminuido en los últimos años, se estima que la facultad presupuestaria de programas se ha reducido a 334 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2003.  La solicitud de presupuesto para el ejercicio fiscal 2004 se anunció como "cero", debido también a que se esperaba que los fondos no utilizados de los cuatro ejercicios económicos anteriores bastaran para colmar las posibles pérdidas.

168. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos realizado en 2001, el Ex-Im Bank ha iniciado diversos programas, entre ellos:  la financiación de las ventas de exportaciones estadounidenses para beneficiarse de la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África;  la financiación de la exportación de equipo y servicios para apoyar el servicio directo de transporte aéreo de carga entre África y los Estados Unidos;  la aprobación de un Programa de Exportaciones para la Seguridad del Transporte (T-SEP);  la concesión de garantías mediante el Programa de Garantía Cambiaria para las divisas que anteriormente no eran admisibles (por ejemplo, el franco ACP, la libra egipcia, el peso mexicano y el rand de Sudáfrica);  la celebración de seminarios de formación en varios países africanos;  la concesión de 1.000 millones de dólares EE.UU. para financiar la compra de medicamentos contra el VIH/SIDA en el África Subsahariana;  y el seguro de las transacciones de crédito a corto plazo en el marco del programa piloto denominado "programa piloto de África a corto plazo", que facilita la compra de productos básicos agrícolas, materias primas, piezas de repuesto y otros artículos procedentes de los Estados Unidos.
Cuadro III.9

Préstamos, garantías y actividades de seguros del Ex-Im Bank, 1996-2004

(Millones de dólares EE.UU.)

	Ejercicio
	Valor de las exportaciones financiadas
	Cantidades autorizadas
	Administración presupuestaria de programas (reserva para impagos)

	1996
	14.597
	11.518
	870

	1999
	16.709
	13.068
	656

	2000
	15.548
	12.637
	902

	2001
	12.526
	9.242
	824

	2002
	12.950
	10.119
	727

	2003
	14.151
	10.533
	334

	2004
	15.479
	11.557
	366


Fuente:
Documento de la OMC G/SCM/N/71/USA, de 2 de julio de 2002, e información facilitada por las autoridades.

ii)
Otras medidas de asistencia a la exportación

a)
Zonas francas
169. La Ley de Zonas Francas de 1934 autoriza las zonas francas.
  De conformidad con esta legislación, en una zona franca pueden admitirse mercancías extranjeras exentas de derechos de aduana, impuestos sobre las existencias o impuestos sobre el consumo.  Las mercancías de producción nacional también pueden entrar en una zona franca exentas de estos impuestos, pudiéndose almacenar o elaborar por separado o junto con otras mercancías de producción nacional o extranjera;  en 2001, alrededor del 62 por ciento de los envíos que entraron en zonas francas fueron de productos nacionales.  Se pagan derechos de aduana y el impuesto federal sobre el consumo cuando la mercancía se transfiere al territorio aduanero de los Estados Unidos;  los Estados Unidos también perciben derechos de aduana cuando la mercancía se envía de una zona a un miembro del TLCAN.  Las autoridades han indicado que las operaciones realizadas en el marco de zonas francas no entrañan privilegios en relación con el impuesto sobre la renta y que las zonas están sujetas al resto de los reglamentos e impuestos federales, estatales y locales.  
170. El Consejo de las Zonas Francas se encarga de autorizar las zonas francas;  está integrado por los secretarios del Departamento del Tesoro y del Departamento de Comercio.  Las autoridades señalaron que los costos derivados del desarrollo y la gestión de una zona, comprendida la infraestructura, incumben a los cesionarios, los operadores y los usuarios de la zona.  Los cesionarios de la zona (es decir, las partes a las que el Consejo autoriza para establecer zonas) son entidades públicas o semipúblicas como ciudades, condados, autoridades portuarias, organismos de desarrollo económico u otras entidades con fines no lucrativos.  Estas partes suelen contratar a entidades privadas para que se encarguen de la gestión de la zona.  El propio Consejo de las Zonas Francas no financia el desarrollo y la gestión de las zonas.

171. La aduana de los Estados Unidos supervisa las zonas francas, que por lo general están ubicadas en puertos aduaneros de entrada al país o en sus inmediaciones.  Las zonas francas son de dos tipos:  zonas con fines generales y subzonas.  Están registradas unas 256 zonas con fines generales.
  Suelen estar ubicadas en polígonos industriales o en complejos aeroportuarios o de puertos de mar, y están provistas de instalaciones a las que puede acceder el público en general.  Las subzonas son emplazamientos destinados a un solo fin donde se llevan a cabo operaciones que no tienen cabida en una zona con fines generales (como, por ejemplo, actividades de refino del petróleo y de fabricación de automóviles);  actualmente están registradas unas 444 subzonas.

172. El valor combinado total de los envíos de mercancías nacionales e importadas a zonas con fines generales y a subzonas ascendió a 225.000 millones de dólares EE.UU. en 2001, que es el último año sobre el que se dispone de datos.  Las subzonas recibieron el 87 por ciento de estos envíos.  Correspondió al sector de la refinación del petróleo el 69 por ciento de los envíos extranjeros que entraron en zonas francas.  Otros sectores que importan un volumen considerable de envíos extranjeros que entran en zonas francas son el de la fabricación de vehículos automóviles y sus partes y el de las empresas que fabrican productos electrónicos y sus partes.

173. En el ejercicio de 2001 el volumen de las exportaciones que salieron de zonas francas fue considerablemente inferior al de los envíos que entraron en las zonas, ascendiendo a 15.400 millones de dólares EE.UU.  El motivo es que la mayoría de las ventas efectuadas por las zonas francas tienen por destino el mercado interno.  Según las autoridades, un beneficio significativo derivado de las zonas francas tiene que ver con los "aranceles invertidos":  si con la actividad manufacturera de la zona se obtiene un producto sujeto a un derecho de aduana inferior al derecho aplicable a sus insumos extranjeros, el tipo declarado del producto acabado podrá ser el aplicable a su condición en el momento en que sale de la zona.  No existe legislación especial que autorice el procedimiento de los aranceles invertidos;  la autorización se concede caso por caso con sujeción a consideraciones de interés público.

b)
Sistema de devolución de derechos

174. Con arreglo al programa de devolución de derechos, se reintegran los derechos de aduana, así como determinados impuestos internos y derechos percibidos en el momento de importación, con posterioridad a la exportación del producto importado o del artículo que se haya fabricado a partir del producto importado.

175. En el marco de sus ALC, los Estados Unidos se proponen limitar la utilización de programas de devolución de derechos, habida cuenta de que pueden distorsionar las decisiones en materia de inversión incentivando a los inversionistas a ubicarse en el país asociado en el marco del ALC para beneficiarse de la devolución de derechos al exportar mercancías elaboradas para venderlas en el mercado de los Estados Unidos.
  El TLCAN limita la devolución a un monto que no exceda del menor entre los derechos pagados sobre el insumo importado y los derechos de importación pagados sobre la mercancía elaborada que se haya exportado a un interlocutor comercial del TLCAN.
  Según las autoridades, el ALC entre los Estados Unidos y Chile establece la eliminación gradual de estos programas para los envíos de una parte a la otra, y las propuestas de los Estados Unidos en el marco de las negociaciones en curso sobre ALC (por ejemplo, la ALCA) toman como modelo esta disposición del Acuerdo entre los Estados Unidos y Chile.  No obstante, en los ALC concertados con Jordania e Israel no se imponen restricciones a la utilización de la devolución.

c)
Exenciones fiscales para los ingresos extraterritoriales

176. Diversas disposiciones fiscales de los Estados Unidos que confieren incentivos para la exportación han dado lugar a un caso de solución de diferencias en el marco de la OMC relativo al régimen fiscal de las empresas de ventas en el extranjero.  Este fue el único caso de concesión por el Gobierno de los Estados Unidos de subvenciones a la exportación prohibidas desde la creación de la OMC en 1995.  Estas disposiciones fiscales de los Estados Unidos han sido objeto de investigación desde 1998, primero por un grupo especial y luego, a partir de noviembre de 2000, por un grupo especial sobre el cumplimiento de conformidad con el párrafo 5 del artículo 21.

177. La cuestión investigada en el marco de la diferencia original fue la exención fiscal de ciertos ingresos "de comercio exterior" de las empresas de ventas en el extranjero (EVE).  Los ingresos provenientes del comercio exterior se definían por lo general como bienes de exportación para venta o arrendamiento, producidos en los Estados Unidos y vendidos en el extranjero, con no más del 50 por ciento de su valor atribuible a importaciones.
  Las empresas nacionales por lo general no estaban sujetas al impuesto sobre la renta de los Estados Unidos aplicable a dividendos distribuidos por la EVE con cargo a ganancias atribuibles a este ingreso.  De esta forma, no se aplicaba un impuesto sobre la renta de los Estados Unidos a una parte de los ingresos de las EVE provenientes de las exportaciones.  Los ingresos fiscales dejados de percibir como resultado de las disposiciones relativas a las EVE ascendieron a unos 2.550 millones de dólares EE.UU. según el presupuesto para el ejercicio de 2000;  se preveía que en el presupuesto del ejercicio de 2001 ascendieran a 4.160 millones de dólares EE.UU.
  Unas 6.000 empresas de los Estados Unidos utilizaban EVE.

178. En octubre de 1999, un grupo especial de la OMC determinó que el plan de las EVE constituía una subvención a la exportación prohibida de conformidad con el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias (Acuerdo SMC) y el Acuerdo sobre la Agricultura.  En febrero de 2000, el Órgano de Apelación confirmó las conclusiones del grupo especial con respecto a las violaciones del Acuerdo SMC y modificó las conclusiones relativas al Acuerdo sobre la Agricultura.  En marzo de 2000, el OSD recomendó que los Estados Unidos retiraran las subvenciones a la exportación.

179. El 15 de noviembre de 2000, el Presidente de los Estados Unidos firmó la Ley H.R. 4986, Ley de derogación y exclusión de los ingresos extraterritoriales de las EVE de 2000, la cual, a juicio de los Estados Unidos, respondía a las recomendaciones del OSD.  El 29 de enero de 2002, el Órgano de Apelación emitió sus conclusiones en relación con el recurso al párrafo 5 del artículo 21
;  determinó que la nueva Ley era incompatible con el GATT de 1994, con el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias y con el Acuerdo sobre la Agricultura.  En abril de 2003, el OSD autorizó a la Unión Europea, de conformidad con el informe de arbitraje, a adoptar contramedidas por un importe de 4.043 millones de dólares EE.UU.

iii)
El artículo 301 y medidas conexas

180. El USTR aplica el artículo 301, que comprende los artículos 301 a 310 de la Ley de Comercio Exterior de 1974, para investigar las prácticas comerciales extranjeras que se considera afectan a las exportaciones de mercancías y servicios o perjudican los derechos de los Estados Unidos en virtud de acuerdos comerciales internacionales.  El artículo 301 puede utilizarse para "velar por el respeto de los derechos de los Estados Unidos en virtud de acuerdos comerciales bilaterales y multilaterales, así como para hacer frente a las prácticas gubernamentales extranjeras excesivas, injustificables o discriminatorias que graven o limiten el comercio de los Estados Unidos.  Por ejemplo, puede utilizarse el artículo 301 para facilitar un mayor acceso a los mercados para los bienes y servicios de los Estados Unidos, establecer condiciones más equitativas para las inversiones de los Estados Unidos en el extranjero y proporcionar una protección más eficaz a nivel mundial a los derechos de propiedad intelectual estadounidenses".

181. Las medidas que el USTR puede adoptar de conformidad con el artículo 301 son la suspensión de las concesiones previstas en el acuerdo comercial, la imposición de derechos u otras restricciones a la importación y la imposición de derechos u otras restricciones a los servicios.  No obstante, antes de adoptar una medida de conformidad con el artículo 301, el USTR debe solicitar la celebración de consultas con el gobierno extranjero en cuestión y aplicar las disposiciones sobre solución de diferencias de cualquier acuerdo comercial que sea aplicable, comprendido el de la OMC.

182. Un grupo especial de la OMC determinó, a la luz de las medidas tomadas por los Estados Unidos que figuraban en la Declaración de Acción Administrativa aprobada por el Congreso de los Estados Unidos en el momento de poner en práctica los Acuerdos de la Ronda Uruguay, que la utilización del artículo 301 no está en conflicto con las obligaciones de los Estados Unidos en virtud de la OMC.
  La Unión Europea inició en 2000 una segunda diferencia en el marco de la OMC en relación con el artículo 306 de la Ley de Comercio Exterior de 1974 enmendada (la "Enmienda Carrusel";  véase el capítulo II 3)).  En los últimos años, las disposiciones del artículo 301 se han utilizado muy poco contra los Miembros de la OMC, y todas las diferencias relacionadas con investigaciones en el marco del artículo 301 se han presentado al Órgano de Solución de Diferencias de la OMC.  No obstante, algunos Miembros de la OMC han seguido cuestionando las investigaciones, así como la publicación de "informes" y "listas", en particular con arreglo a las disposiciones especiales del artículo 301 en materia de protección de la propiedad intelectual (apartado 4 v)).

183. No se han iniciado nuevos casos de conformidad con el artículo 301 desde el anterior examen de los Estados Unidos, si bien se han producido novedades que afectan a investigaciones iniciadas con anterioridad.  Se llegó a un acuerdo con la Unión Europea en relación con la diferencia motivada por el régimen de la Unión Europea para la importación de bananos (capítulo II 3)).  Estaba previsto que la investigación relativa a la Junta Canadiense del Trigo, iniciada en octubre de 2000 en el marco del artículo 301, concluyera en octubre de 2001, pero se prorrogó hasta febrero de 2002.  Como consecuencia de la investigación, el USTR anunció que examinaría la presentación en el marco de la OMC de un posible caso contra la Junta Canadiense del Trigo y que investigaría las medidas del Canadá relativas a sus importaciones de trigo de los Estados Unidos.  En diciembre de 2002 los Estados Unidos iniciaron un procedimiento de solución de diferencias en el marco de la OMC sobre el particular.

iv)
Restricciones y controles a la exportación

184. Los Estados Unidos mantienen restricciones y controles a la exportación por razones de seguridad nacional o política exterior o para garantizar un volumen interno de suministros suficiente.  Las exportaciones se pueden controlar de forma unilateral o multilateral.  Las autoridades han indicado que en muchos casos los controles se basan, al menos parcialmente, en la participación de los Estados Unidos en regímenes no vinculantes de control de las exportaciones (por ejemplo, el Acuerdo Wassenaar, que se centra en los controles de armas convencionales y exportaciones de doble uso, el Régimen de Control de Tecnología de Misiles, el Grupo de Abastecedores Nucleares y el Grupo Australia, así como en el contexto de los embargos impuestos por las Naciones Unidas).  Los controles se aplican mediante un sistema de concesión de licencias.  También están comprendidas las reexportaciones:  las empresas ubicadas fuera de los Estados Unidos deben obtener autorización para reexportar muchos artículos sujetos a controles de las exportaciones de los Estados Unidos.  En diciembre de 2002 los miembros del Acuerdo Wassenaar acordaron eliminar el control de los microprocesadores de uso general.

185. En abril de 2002 se rebautizó la Oficina de Administración de las Exportaciones del Departamento de Comercio de los Estados Unidos con el nombre de Oficina de Industria y Seguridad (BIS).  Una de las funciones básicas de la Oficina consiste en administrar y hacer cumplir los controles propuestos por los Estados Unidos en relación con la exportación de artículos de doble uso (los que tienen un uso comercial y un posible uso militar), así como en relación con la exportación y reexportación de otros artículos comerciales concretos por motivos relacionados con la política exterior.  La BIS trata de hallar un equilibrio entre los intereses comerciales y de seguridad nacional de los Estados Unidos facilitando las transacciones civiles legítimas al tiempo que impide la proliferación de armas de destrucción masiva, misiles balísticos y tecnologías conexas y transferencias de tecnologías de doble uso que pueden ser causa de desestabilización a zonas militarmente inestables.

186. Las principales facultades de control de las exportaciones se rigen por la Ley de Administración de las Exportaciones de 1979 enmendada, que se extinguió en agosto de 2001.  Aunque las facultades conferidas por esta Ley han caducado, el régimen de los Estados Unidos de control de las exportaciones sigue en vigor con arreglo a las facultades establecidas por la Ley de Facultades Económicas Especiales para Situaciones de Emergencia Internacional (IEEPA), que se renuevan cada año.

187. La IEEPA facultó al Presidente para prohibir o limitar la exportación de mercancías, "cuando sea necesario, a fin de proteger a la economía nacional del consumo excesivo de materias escasas" y para vigilar las exportaciones de determinadas mercancías a fin de determinar la repercusión de esas exportaciones en el suministro nacional y de determinar si esa repercusión tiene efectos negativos en la economía de los Estados Unidos.  Estas facultades se han mantenido en el marco de la IEEPA.  Durante el ejercicio de 2002 la BIS controló la exportación de petróleo bruto de producción nacional y ciertas exportaciones de madera no elaborada proveniente de tierras federales y estatales;  la BIS aprobó 14 licencias de exportación de petróleo bruto por un volumen de 38 millones de barriles.  No se aprobaron licencias para la exportación de madera no transformada.  Los productos agropecuarios sujetos a supervisión son el trigo, el maíz, el arroz, las habas de soja y productos de soja y el algodón.

188. Algunos artículos que pueden tener doble uso aparecen enumerados en la Lista de Control de Comercio y se controlan de conformidad con los Reglamentos de la Administración de las Exportaciones.  La exportación de estos artículos requiere una licencia, sobre la base de la clasificación del artículo, el destino, el usuario final y el uso final.  En los Reglamentos de la Administración de las Exportaciones figura un gráfico de países en el que se enumeran los motivos aducidos para controlar un determinado artículo y se indica si las exportaciones de determinados artículos a un país en concreto requieren licencia.  Últimamente se eliminaron, en noviembre de 2002, los controles especiales impuestos en 1998 a la exportación y reexportación a la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro) de artículos relacionados con armas.
  Los Reglamentos se han revisado en septiembre de 2001, para dar cabida a los nuevos signatarios de la Convención sobre las Armas Químicas, y en marzo de 2003, para dar cabida a los nuevos miembros del Régimen de Control de Tecnología de Misiles.

189. Además, la BIS mantiene controles "generales" sobre artículos no incluidos específicamente en la Lista de Control de Comercio, pero que se envían a un destinatario sensible, como, por ejemplo, una instalación nuclear.  En estos casos, los exportadores deben solicitar una licencia en relación con todos los artículos enviados, con independencia de su clasificación o de si los artículos figuran en la Lista.  Las investigaciones para reprimir las exportaciones no autorizadas pueden dar lugar a multas o penas de prisión para los exportadores declarados culpables.  En el ejercicio de 2002 la BIS ultimó el examen de 10.767 solicitudes de licencia cuya tramitación duró por término medio 39 días.
  Aprobó 8.735 solicitudes, devolvió 1.826 sin pronunciarse y denegó 206.

190. La BIS toma parte en diversas actividades bilaterales y regionales de control de las exportaciones.  Su programa de cooperación para la no proliferación y el control de las exportaciones (NEC), establecido en 1994, tiene por objeto fortalecer los sistemas nacionales de otros países para el control de las exportaciones de artículos sensibles.
  El NEC gestiona programas de asistencia técnica cooperativa de la BIS y actividades de coordinación con el programa interinstitucional de control de las exportaciones y seguridad fronteriza (EXBS) supervisadas por el Departamento de Estado.

191. La BIS puso en marcha en 2002 la Iniciativa de Control de las Exportaciones en los Países de Transbordo (TECI) con objeto de fortalecer el cumplimiento de las normas internacionales de exportación y de las leyes de los Estados Unidos de control de las exportaciones en los centros mundiales de transbordo luchando contra el desvío ilícito de las mercancías controladas.  La TECI complementa otras iniciativas en materia de seguridad comercial como el EXBS, la iniciativa sobre seguridad de los recipientes y la Asociación del Comercio de Aduanas en contra del Terrorismo.

192. El Departamento de Estado controla la exportación de artículos y servicios de defensa y datos tecnológicos conexos con arreglo a las facultades conferidas por la Ley de Control de las Exportaciones de Armas.
  Estos artículos aparecen en la Lista de Municiones de los Estados Unidos, que se revisaron sustantivamente en 2002, especialmente en relación con los propulsores y explosivos y los productos y tecnologías relacionados con la energía nuclear y las sustancias químicas.  No está previsto modificar el reparto de las responsabilidades de control de las exportaciones entre el Departamento de Estado y la BIS.

193. De conformidad con las facultades conferidas por la IEEPA, la Ley de Comercio con el Enemigo, la Ley de Participación en las Naciones Unidas y medidas de lucha contra el terrorismo, la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro administra las sanciones económicas y comerciales y, en el ejercicio de esas funciones, puede limitar las exportaciones a países, entidades e individuos que sean objeto de sanciones.
  Los Miembros de la OMC objeto de sanciones a la exportación son Cuba, Myanmar y Sierra Leona.  Las sanciones varían de un país a otro.
  Según las autoridades, se autorizan las exportaciones a Cuba de productos agropecuarios, medicamentos y equipo médico con sujeción a una prescripción de la BIS en materia de licencias de exportación, mientras que las restricciones a las exportaciones a Sierra Leona se limitan a las armas.  Las sanciones impuestas a Angola en el marco de la IEEPA se levantaron en mayo de 2003.  En julio de 2003 el Gobierno impuso sanciones a Myanmar motivadas por su constante falta de progresos en la esfera de los derechos humanos y la democracia;  las sanciones comprendían una prohibición de las exportaciones de servicios financieros.

4)
Otras medidas que afectan a la producción y el comercio

i)
Políticas sobre competencia

a)
Legislación y administración antimonopolio
194. La legislación antimonopolio de los Estados Unidos a nivel federal figura en tres leyes principales:  la Ley Antimonopolio Sherman (15 U.S.C., artículos 1 a 7), la Ley Clayton (15 U.S.C., artículos 12 y siguientes) y la Ley de la Comisión Federal de Comercio;  en otras leyes también figuran disposiciones relativas a los aspectos comerciales de la política de competencia.
  La legislación antimonopolio federal abarca todos los tipos de actividades, incluidas las relacionadas con el comercio exterior, y una amplia gama de prácticas comerciales;  están a cargo de la observancia la División Antimonopolio del Departamento de Justicia (acciones penales y civiles) y la Comisión Federal de Comercio (FTC) (acciones civiles).  La legislación antimonopolio de los Estados Unidos prevé la incoación de acciones para exigir la observancia por parte de particulares perjudicados y del Departamento de Justicia y la FTC.  En el marco de esas acciones, que desde hace mucho tiempo forman parte destacada de la práctica antimonopolio de los Estados Unidos, los particulares podrán solicitar el triple de los daños sufridos o, cuando proceda, resarcimiento por vía judicial.  La mayoría de los estados también tiene legislación antimonopolio.  Las autoridades observaron que el grueso del comercio de los Estados Unidos es objeto de legislación antimonopolio.

195. La Ley Antimonopolio Sherman prohíbe todos los contratos, combinaciones y conspiraciones que limiten el comercio entre los estados o con países extranjeros, incluidos acuerdos de fijación de precios, licitaciones fraudulentas y acuerdos entre competidores para distribuirse clientes, así como la monopolización del comercio entre estados o con países extranjeros.  La Ley Antimonopolio Sherman y la FTC no se aplican a la conducta que entraña comercio o intercambios comerciales distintos del comercio o los intercambios comerciales de importación con otros países, salvo que la conducta tenga un efecto directo, sustancial y razonablemente previsible en el comercio nacional o de importación o en el comercio o los intercambios comerciales de exportación.  Cuando la jurisdicción se basa en el comercio o los intercambios comerciales de exportación, la legislación antimonopolio se aplica a esa conducta "sólo en caso de daño sufrido por empresas exportadoras en los Estados Unidos". 
(15 U.S.C., capítulo 6a (1) (1994)).

196. La Ley Clayton prohíbe las fusiones y adquisiciones y otros tipos de conducta que probablemente reduzcan la competencia en forma sustancial.  El artículo 2 de la Ley Clayton, conocida también como Ley Robinson-Patman, prohíbe la discriminación en materia de precios nacionales (excepto para las instituciones sin fines lucrativos).  En el artículo 3 de la Ley se prohíbe el arriendo o la venta de bienes o productos básicos a condición de que el comprador convenga en no utilizar los productos de un competidor, si eso entraña una disminución de la competencia o da origen a la creación de un monopolio.  En el artículo 7 de la Ley Clayton se prohíbe toda fusión o adquisición de existencias o activos que reduzca sustantivamente la competencia o tienda a crear un monopolio.  En el artículo 7A de la Ley Clayton, denominada Ley Hart-Scott-Rodino de Mejoramiento de la Legislación Antimonopolio de 1976 (15 U.S.C., artículo 18a), figuran disposiciones para facilitar la aplicación de leyes antimonopolio con respecto a fusiones y adquisiciones anticompetitivas.  Las demandas en virtud de la Ley Clayton pueden presentarse ante cualquier tribunal de un distrito de los Estados Unidos en el que el demandado se encuentre o realice transacciones (15 U.S.C., artículo 12);  la Ley permite la recuperación del triple de los daños causados a la parte perjudicada más las costas del juicio.  A los particulares o empresas extranjeros se les concede el trato nacional, por lo que pueden solicitar igual cantidad;  en cambio, los Estados extranjeros sólo pueden recuperar una cantidad igual al perjuicio causado más las costas.
197. La Ley de la Comisión Federal de Comercio confiere a la FTC la facultad de definir y prohibir los métodos de competencia desleal, que por lo general se refieren a infracciones de la Ley Sherman, la Ley Clayton o cualquier otra ley antimonopolio.  La Ley también incluye la protección del consumidor en la misión de la FTC.  De conformidad con este último objetivo, la FTC está facultada para prescribir normas de reglamentación del comercio en las que se definan actos o prácticas desleales o que puedan inducir a error y establecer estipulaciones para impedirlos, así como para impugnar actos o prácticas desleales o que puedan inducir a error de compañías extranjeras considerados perjudiciales para los consumidores de los Estados Unidos.

198. En cierto número de leyes de los Estados Unidos se prevé una exención limitada de leyes antimonopolio en casos concretos.  Se concede exención a determinados sectores de la agricultura en virtud de la Ley Capper-Volstead de asociaciones de productores agrícolas, que permite la actuación colectiva con fines de transformación, preparación para el mercado, manipulación y comercialización de los productos agropecuarios, y de la Ley de acuerdos de comercialización de productos agrícolas de 1937, que autoriza al Secretario de Agricultura a concertar acuerdos de comercialización exentos de la aplicación de leyes antimonopolio con productores e industrias transformadoras de productos básicos agrícolas.  La Ley permite asimismo al Secretario de Agricultura intervenir en órdenes de comercialización, salvo para la leche, que controlen la cantidad de un producto agrícola con el fin de aumentar el precio.  La Ley de comercialización colectiva de los pescadores contiene disposiciones similares a la Ley Capper-Volstead de asociaciones de productores agrícolas.  La Ley McCarran‑Ferguson sobre la reglamentación de los seguros exime a las empresas de seguros de la aplicación de las leyes antimonopolio en la medida en que estén "reglamentadas por legislación estatal".
  La Ley de 2001 de ayuda a la educación en función de las necesidades prorrogó hasta 2008 la exención de la aplicación de la legislación antimonopolio concedida a la ayuda institucional a la enseñanza de conformidad con el capítulo 568 de la Ley de mejoramiento de las escuelas de Estados Unidos de 1994.

199. La Ley Hart-Scott-Rodino de Mejoramiento de la Legislación Antimonopolio de 1976 (15 U.S.C., artículo 18a) exige a las partes notificar a la FTC y al Departamento de Justicia y observar un período de espera antes de realizar determinadas adquisiciones de títulos con derecho a voto o activos a fin de dar a esos organismos la oportunidad de obtener compensaciones preliminares efectivas frente a las fusiones anticompetitivas y, de ese modo, impedir que la competencia y los consumidores sufran daños.  La Ley Gramm-Leach-Bliley, promulgada en 1999, permite la combinación de actividades de bancos, sociedades de valores y compañías de seguros mediante sociedades de cartera financiera recién creadas.  También enmienda la Ley Hart-Scott-Rodino a efectos de facultar a la FTC y al Departamento de Justicia para examinar las adquisiciones por sociedades de cartera financiera de establecimientos no bancarios y dispone que determinados órganos federales de la banca pongan a disposición de la FTC y el Departamento de Justicia datos que éstos consideren necesarios para realizar exámenes antimonopolio (véase también el capítulo IV 8)).

200. Las enmiendas más significativas de la Ley Hart-Scott-Rodino efectuadas hasta la fecha se promulgaron en diciembre de 2000 y entraron en vigor en febrero de 2001.
  Estas enmiendas sirvieron para elevar el umbral del volumen de transacciones de 15 a 50 millones de dólares EE.UU. y eliminar la prueba del 15 por ciento del volumen de la transacción, con lo cual la cifra de 50 millones de dólares EE.UU. se convirtió en el mínimo absoluto susceptible de notificación, aparte de incorporar otras modificaciones a las prescripciones relativas a la presentación de solicitudes y al período de espera.  El aumento de los umbrales de notificación, en combinación con la disminución general de las actividades de fusión con respecto a los últimos años, fue motivo de que en el ejercicio de 2002 se notificaran 1.187 transacciones en el marco de la Ley Hart-Scott-Rodino, un descenso de aproximadamente el 76 por ciento con respecto a las 4.926 notificaciones del ejercicio de 2000, que fue el último ejercicio completo en el que se aplicaron los anteriores umbrales de notificación.
201. Durante 2001 y 2002 la FTC y el Departamento de Justicia adoptaron varias modificaciones de los reglamentos de aplicación de la Ley Hart-Scott-Rodino (16 CFR, artículos 801 y siguientes);  algunas tenían por objeto aplicar las modificaciones promulgadas en diciembre de 2000, mientras que otras se proponían mejorar determinadas disposiciones de los reglamentos.  Con respecto a esto último se incorporaron varias modificaciones de los reglamentos que prevén exenciones a la notificación previa a la fusión en relación con determinadas adquisiciones de activos y títulos con derecho a voto extranjeros emitidos por una entidad extranjera.  Estas modificaciones comprendían el aumento hasta los 50 millones de dólares EE.UU. del nivel del nexo con los Estados Unidos a partir del cual es obligatorio presentar una solicitud, lo cual se debe fundamentalmente al propósito de equiparar este nexo al nuevo umbral de notificación de las adquisiciones nacionales, y la ampliación de la obligación de notificación a determinadas adquisiciones de activos extranjeros por extranjeros, que actualmente están sujetas a la misma prueba del nexo con los Estados Unidos, cifrado en 50 millones de dólares EE.UU., que las adquisiciones de títulos con derecho a voto extranjeros.

202. Los Estados Unidos han concertado acuerdos de cooperación antimonopolio con Alemania, Australia, el Brasil, el Canadá, el Japón, México, Israel y la Unión Europea.  Los pormenores de la cooperación resultante de estos acuerdos suelen tener carácter confidencial.  No obstante, las autoridades han señalado que un ejemplo reciente de cooperación es la adquisición por General Electric de Instrumentarium, en relación con la cual el Departamento de Justicia y la Comisión Europea cooperaron estrechamente en sus investigaciones respectivas.
  Igualmente, la FTC cooperó estrechamente con la Oficina Canadiense de la Competencia y la Comisión Europea en la investigación de la adquisición por Bayer AG de Aventis CropSciences, cuya concertación exigió la coordinación de las liquidaciones de productos conexos para la protección de los cultivos agrícolas tanto en Europa como en América del Norte.

203. Con arreglo a la Iniciativa de Reforma Normativa firmada en junio de 2001 en el marco de la Asociación Económica para el Crecimiento entre los Estados Unidos y el Japón, estos países se intercambian en otoño recomendaciones de reforma que sirven de base a informes anuales en los que se indican las medidas de reforma que adoptará cada Gobierno.  El USTR es el principal organismo del Gobierno de los Estados Unidos en relación con esta iniciativa, mientras que el Ministerio de Relaciones Exteriores es el organismo encargado por parte del Gobierno del Japón.  El primer informe a los dirigentes sobre la Iniciativa de Reforma Normativa y Política de Competencia de los Estados Unidos y el Japón se publicó en junio de 2002;  el segundo, en mayo de 2003.
  En cuanto a la política de competencia, los Estados Unidos observaron que sus organismos antimonopolio seguían examinando el ámbito y el alcance apropiados de una serie de limitaciones y exenciones a la aplicación de la legislación federal antimonopolio de los Estados Unidos.

204. Con respecto a la decisión que se adopte en el quinto período de sesiones de la Conferencia Ministerial en relación con las modalidades de las negociaciones sobre la interacción entre el comercio y la política de competencia, los Estados Unidos presentaron una comunicación al Grupo de Trabajo sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia en la que sugerían que se negociase un sistema de examen por homólogos.

b)
Actividades de aplicación y observancia
División Antimonopolio del Departamento de Justicia

205. Durante el período 2001-2003 la observancia por el Departamento de Justicia de la política de competencia siguió centrándose en las actividades de los cárteles internacionales.  Tras  las multas sin precedentes impuestas en el ejercicio de 1999, las cifras descendieron hasta los 103 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2002 (cuadro III.10).

Cuadro III.10

Resultados de casos y estadísticas antimonopolio 1993-2002 (ejercicios)
	Investigación
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Ley Sherman, capítulo 1:  Restricción del comercio
	110
	136
	98
	93
	73
	80
	55
	82
	80
	94

	Ley Sherman, capítulo 2:  Monopolios
	7
	22
	16
	14
	8
	5
	5
	8
	
	13

	Ley Clayton, artículo 7:  Fusiones, de los cuales:  investigaciones Hart‑Scott-Rodino
	102
72
	102
57
	134
88
	237
186
	276
220
	228
176
	230
175
	177
137
	175
106
	129
76

	Resultados de casos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Número de empresas multadas
	64
	59
	32
	31
	30
	18
	25
	26
	14
	17

	Monto de las multas a las empresas (millones de $EE.UU.)
	40,4
	39,0
	40,2
	25,2
	203,9
	241,6
	959,9
	303,2
	270,8
	93,8

	Monto de las multas a individuos (millones de $EE.UU.)
	1,9
	1,2
	1,2
	1,6
	1,2
	2,5
	12,3
	5,2
	2,0
	8,7

	Total de las multas impuestas (millones de $EE.UU.)
	42,3
	40,2
	41,4
	26,8
	205,2
	244,1
	972,1
	308,4
	272,8
	102,5


Fuente:
División Antimonopolio del Departamento de Justicia.

206. Los casos que dieron lugar a imposición de multas durante los ejercicios de 2001 y 2002 comprendían Bilhar International Establishment de Liechtenstein, que se declaró culpable y aceptó pagar 54 millones de dólares EE.UU. por su intervención en la manipulación fraudulenta de una licitación sobre contratos de construcción en Egipto financiados por los Estados Unidos.
  En un caso iniciado junto con la FTC (véase lo que se indica a continuación), se impuso a la Hearst Corporation una sanción civil por valor de 4 millones de dólares EE.UU., la más elevada jamás impuesta, por infringir prescripciones antimonopolio relativas a la notificación previa a la fusión.

207. En el ejercicio de 2003 se aplicaron varias multas de gran cuantía a las actividades de los cárteles internacionales, con inclusión de una multa de 10 millones de dólares EE.UU. impuesta a Morganite Inc., empresa de los Estados Unidos acusada de participar en un cártel internacional para fijar el precio de diversos tipos de productos de carbón para usos eléctricos vendidos en los Estados Unidos y otros países.
  Se impuso una multa de 28,5 millones de dólares EE.UU. a Arteva Specialties, S.a.r.l., d/b/a KoSa, fabricante de fibras discontinuas de poliéster establecido en Luxemburgo cuyo principal centro de actividad se encuentra en Charlotte (Carolina del Norte), por participar en una conspiración de fijación de precios y reparto de clientes en el sector de las fibras discontinuas de poliéster.
  En marzo de 2003 se impuso a la empresa química alemana Hoechst Aktiengesellschaft una multa de 12 millones de dólares EE.UU. por participar en una conspiración que eliminaba la competencia en los mercados mundiales de un producto químico industrial utilizado para la preparación de productos comerciales y de consumo como productos farmacéuticos, herbicidas y aditivos plásticos.
  Esta sanción se impuso después de que se hubiesen impuesto multas a otras dos empresas que participaban en la conspiración, Akzo Nobel Chemicals BV, de los Países Bajos, a la que se impuso una multa de 12 millones de dólares EE.UU. en julio de 2001, y Elf Atochem, de Francia, a la que se multó con 5 millones de dólares EE.UU. en abril de 2002.

208. En cuanto a la investigación de Microsoft, que se examinaba en los informes de la Secretaría correspondientes a los dos anteriores exámenes de las políticas de los Estados Unidos, se aprobó una sentencia acordada que el Tribunal elevó a definitiva el 12 de noviembre de 2002.

Comisión Federal de Comercio

209. El número de transacciones notificadas a la FTC aumentó sustantivamente durante el decenio anterior a 2000, lo que refleja el número creciente de fusiones y adquisiciones.  Muchas de estas fusiones abarcaron operaciones internacionales y, en consecuencia, decisiones que afectaban al comercio y la inversión internacionales.  A juicio de las autoridades, estas circunstancias hicieron necesarios los exámenes antimonopolio para determinar y detener asociaciones que pudieran reducir la competencia en mercados específicos que afectaban a los Estados Unidos.  No obstante, en el ejercicio de 2001 las transacciones notificadas disminuyeron sustantivamente (cuadro III.11).  La FTC atribuye este descenso, en parte, al aumento de los umbrales de notificación resultantes de la promulgación y aplicación de las modificaciones de la Ley Hart-Scott-Rodino.

Cuadro III.11

Resumen de fusiones comunicadas y medidas adoptadas (ejercicios de 1992-2002)
	
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Transacciones comunicadas
	1.846
	2.305
	2.816
	3.087
	3.702
	4.728
	4.642
	4.926
	2.376
	1.187

	Solicitudes recibidasa
	3.559
	4.403
	5.439
	6.001
	7.199
	9.264
	9.151
	9.941
	4.800
	2.369

	Transacciones en que pudiera haber habido una segunda solicitud
	1.745
	2.128
	2.612
	2.864
	3.438
	4.575
	4.340
	4.749
	2.237
	1.142

	Investigaciones en casos en que hubo segundas solicitudes
	71
	73
	101
	99
	122
	125
	113
	98
	70
	49

	Comisión Federal de Comercio
	40
	46
	58
	36
	45
	46
	45
	43
	27
	27

	Departamento de Justicia
	31
	27
	43
	63
	77
	79
	68
	55
	43
	22


a
En general se reciben dos solicitudes para cada transacción:  una del comprador y la otra de la compañía adquirida.

Fuente:
Comisión Federal de Comercio (2002).
210. La mayoría de los casos de la FTC se resuelven mediante la negociación de acuerdos de avenencia que se registran y someten a comentarios públicos, tras lo cual la Comisión emite una orden de avenencia que tiene fuerza de ley con respecto a las acciones futuras.  Esas órdenes se aplican a empresas de los Estados Unidos y extranjeras sobre una base de trato nacional.  Las órdenes antimonopolio de la Comisión pueden tener una vigencia máxima de 20 años.  En el ejercicio de 2001 la FTC denunció 23 transacciones que, a su juicio, reducirían la competencia si se permitiera su realización de conformidad con lo propuesto.  De estos casos, 18 se resolvieron con acuerdos de avenencia, 4 se retiraron y 1 culminó con la solicitud por la FTC de resarcimiento por vía judicial ante un tribunal de distrito.

ii)
Subvenciones oficiales y asistencia de otro tipo

a)
Participación en la OMC
211. El gobierno federal ha seguido propugnando en foros internacionales la reducción de las subvenciones que afectan a la competencia en los mercados internacionales.  En el Subsidies Enforcement Annual Report to the Congress, preparado conjuntamente por el USTR y el Departamento de Comercio de los Estados Unidos, se describen la política del país y su participación en la OMC en relación con las subvenciones.

212. Los Estados Unidos notificaron a la OMC en 2002 alrededor de 220 programas de concesión de subvenciones a las empresas de conformidad con el párrafo 1 del artículo XVI del GATT de 1994 y el artículo 25 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, comprendidos los programas de asistencia tanto federales como subfederales.
  La mayoría de las subvenciones federales descritas en la notificación se facilitan en forma de desgravaciones del impuesto sobre la renta, pero algunos programas prevén donaciones, contratos u otros acuerdos de cooperación con asociados del sector privado.

213. Nueve de los 50 programas notificados a escala federal prestan apoyo a la agricultura;  5 programas federales prestan apoyo a los sectores aeroespacial y aeronáutico.  El sector de la energía fue objeto del mayor número de programas notificados (14), orientados en su mayor parte a la conservación de la energía, aunque también se notificaron medidas de fomento de la explotación de los recursos nacionales de carbón, petróleo y gas.  Seis programas se centraron en el sector de la pesca concediendo subvenciones a los buques pesqueros, a la investigación y el desarrollo relativos a la ordenación de las pesquerías de los Estados Unidos y a la conservación de los recursos marinos.  También se notificó la concesión de asistencia a la madera y los rollizos, así como 5 programas de fomento de la extracción y elaboración de recursos minerales, comprendidos el mineral de hierro y el acero.  En la notificación de las subvenciones también figura una descripción de la Ley de garantías de préstamos de emergencia para el acero de 1999.

214. Además, en la notificación a la OMC figuran unos 170 programas de ámbito estatal mediante los que se concede asistencia a ciertas regiones rurales y subdesarrolladas y a zonas industriales y se presta apoyo a diversas actividades.  El acero fue objeto del mayor número de los programas estatales notificados (6) y de la mayor cuantía de las subvenciones notificadas (que iban de 6 a 107 millones de dólares EE.UU.).  Las subvenciones se conceden por lo general en forma de créditos fiscales, pero también se facilitan préstamos y donaciones.

215. La notificación quedó ultimada con el proceso de preguntas y respuestas llevado a cabo en el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC.
  Los intercambios se centraron en la asistencia facilitada al sector aeroespacial, el sector de la energía y el combustible, el sector de la pesca y el sector siderúrgico.

b)
Medidas y tipos de asistencia
216. La asistencia oficial a las empresas se concede a escala federal, así como por las administraciones estatal y local.  Los principales instrumentos de apoyo comprenden gastos fiscales, desembolsos financieros y programas de crédito.  Según un estudio llevado a cabo por la Oficina de Presupuesto del Congreso en 1995, el apoyo del gobierno federal a las empresas depende fundamentalmente de los gastos fiscales;  los desembolsos financieros y los programas de crédito representan una parte menor de la asistencia federal.

217. Es considerable el grado de transparencia que rodea a los programas de asistencia, si bien, como ocurre en otros países con sistema federal, la asistencia se concede a distintos niveles de gobierno y su documentación puede resultar difícil a nivel subfederal.  Los Estados Unidos notifican periódicamente a la OMC las subvenciones concedidas a las empresas.  También figura información conexa en el Catálogo de Programas de Asistencia Federal, compendio a nivel de todo el Gobierno de programas, proyectos, servicios y actividades federales que prestan asistencia o benefician a la población de los Estados Unidos (con lo cual se abarca mucho más que la asistencia facilitada a las empresas).
  También se documentan las donaciones concedidas por el gobierno federal.
  Además, todas las donaciones federales se publican en el Federal Register en el momento en que se anuncian.  Se puede obtener un inventario de los incentivos estatales solicitándolo a la Asociación Nacional de Agencias de Desarrollo Estatales, que es una entidad privada.

218. El presupuesto federal contiene una lista de todos los gastos fiscales definidos como pérdidas de ingresos provenientes de las exenciones, los incentivos o las concesiones fiscales que benefician a los particulares o las empresas.
  Desglosados por funciones, los gastos fiscales más elevados relativos al impuesto sobre las sociedades tienen que ver con la amortización acelerada, estimada en 26.000 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2003, lo cual supone un descenso con respecto a los 40.700 millones de dólares EE.UU. del ejercicio de 2002.  Los gastos fiscales en concepto de asuntos internacionales comprenden exclusiones de los ingresos extraterritoriales (en sustitución de la anterior exclusión de los ingresos de las empresas de ventas en el extranjero), por valor de 5.000 millones de dólares EE.UU., y la moratoria con respecto a los ingresos de empresas bajo control extranjero, estimada en 7.500 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2003.  El crédito fiscal concedido a las actividades de investigación representó casi 6.000 millones de dólares EE.UU. de gastos fiscales en el ejercicio de 2003.

219. El presupuesto federal contiene, al igual que los presupuestos estatales, estimaciones de los costos en concepto de desembolsos financieros netos.  En los cuadros históricos del presupuesto federal se aprecia desde 1999 una tendencia al alza de las donaciones con fines distintos de los de defensa aparte de las concedidas a particulares.
  En el ejercicio de 2002 estas donaciones ascendieron a 119.000 millones de dólares EE.UU., equivalentes a un 1,1 por ciento del PIB.  Para 2003 se estimaron en 133.000 millones de dólares EE.UU., lo cual supone un aumento del 11 por ciento.  Los mayores aumentos de los desembolsos corresponden al transporte, los recursos naturales y el medio ambiente y los asuntos internacionales;  en cambio, los desembolsos correspondientes a la agricultura han disminuido.

220. Una de las prioridades del presupuesto federal para 2002 era la reducción de las subvenciones concedidas a sociedades, pero no se propusieron o adoptaron de forma efectiva medidas concretas.  En los presupuestos para 2003 y 2004 se presentó una serie de propuestas de reducción de la financiación destinada a los siguientes programas concretos que se describían como instrumentos de concesión de subvenciones a las sociedades
: el Programa de Tecnología Avanzada (ATP), creado en 1988 para impulsar la investigación y el desarrollo en la esfera de la alta tecnología;  el programa para la extensión de las actividades manufactureras, que tenía por objeto ayudar a las empresas manufactureras a operar con mayor eficiencia o a adoptar nuevas tecnologías;  el Programa sobre posibilidades tecnológicas, que concede donaciones para ensayar la utilidad de las tecnologías de las telecomunicaciones;  los gastos en concepto de investigación y desarrollo de la Oficina de Energía Fósil del Departamento de Energía;  y las subvenciones federales concedidas a los astilleros y las empresas de construcción naval de los Estados Unidos para fomentar la financiación privada.  Según la información de que se disponía en octubre de 2003, las obligaciones financieras en el marco del ATP habían disminuido de 163 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2003 a 13,6 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2004;  las obligaciones financieras presupuestadas en el marco del Programa sobre posibilidades tecnológicas fueron nulas en los ejercicios de 2003 y 2004.

221. Los estados ofrecen una serie de incentivos a la inversión que comprenden garantías de préstamos, donaciones y créditos fiscales.  No hay en vigor legislación federal que limite la ayuda estatal causante de distorsión o de amenaza de distorsión de la competencia y el comercio entre estados.  Varios estados conceden bonificaciones fiscales de las inversiones con arreglo a las cuales puede desgravarse del impuesto sobre la renta de las sociedades un porcentaje de las nuevas inversiones.  Los estados pueden conceder estas bonificaciones en la totalidad de su territorio o limitarlas a ubicaciones geográficas concretas (zonas industriales o emplazamientos de recuperación industrial).
 Algunos incentivos fiscales van dirigidos en concreto a determinadas operaciones industriales.

c)
Asistencia para el ajuste al comercio
222. En agosto de 2002, en virtud de la Ley de Comercio Exterior de 2002, se volvió a autorizar hasta el 30 de septiembre de 2007 y a ampliar el Programa de Asistencia para el Ajuste al Comercio (TAA).
  El TAA consta de tres subprogramas dedicados a los trabajadores, las empresas y los agricultores.
  De los 1.300 millones de dólares EE.UU. disponibles durante la totalidad del período en el que se concede asistencia para el ajuste al comercio (suma aumentada con respecto a la cifra de 400 millones de dólares EE.UU. en virtud de la Ley de Comercio Exterior de 2002), 259 millones de dólares EE.UU. se destinarán a actividades de capacitación y asignaciones conexas en concepto de búsqueda de trabajo y relocalización concedidas a trabajadores que reúnan las condiciones necesarias en el marco del TAA y se hayan quedado sin puesto de trabajo como consecuencia del comercio exterior.  Se destinará el resto de los fondos al sostenimiento de los ingresos de individuos que hayan recibido certificación en el marco del TAA.
223. El TAA facilita el readiestramiento profesional, las subvenciones, los instrumentos de búsqueda de trabajo y relocalización y el crédito fiscal destinado al seguro médico a los trabajadores que se ven afectados por el comercio exterior.  Los grupos de trabajadores, los sindicatos o los organismos estatales de empleo pueden presentar las solicitudes de asistencia.  El cumplimiento de las condiciones está supeditado a la determinación por el Departamento de Trabajo de los Estados Unidos de que el aumento de las importaciones de un producto contribuyó de forma importante al cese o la amenaza de cese de actividades de los trabajadores y al descenso de las ventas o la producción de esas sociedades o de que la reorientación de la producción hacia otro país ha contribuido a la supresión de los puestos de los trabajadores.  La nueva legislación también elevó el límite reglamentario de los fondos que pueden asignarse a los estados para capacitar a los trabajadores en el marco del TAA, de 110 a 220 millones de dólares EE.UU. anuales.  En el ejercicio de 2002 se expidieron 1.614 certificaciones de cumplimiento de las condiciones que abarcaban una cifra estimada de 232.898 trabajadores;  se denegaron 993 peticiones que abarcaban una cifra estimada de 96.197 trabajadores.
224. La Administración de Desarrollo Económico (EDA) del Departamento de Comercio administra el TAA en lo que respecta a las empresas y las ramas de producción.  En el marco de este programa, la EDA financia una red de 12 Centros de Asistencia para el Ajuste al Comercio (TAAC).  Los TAAC ayudan a las empresas a cursar las peticiones de certificación del cumplimiento de las condiciones.  Para obtener la certificación del cumplimiento de las condiciones necesarias para presentar una solicitud al TAA, la empresa debe demostrar que el aumento de las importaciones de artículos de la competencia contribuyó de forma importante al descenso de sus ventas o su producción y al cese o amenaza de cese de las actividades de una parte significativa de los trabajadores de la empresa.  Cuando la EDA ha certificado a la empresa, los TAAC la ayudan a determinar su situación de competencia y a elaborar una propuesta de ajuste.  Lo normal es que la empresa desembolse el 50 por ciento del costo de cada contrato de consultoría, mientras que la cuantía máxima de la asistencia técnica de que puede disponer una empresa en el marco del TAA es de 75.000 dólares EE.UU.  En el ejercicio de 2002 la EDA certificó a 170 empresas en el marco del TAA y aportó financiación a los TAAC por valor de 10,5 millones de dólares EE.UU.
iii)
Contratación pública

a)
Situación general
225. En 2002 el gasto de consumo público y las inversiones brutas de los Estados Unidos ascendieron a 1,98 billones de dólares EE.UU., aproximadamente el 19 por ciento del PIB, mientras que en 2000 supuso un 17,5 por ciento.  A nivel federal, los gastos de consumo en bienes y servicios se elevaron en defensa a un total de 390.000 millones de dólares EE.UU. en 2002;  los gastos en las demás esferas ascendieron a 200.000 millones de dólares EE.UU. a nivel federal y a 1,04 billones de dólares EE.UU. a nivel estatal y local.  Las inversiones brutas (en estructuras y equipo) ascendieron en total a 108.000 millones de dólares EE.UU. en el caso del gobierno federal y a 244.000 millones de dólares EE.UU. en el de los gobiernos estatales y locales.

226. Los Estados Unidos son parte en el Acuerdo sobre Contratación Pública (ACP) de la OMC.  En enero de 2002 los Estados Unidos presentaron a la OMC la información estadística correspondiente a 1999 que exige el párrafo 5 del artículo XIX del Acuerdo sobre Contratación Pública.  En la comunicación se notificaban 56.598 contratos cuyo valor superaba los 205.000 millones de dólares EE.UU.

227. Las autoridades observaron que una importante tendencia del mercado de contratación pública de los Estados Unidos consiste en un desplazamiento notable de la compra de bienes a la compra de servicios.  Los suministros y el equipo disminuyeron pasando del 56 por ciento del dinero destinado a los contratos en 1985 a un 35 por ciento en 1999, mientras que los servicios subieron de un 23 a un 43 por ciento de ese dinero durante el mismo período.  Esta tendencia es, en parte, consecuencia de la contratación externa, así como de la reorientación de las necesidades del gobierno federal.

228. Para obtener cifras más recientes, el Sistema de Datos sobre Contratación Federal de los Estados Unidos publica un informe anual en el que figuran estadísticas "instantáneas" sobre las actividades de contratación de más de 60 organismos.
  En el ejercicio de 2002 la contratación total de estos organismos ascendió a 234.900 millones de dólares EE.UU., de los cuales alrededor del 67 por ciento correspondía al Departamento de Defensa.
  En cuanto al valor, casi el 23 por ciento de los contratos notificados se adjudicó a pequeñas empresas;  cerca de la tercera parte de estos contratos se adjudicaron a pequeñas empresas desfavorecidas.
  Los contratos adjudicados por organismos de los Estados Unidos fuera del país ascendieron en total a 11.000 millones de dólares EE.UU., cerca del 44 por ciento en Asia y cerca del 38 por ciento en Europa.  De los 100 principales contratistas federales, la gran mayoría eran empresas estadounidenses y grandes empresas multinacionales.

b)
Marco institucional y jurídico
229. La legislación sobre contratación pública de los Estados Unidos ha sido notificada a la OMC.
  El ACP se aplica en la legislación estadounidense a nivel federal, a través principalmente de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 modificada.  A nivel estatal, hay también legislación en relación con la aplicación del ACP en cada uno de los 37 estados enumerados en el anexo 2 de la lista de los Estados Unidos anexa al ACP.  
230. La contratación pública a nivel federal se efectúa por conducto de los sistemas descentralizados de contratación de los distintos organismos ejecutivos, que son administraciones, oficinas y consejos de contratación.  La Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB) supervisa y coordina la contratación pública federal, así como sus políticas de gestión financiera, información y reglamentación.
  La OMB recomienda y vigila los programas y los niveles de financiación que les corresponden, comprendida la contratación pública.  Mediante la Oficina de Política Federal de Contratación (OFPP), la OMB prepara y emite, cuando procede, orientaciones en relación con la política de contratación y examina la reglamentación propuesta para cumplir las orientaciones relativas a la política.
  También existen dos consejos de reglamentación de las adquisiciones:  el Consejo de los Reglamentos de Adquisición para la Defensa y el Consejo del Organismo de Adquisiciones Civiles.

231. La Reglamentación de las Adquisiciones Federales (FAR), que está en vigor desde 1984, reglamenta todas las adquisiciones de suministros y servicios de todos los organismos ejecutivos federales con fondos asignados.  Los reglamentos sobre contratación establecidos por organismos específicos complementan la FAR.  El sistema de la FAR permite a cada organismo ejecutivo y sus suborganismos la elaboración de directrices internas concretas cuyo uso tienen autorizado.  El capítulo 25 de la FAR abarca todas las cuestiones relacionadas con las adquisiciones del Gobierno en el extranjero y establece políticas y procedimientos para la adquisición en el extranjero de suministros, servicios y materiales de construcción.
232. Desde mediados de 2001 se han introducido varios cambios en la FAR.
  Algunos tienen que ver con distintos aspectos de la aplicación de la contratación electrónica.
  Varias enmiendas guardan relación con la aplicación de condiciones de acceso preferencial concedidas a pequeñas empresas
;  algunas tienen por objeto simplificar y aclarar los procedimientos, mientras que otras proponen modificaciones del proceso de licitación y los correspondientes umbrales.

233. Los procesos de contratación se ciñen rigurosamente a la FAR.  En ésta se dispone que los organismos públicos federales publiquen avisos de las oportunidades de contratación propuestas que excedan de 25.000 dólares EE.UU. en la página Web Federal Business Opportunities (FedBizOpps), que ha sustituido al Commerce Business Daily;  existen algunas excepciones, como en caso de que se compren víveres perecederos o de que la publicación de un aviso pueda ocasionar un grave perjuicio al Gobierno.
  FedBizOpps es el único punto de entrada oficial de las oportunidades de contratación pública federal cuyo valor exceda de 25.000 dólares EE.UU.;  en la página también se enumeran los avisos de adjudicación de contratos, las ventas de bienes públicos y otra información sobre contratación para los organismos federales.
  El aviso de toda contratación pública propuesta deberá publicarse en FedBizOpps al menos 15 días antes de que se publique la invitación a presentar ofertas;  a partir de esa fecha, los posibles proveedores deben disponer al menos de 30 días para presentar sus ofertas.  También los gobiernos estatales abarcados por el ACP están obligados a publicar invitaciones a licitar.

234. Un organismo del gobierno federal puede preparar listas de proveedores a condición de que también prepare una justificación por escrito en la que se expliquen las circunstancias de la necesidad de esa lista.  Estas listas no exhaustivas pueden incluir tanto proveedores nacionales como posibles proveedores extranjeros de países parte en el ACP u otros acuerdos internacionales.  Las listas de los proveedores calificados o registrados se hacen públicas.  Algunos de los 37 estados sometidos al ACP utilizan listas de proveedores calificados en el marco de las licitaciones correspondientes a determinados tipos de adquisiciones.

235. Una de las modificaciones legislativas que afectan a los procedimientos de contratación pública es la Ley de gobierno electrónico de 2002 (P.L. Nº 107-347), que creó en la OMB una Oficina de Gobierno Electrónico encargada de administrar un programa de ámbito gubernamental para mejorar el acceso a la información y los servicios gubernamentales y la facilitación de éstos y para mejorar las operaciones de contratación pública.  La Ley establece que se mantenga un sitio Web gubernamental de acceso público y que se acepten las comunicaciones relacionadas con la contratación pública que se presenten en formato electrónico.  La Ley de administración electrónica de 2002 ha originado una serie de iniciativas como el Entorno Integrado para las Adquisiciones, que tiene por objeto crear un solo portal de Internet dedicado a las adquisiciones públicas y que previsiblemente entrará en funcionamiento en octubre de 2003.

236. La Administración de Servicios Generales (GSA) ha puesto en marcha dos programas para aumentar la eficacia del proceso de contratación pública:  el Suministro Mundial de la GSA y GSA Advantage.  El Suministro Mundial de la GSA presenta una selección de suministros que cumplen las políticas de adquisición pública y los reglamentos socioeconómicos.
  El nuevo programa GSA Advantage es un sistema electrónico de compra y pedido en línea que facilita el acceso en línea a los contratistas autorizados.

237. Los posibles contratistas están obligados a inscribirse en el Registro Central para la Contratación (CCR).
 En la actualidad, se han inscrito 5.298 sociedades extranjeras en el CCR (octubre de 2003).  PRO-Net es un directorio nacional estadounidense de pequeñas empresas accesible por Internet que ofrece un instrumento de búsqueda a los funcionarios encargados de la contratación y un enlace con las oportunidades de contratación pública.  En PRO-Net se enumeran 197.040 pequeñas empresas.

238. Al nivel subfederal, la contratación se rige por leyes y reglamentaciones en materia de contratación promulgadas por los gobiernos de los estados u otros gobiernos subfederales.  En algunos casos, cuando la contratación se financia con fondos federales, los estados deben cumplir determinadas prescripciones federales reglamentarias.  Los gobiernos locales disponen de sus propios organismos y umbrales en materia de contratación pública, así como de sus propias políticas al respecto.  En algunos estados se conceden preferencias a los proveedores locales y se aplican prescripciones en materia de contenido nacional en determinadas condiciones (cuadro AIII.2).  Se utilizan preferencias recíprocas entre estados.

c)
Condiciones de acceso
239. La política de los Estados Unidos con respecto al acceso al mercado de la contratación pública es otorgar trato nacional a todo país dispuesto a dar un trato recíproco.  Los Estados Unidos mantienen una serie de restricciones cuyo fin es promocionar la compra de productos nacionales ("Buy American") en lo que se refiere a la contratación no abarcada por el ACP, el TLCAN, el Acuerdo plurilateral de la OMC sobre el Comercio de Aeronaves Civiles, o los acuerdos bilaterales en materia de contratación concluidos con Chile, Singapur, e Israel.

240. Los valores de umbral de los contratos públicos, en DEG, no se han modificado desde que el ACP entró en vigor el 1º de enero de 1996.  Sin embargo, el Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales (USTR) ha revisado periódicamente (generalmente cada dos años) los valores de umbral en dólares de los Estados Unidos.

241. Las compras de suministros sujetas al TLCAN tienen los siguientes valores de umbral:  25.000 dólares EE.UU. para los suministros canadienses;  56.190 dólares EE.UU. para los suministros mexicanos;  56.190 dólares EE.UU. para los servicios;  y 7.304.733 dólares EE.UU. para los servicios de construcción.  El TLCAN no incluye la cobertura de las entidades subcentrales.  La Ley de Comercio con Israel se aplica a la compra de suministros a Israel por un valor comprendido entre 50.000 dólares EE.UU. y el valor de umbral fijado por el ACP.  Los valores de umbral previstos en los acuerdos de libre comercio con Chile y Singapur son de 56.190 dólares EE.UU. para los bienes y servicios y de 6.481.000 dólares EE.UU. para los servicios de construcción, previo ajuste mediante una fórmula.  Los proveedores chilenos de suministros se beneficiaron del trato nacional para la compra de 79 entidades a nivel federal, 37 a nivel de los estados, y otras 10 entidades públicas de los Estados Unidos.

242. La Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses ("Buy American Act"), de 1933, limita la compra por organismos públicos de suministros y materiales de construcción a los declarados "productos finales nacionales" tras una prueba, dividida en dos partes, en la que debe establecerse que el artículo ha sido fabricado en los Estados Unidos y que el costo de los componentes nacionales es superior al 50 por ciento del costo de la totalidad de los componentes.  La Ley no se aplica a los servicios.  Puede haber excepciones a dicha Ley si se determina que la preferencia nacional es contraria al interés público, en caso de no disponerse en los Estados Unidos de un suministro o material, o por no ser razonable el costo.  Se considera que el costo de la oferta nacional no es razonable si el costo del producto extranjero (que en principio no puede adquirirse), con inclusión del derecho de importación más un margen del 6 por ciento, es inferior al de la oferta nacional más barata, en caso de que esa oferta proceda de una gran empresa.  Si la oferta nacional más barata procede de una pequeña empresa, el margen que se añade es del 12 por ciento.  Cuando se trata de compras del Departamento de Defensa, la diferencia de precio debe ser como mínimo del 50 por ciento.  En esta esfera también se permiten preferencias nacionales en virtud de la Ley de Créditos Presupuestarios para el Departamento de Defensa, de 1992.  Algunos estados también conceden preferencia a la compra de productos federales o estatales.

243. El Programa de la Balanza de Pagos, que no está basado en una norma legal, aplica disposiciones similares a las de la Ley "Buy American" a los contratos para la compra de suministros para su utilización por organismos públicos fuera de los Estados Unidos y a los contratos para la construcción, modificación, o reparación de edificios públicos u obras públicas fuera de los Estados Unidos.  Desde el último examen de los Estados Unidos, realizado en 2001, el Programa de la Balanza de Pagos se ha suprimido para las adquisiciones de los organismos civiles.  Sólo es aplicable a las compras por parte del Departamento de Defensa de productos finales para su utilización fuera de los Estados Unidos cuyo valor supere los 100.000 dólares EE.UU.

244. La Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 exime de la aplicación de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses a los productos finales, incluidos los materiales de construcción, de países designados o beneficiarios, entre los que figuran los países parte en el ACP, el TLCAN y otros acuerdos de contratación bilaterales, y los países menos adelantados.
  Los productos finales importados en régimen de franquicia en el marco de la LRECC (excepto los procedentes de Panamá) también se consideran productos con derecho a la exención.
  Para los países designados, aparte del Canadá, Israel, Chile, y Singapur, y para los países beneficiarios de la LRECC, los umbrales aplicables son los del ACP.  Para los países del TLCAN, Israel, Chile, y Singapur, los umbrales son los que se estipulan en cada acuerdo.  Los productos acreedores a la exención reciben trato no discriminatorio.  También están eximidas de las disposiciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses las aeronaves civiles y artículos conexos que satisfagan el criterio de transformación sustancial previsto en la Ley y que procedan de países parte en el Acuerdo de la OMC sobre el Comercio de Aeronaves Civiles.

245. Para las compras del Departamento de Defensa, se ha eximido de las restricciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses y del Programa de la Balanza de Pagos a la adquisición de equipo de defensa producido en un "país que reúna las condiciones de admisibilidad" (país con el que existe un acuerdo de compras recíprocas o un Memorándum de Entendimiento).
  Sin embargo, esa exención no limita las facultades del Secretario de Defensa para restringir las adquisiciones a fuentes nacionales o a rechazar una oferta, de otro modo aceptable, de una fuente de un país admisible en los casos en que ello se considere necesario por motivos de defensa nacional.

246. En algunos casos, los suministros importados para su utilización en contratos públicos pueden quedar exentos de derechos de aduana.  Esos productos se enumeran en los subcapítulos VIII y X del capítulo 98 del arancel de aduanas de los Estados Unidos.  Puede otorgarse también franquicia arancelaria a otros suministros;  en ese caso, debe reducirse el precio contractual en la cuantía del derecho que habría de pagarse si los suministros no entraran con franquicia arancelaria.  Los suministros (excluido el equipo) destinados a embarcaciones o aeronaves para uso del gobierno pueden importarse libres de derechos.

247. La política de contratación también trata de aumentar la participación de las pequeñas empresas, las pequeñas empresas propiedad de veteranos, las pequeñas empresas desfavorecidas, y las pequeñas empresas propiedad de mujeres.  La Ley de Pequeñas Empresas (P.L. 85-536), modificada, exige que cada contrato cuyo valor previsto supere los 2.500 dólares EE.UU. pero no exceda de 100.000 dólares EE.UU. se reserve exclusivamente a pequeñas empresas, a menos que el funcionario encargado de la contratación no pueda obtener ofertas de dos o más pequeñas empresas que sean competitivas con los precios del mercado y con la calidad de los bienes o servicios que se hayan de adquirir.  Se permite a los organismos establecer reservas destinadas a la contratación de servicios de arquitectura y de ingeniería, investigación y desarrollo, y pruebas y evaluación.
248. La Administración de la Pequeña Empresa (SBA) gestiona una serie de programas encaminados a aumentar la capacidad de las pequeñas empresas para competir en la obtención de contratos federales.  Para aplicar y supervisar los programas, la Administración de la Pequeña Empresa negocia objetivos con cada organismo federal.  La SBA anima a las pequeñas empresas a inscribirse en línea en el Registro Central de Contratación.
  También ofrece un nuevo sitio Web llamado "SUB-Net" en el que los contratistas principales publican las oportunidades de subcontratación.
249. Como parte de la promoción de la participación de las pequeñas empresas en la contratación, se han establecido una serie de sistemas de reservas de contratos y preferencias de precios, como el  Programa sobre empresas muy pequeñas, al que está previsto poner fin el 30 de septiembre de 2003, que otorga preferencias a proveedores muy pequeños en las compras de valor estimado superior a 2.500 dólares EE.UU. pero que no exceda de 50.000 dólares EE.UU., cuando la oficina de contratación esté ubicada o el contrato se ejecute en un distrito designado por la SBA.  El Programa sobre la Adjudicación de Contratos para la Potenciación de las Zonas Históricamente Infrautilizadas establece para los contratos federales preferencias tales como reservas de contratos, adjudicaciones a fuentes exclusivas, y evaluaciones de precios en los contratos sin límites, para las pequeñas empresas calificadas ubicadas en las zonas históricamente infrautilizadas (HUBZones);  con ello se ha procurado mejorar las oportunidades de empleo, las inversiones y el desarrollo económico en esas zonas.  Los organismos tienen la obligación de tener en cuenta a las pequeñas empresas de las zonas históricamente infrautilizadas antes de a cualesquiera otros proveedores, entre determinados valores de umbral.  Para las adquisiciones que exceden de los valores de umbral y están abiertas a la competencia, pueden concederse preferencias en materia de precios, que se calculan sumando un factor del 10 por ciento a todas las ofertas.  El Programa de Demostración de la Competitividad de las Pequeñas Empresas, establecido en virtud de la Ley sobre el Programa de Demostración de la Competitividad de las Pequeñas Empresas, de 1988 (P.L. 100-656), se compone de dos elementos principales:  la libre competencia en cuatro grupos industriales designados, en los que no se conceden reservas de contratos;  y una mayor participación de la pequeña empresa en 10 categorías de industrias especificadas por los organismos.

250. La Administración de la Pequeña Empresa gestiona dos programas de asistencia a las empresas destinados a las pequeñas empresas desfavorecidas:  el Programa 8 a) de Desarrollo de Empresas;  y el Programa de Certificación de Pequeñas Empresas Desfavorecidas.  El Programa 8 a) ofrece una amplia gama de medidas de asistencia a las empresas social y económicamente desfavorecidas.  El Programa 8 a) ayuda a los organismos federales a lograr un objetivo de participación de pequeñas empresas desfavorecidas del 5 por ciento, a nivel de todo el Gobierno, en los contratos principales autorizando contratos de fuente exclusiva a las empresas que se acogen al Programa 8 a) o contratos de competencia restrictiva entre las empresas del Programa.
  La ventaja principal de la certificación de las pequeñas empresas desfavorecidas es la concesión de créditos de evaluación para los contratistas principales que han logrado los objetivos de subcontratación de las pequeñas empresas desfavorecidas.  Para que la SBA certifique que una pequeña empresa tiene la condición de pequeña empresa desfavorecida, dicha empresa debe ser propiedad y estar bajo el control en un 51 por ciento, como mínimo, de una persona considerada social y económicamente desfavorecida.  Los estados también llevan a cabo sus propios programas de reservas de contratos (cuadro AIII.2).

251. El Departamento de Comercio determina cada año a través del Sistema de Clasificación Industrial de América del Norte (NAICS), Subsector y Región Industrial, los mecanismos de contratación y factores de aplicación (porcentajes), en caso de haberlos, de las pequeñas empresas desfavorecidas autorizadas.  La determinación del Departamento de Comercio debe incluir los factores aplicables, por Subsector Industrial del NAICS, que se utilizarán en el ajuste de la evaluación de los precios para las pequeñas empresas desfavorecidas.

252. En el ejercicio de 2001, el valor de los contratos adjudicados mediante los programas preferenciales o de reserva representó el 8,1 por ciento del total de contratos federales principales adjudicados.
  Los contratos principales adjudicados a todas las pequeñas empresas alcanzaron el 22,8 por ciento del total, ligeramente por debajo del objetivo fijado del 23 por ciento.

253. En virtud del Programa de Fianzas para la Pequeña Empresa, la SBA está autorizada a garantizar fianzas a empresas fiadoras para contratos de construcción, servicios y suministros cuyo valor no exceda de 2 millones de dólares EE.UU., y a rembolsar esas fianzas hasta un monto equivalente al 90 por ciento de las pérdidas incurridas en caso de que el contratista resulte moroso.  Las fianzas se emiten a través de empresas avalistas y aseguradoras.  Tanto la empresa avalista como el contratista abonan un derecho para una obligación de garantía de la SBA.  El número de fianzas garantizadas a contratistas fue de 7.372 en el ejercicio de 2002;  los recursos disponibles en el Fondo de Fianzas ascendieron a 4.200 millones de dólares EE.UU.

d)
Aplicación y supervisión
254. El proceso del "Título VII", inicialmente establecido en el marco del Título VII de la Ley General de Comercio Exterior y Competencia de 1988, modificada, proporcionó los medios para identificar las prácticas de contratación discriminatorias de gobiernos extranjeros y para supervisar y aplicar los acuerdos internacionales vigentes.  Tras la expiración de la legislación relativa al Título VII en 1996, el proceso fue reinstaurado por la Orden Ejecutiva 13116 en marzo de 1999, por un período de tres años, 1999-2001.
  Esos informes se interrumpieron en 2001.

255. En virtud del artículo 305 g) 1) de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, los Estados Unidos vienen aplicando sanciones, desde mayo de 1993, a determinados Estados miembros de la UE de los que se considera que discriminan contra los productos y servicios de los Estados Unidos en sus prácticas de contratación pública.  Las sanciones se aplican a los productos finales y a los materiales de construcción no abarcados por el ACP, a todos los contratos de servicios de valor inferior a los valores de umbral del ACP, y a una gama de contratos de servicios de cualquier valor.  Las sanciones no se aplican a los contratos del Departamento de Defensa o a los contratos adjudicados y ejecutados fuera de los Estados Unidos.
ii) Comercio de Estado

256. Las 13 entidades siguientes se incluyeron en la primera notificación de empresas comerciales del Estado presentada por los Estados Unidos en 1995 al Grupo de Trabajo sobre las Empresas Comerciales del Estado de la OMC:  la Corporación de Crédito para Productos Básicos;  el Programa Federal del Helio;  el Programa de Producción y Distribución de Isótopos;  la Corporación Estadounidense de Enriquecimiento de Uranio;  las Reservas de Petróleo y de Esquistos Bituminosos de la Marina;  las Reservas Estratégicas de Petróleo;  la Reserva Nacional de Materiales Estratégicos y Esenciales;  la Autoridad del Valle del Tennessee;  y las Administraciones de Comercialización de Electricidad de Alaska, Bonneville y las Regiones Sudoriental, Sudoccidental y Occidental.
  La notificación de 1996 incluyó información actualizada sobre la Corporación de Crédito para Productos Básicos.
  Según esa notificación, la Corporación de Crédito para Productos Básicos se creó para estabilizar, sostener y proteger los ingresos de las explotaciones y los precios de los productos agropecuarios, y está facultada para promover la exportación de productos agropecuarios estadounidenses mediante ventas, pagos a los exportadores, créditos directos y otras actividades relacionadas con la exportación de productos básicos, (para mayores detalles véase el capítulo IV 2)).  Desde 1997 no ha habido ninguna notificación de actividades de comercio de Estado.

257. Según la información facilitada por las autoridades en el contexto del presente examen, el Programa de Producción y Distribución de Isótopos produce y vende isótopos radiactivos y estables, subproductos y materiales excedentarios, y servicios de isótopos conexos.

258. La Administración de Comercialización de Electricidad de Bonneville, y las de las Regiones Sudoriental, Sudoccidental y Occidental comercializan al por mayor la electricidad generada en embalses hidroeléctricos de propiedad y gestión públicas.  Las Administraciones de la Electricidad de la Región Sudoriental y la Región Sudoccidental sólo realizan compras internas destinadas a la reventa o el consumo y ventas a clientes a los que se conceden preferencias nacionales (por ejemplo, servicios públicos, cooperativas y grandes usuarios industriales dentro de sus respectivas regiones) y a otros clientes dentro y fuera de sus respectivas regiones.  La Administración de la Electricidad de Bonneville y la Administración de la Electricidad de la Región Occidental participan en ese tipo de transacciones nacionales y también realizan operaciones de compraventa internacional de energía eléctrica.  La Administración de Bonneville también vende servicios de transmisión a entidades estadounidenses y extranjeras.  De conformidad con la Ley de Lucha contra las Inundaciones de 1944, el Secretario de Energía debe transmitir y disponer de la energía y la electricidad generada por los proyectos del Cuerpo de Ingenieros del Ejército de manera que se fomente su uso generalizado a los precios más bajos posibles para los consumidores de forma compatible con unos principios comerciales juiciosos. La Ley dispone que se dará preferencia a las entidades públicas y las cooperativas en la venta de la electricidad y energía generadas.  Las ventas preferentes y no preferentes de la Administración de la Electricidad de Bonneville están reguladas por otras disposiciones jurídicas específicas.

259. La Reserva Estratégica de Petróleo es una reserva de petróleo bruto que el Departamento de Energía gestiona para complementar las existencias de petróleo de los Estados Unidos.  El principal objetivo de la Reserva es poder suplir las importaciones de petróleo crudo en el caso de una "situación de urgencia energética", según se define en la Ley de Política Energética y Ahorro de Energía.  Si el Presidente declarara una emergencia energética y decretara la utilización de las reservas, el petróleo de la Reserva Estratégica de Petróleo se distribuiría en los Estados Unidos mediante venta competitiva. 
260. Las Reservas de Petróleo y de Esquistos Bituminosos de la Marina extraen de los yacimientos petrolíferos propiedad del Estado petróleo crudo, gases de petróleo y otros hidrocarburos para venderlos en el mercado libre.  El objetivo primordial de las Reservas de Petróleo y de Esquistos Bituminosos de la Marina es el abastecimiento de petróleo crudo y productos del petróleo para fines de defensa nacional.
261. No se dispuso de información sobre las actividades de la Autoridad del Valle del Tennessee, el Programa Federal del Helio y la Reserva Nacional de Materiales Estratégicos y Esenciales. La Corporación Estadounidense de Enriquecimiento de Uranio fue privatizada en 1998 en aplicación de la Ley Pública 104-134.

iii) Derechos de propiedad intelectual

a)
Visión general
262. Los Estados Unidos notificaron a la OMC sus leyes y reglamentos sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio en 1996.
  Esas notificaciones se complementaron en 1998.
  Los Estados Unidos son miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y son parte, entre otros, en el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial y el Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas. También son parte en el Tratado de Cooperación en materia de Patentes;  el Tratado sobre Derecho de Marcas;  el Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas (Protocolo de Madrid);  el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor y el Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas.  Los Estados Unidos son miembro del Convenio para la protección de los productores de fonogramas contra la reproducción no autorizada de sus fonogramas (Convenio de Ginebra), pero no son miembro de la Convención internacional sobre la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión (Convención de Roma).

263. Tradicionalmente, los Estados Unidos han tenido un excedente importante en la balanza de pagos de los intercambios relacionados con la propiedad intelectual, en términos de regalías y derechos de licencia.  En 2002, los ingresos netos ascendieron a 23.100 millones de dólares EE.UU., cifra superior a los 22.300 millones de dólares EE.UU. percibidos en 2001.  Las sumas percibidas ascendieron a 43.000 millones de dólares EE.UU., y los pagos a 20.000 millones de dólares EE.UU. (cuadro III.12).

264. Los Estados Unidos consideran que la política general tendiente a la protección de los derechos de propiedad intelectual contribuye a fomentar la competitividad del mercado.  Los Estados Unidos utilizan medios civiles y penales para hacer observar los derechos de propiedad intelectual y vigilan el cumplimiento de esos derechos por parte de sus interlocutores comerciales por medio de las investigaciones con arreglo al artículo 301 especial, así como mediante iniciativas comerciales regionales y multilaterales.  A nivel multilateral, los Estados Unidos consideran su participación en instituciones como la OMC o la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) como un importante instrumento para promover la protección eficaz de los derechos de propiedad intelectual y asegurarse de que las medidas y procedimientos para la observancia de esos derechos no se conviertan en obstáculos al comercio.

265. Con arreglo a la legislación de los Estados Unidos, las importaciones paralelas de mercancías que contienen derechos de propiedad intelectual protegidos pueden ser restringidas por el titular del derecho.  En algunos casos, las importaciones paralelas de mercancías que ostentan marcas o nombres comerciales pueden ser detenidas por la Aduana en la frontera.  En el caso de las marcas de fábrica o de comercio para mercancías idénticas o similares fabricadas en el extranjero existe una excepción a la protección de las importaciones paralelas,  cuando el titular estadounidense del derecho es propietario de la marca en el extranjero, o cuando el titular del derecho estadounidense y el titular extranjero pertenecen a la misma entidad o están controlados por la misma entidad.

Cuadro III.12

Regalías y derechos de licencia, 1995-2002

(En millones de dólares EE.UU.)

	ADVANCE \d 3
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002a

	CobrosADVANCE \d 3

	Total
	30.289
	32.470
	33.228
	35.626
	36.902
	39.607
	38.668
	42.959

	Empresas afiliadas
	22.859
	24.556
	24.465
	26.313
	26.507
	26.816
	25.874
	29.397

	Empresas no afiliadas
	7.430
	7.915
	8.763
	9.314
	10.395
	12.791
	12.795
	13.562

	PagosADVANCE \d 1

	ADVANCE \d 1Total
	6.920
	7.837
	9.161
	11.235
	12.609
	16.115
	16.359
	19.899

	ADVANCE \d 1Empresas afiliadas
	5.257
	5.406
	6.749
	8.547
	9.876
	12.180
	13.008
	15.404

	ADVANCE \d 1Empresas no afiliadas
	1.663
	2.431
	2.412
	2.688
	2.733
	3.935
	3.351
	4.495

	Pagos netos
	23.369
	24.634
	24.067
	24.392
	24.293
	23.492
	22.310
	23.060


a
Cifras preliminares (mayo de 2003).
Fuente:
Departamento de Comercio de los Estados Unidos, Oficina de Análisis Económicos,  International Accounts Data.  U.S. International Services;  Cross-Border Trade & Sales Through Affiliates, 1986-2001 (Cuadro 4-16.02: Regalías y derechos de licencia, 1986-2001).

266. Los Estados Unidos han firmado un número considerable de acuerdos bilaterales de propiedad intelectual.  En términos generales, esos acuerdos se basan, como mínimo, en el Acuerdo sobre los ADPIC de la OMC y no siempre prevén períodos de transición.  El 2 de agosto de 2003, los Estados Unidos depositaron en la OMPI su instrumento de adhesión al Protocolo de Madrid, que surtió efecto en los Estados Unidos el 2 de noviembre de 2003.  Además, en los acuerdos de libre comercio firmados con Chile y Singapur, se incluyeron cuestiones relacionadas con la protección de los derechos de propiedad intelectual, en los capítulos 17 y 16 respectivamente.

267. En el contexto de las negociaciones relativas al Acuerdo sobre los ADPIC para concluir la labor iniciada en el Consejo sobre los ADPIC en relación con la aplicación del párrafo 4 del artículo 23, los Estados Unidos presentaron, junto con otros países, una propuesta relativa a un sistema multilateral para la notificación y el registro de las indicaciones geográficas de los vinos y las bebidas espirituosas.

b)
Patentes
268. Durante el ejercicio de 2002, se presentaron 353.394 solicitudes de patente, y se expidieron 177.317 patentes;  la duración media del trámite de las solicitudes de patente en la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos fue de 24 meses (cuadro III.13).  El número de solicitudes de patente recibidas por la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos en el ejercicio de 2002 se incrementó en un 2,5 por ciento con respecto al ejercicio anterior y en alrededor de un 55 por ciento con respecto al ejercicio de 1995.  En el ejercicio de 2002 se presentaron más solicitudes de patente que en cualquier año anterior, a pesar de la desaceleración de la economía;  no obstante, el número de patentes expedidas fue inferior al de ejercicios anteriores, aunque superior en alrededor de un 55 por ciento al número de patentes expedidas en el ejercicio de 1995.
Cuadro III.13

Resumen de las actividades de examen de patentes, ejercicios 1995-2002 (al 30 de septiembre de cada ejercicio)

	Actividad de examen de patentes
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Total de solicitudes presentadasa
	228.238
	211.013
	232.424
	256.666
	278.268
	311.807
	344.717
	353.394

	Utilidadb
	212.377
	195.187
	215.257
	238.850
	259.618
	291.653
	324.211
	331.580

	Planta
	452
	665
	621
	658
	759
	786
	914
	1.134

	Dibujos o modelos
	15.409
	15.161
	16.546
	16.576
	17.227
	18.563
	18.636
	19.706

	Porcentaje correspondiente a solicitudes extranjeras del total de solicitudes
	41,6
	45,2
	44,0
	44,3
	44,5
	44,3
	..
	..

	Patentes otorgadas
	114.241
	116.875
	122.977
	154.579
	159.166
	182.223
	187.822
	177.317

	Utilidad
	101.895
	104.900
	111.979
	139.298
	142.856
	164.490
	169.576
	160.843

	Reexpedición
	294
	191
	267
	284
	393
	561
	504
	466

	Planta
	390
	338
	400
	577
	437
	453
	563
	912

	Dibujos o modelos 
	11.662
	11.346
	10.331
	14.420
	15.480
	16.719
	17.179
	15.096

	Porcentaje correspondiente a patentes extranjeras del total de las patentes otorgadas 
	43
	43
	44
	44
	44
	45
	46
	..

	Duración media del trámitec
	19,2
	20,8
	22,2
	23,8
	25,0
	25,0
	24,7
	24,0

	Porcentaje del total de patentes expedidas correspondiente a inventores residentes en los Estados Unidos
	56,6
	57
	56,3
	55,6
	55,6
	55,1
	53,6
	..


..
No disponible.

a
Con exclusión de las reexpediciones.

b
Las patentes de utilidad incluyen las aplicaciones químicas, eléctricas y mecánicas.

c
Plazo medio (en meses) transcurrido entre la presentación de la solicitud y la expedición de la patente o el abandono de la solicitud sobre utilidad o planta, o de la solicitud de reexpedición, con exclusión de las patentes de dibujos o modelos.
Fuente:
Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.

269. El porcentaje de patentes expedidas por la Oficina de Patentes y Marcas a no residentes viene aumentando desde hace unos años.  En el ejercicio de 2001, el 53,6 por ciento de todas las patentes expedidas correspondió a inventores residentes en los Estados Unidos, mientras que en el ejercicio de 2000 correspondió a ese grupo el 55,1 por ciento de las patentes expedidas.  El 46,4 por ciento de las patentes expedidas recayó en no residentes (principalmente empresas), siendo los países que más patentes obtuvieron el Japón (19,0 por ciento) y Alemania (6,5 por ciento).  Entre los 10 países principales, el Taipei Chino, Suecia y Alemania han registrado un importante aumento en los últimos años (cuadro III.14).  De entre las 10 principales entidades del sector privado que recibieron patentes en el año civil 2002 cuatro fueron empresas de los Estados Unidos y seis empresas japonesas.

Cuadro III.14
Solicitudes de patentes estadounidenses presentadas por personas no residentes en los Estados Unidos, y patentes otorgadas, 10 principales países, ejercicios 1999-2002

	
	1999
	2000
	2001
	2002

	País
	(1)
	(2)
	(1)
	(2)
	(1)
	(2)
	(1)
	(2)

	Japón
	47.413
	32.514
	54.365
	32.923
	62.676
	34.890
	57.214
	..

	Alemania
	17.446
	9.895
	17.858
	10.822
	19.776
	11.894
	18.424
	..

	Taipei Chino
	11.392
	4.526
	10.308
	5.806 
	12.403
	6.545
	12.806
	..

	Reino Unido
	7.128
	3.900
	7.613
	4.090
	8.464
	4.356
	7.678
	..

	Canadá
	7.006
	3.678
	7.146
	3.925
	7.802
	4.063
	7.379
	..

	Francia
	6.398
	4.097
	6.859
	4.173
	7.154
	4.456
	6.414
	..

	Corea
	5.634
	3.679
	5.882
	3.472
	6.792
	3.763
	7.210
	..

	Italia
	2.835
	1.686
	3.031
	1.967
	3.185
	1.978
	2.952
	..

	Suecia
	2.770
	1.542
	2.840
	1.738
	3.001
	1.935
	2.231
	..

	Suiza
	2.245
	1.390
	2.318
	1.458
	2.494
	1.557
	2.253
	..

	Países Bajos
	2.158
	1.396
	2.446
	1.410
	2.822
	1.494
	2.637
	..

	Origen extranjero, total 
	125.423
	75.056
	136.102
	79.070
	154.205
	85.388
	156.824
	..


..
No disponible.
Nota:
(1) = Número de solicitudes de patente;  (2) = Número de patentes otorgadas.
Fuente:
Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.  General Statistical Reports;  TAF Special Report All Patents All Types (April 2002);  y Performance and Accountability Report:  Fiscal Year 2002.

270. Las leyes de los Estados Unidos relativas a las patentes están codificadas en el título 35 del Código de los Estados Unidos (35 U.S.C.), en su forma enmendada.  Las invenciones consideradas patentables son las que corresponden a una de las categorías estatutarias de 35 U.S.C. 101.  Las patentes son otorgadas por la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos, que aplica la regla de la primera invención (los Estados Unidos son el único Miembro de la OMC que utiliza esta regla).  Las patentes de invención (patentes de utilidad) están protegidas por un plazo de 20 años a partir de la fecha en que se presentó la primera solicitud de patente de los Estados Unidos no provisional.  Respecto de las solicitudes presentadas antes del 8 de junio de 1995, o que estaban en vigor en esa fecha, el plazo de protección es de 20 años contados a partir de la fecha de presentación o 17 años a partir de la fecha del otorgamiento de la patente, si ese plazo es más largo.  El plazo de protección puede ser prorrogado para compensar las demoras causadas por la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos;  el período de la prórroga se determina mediante una fórmula.  Las patentes de dibujos y modelos industriales tienen un plazo de protección de 14 años contados a partir de la fecha de su otorgamiento.  Las patentes tienen validez a partir de la fecha de expedición.  Con sujeción a ciertas excepciones, las solicitudes se publican después de un período de 18 meses a partir de la fecha de la solicitud más antigua.  Los Estados Unidos son parte en el Tratado de Cooperación en materia de Patentes de la OMPI.
271. A las solicitudes de patentes presentadas en un país extranjero que es Miembro de la OMC o signatario del Convenio de París se les concede un plazo de prioridad de hasta 12 meses contados a partir de la fecha en que se presentó la solicitud a la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.  El plazo de prioridad para las solicitudes internacionales de las partes en el Tratado de Cooperación en materia de Patentes es de 30 meses.  Los nacionales estadounidenses pueden presentar sus solicitudes internacionales en el marco del Tratado de Cooperación en materia de Patentes a la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos o a la Oficina Internacional de la OMPI, si las disposiciones relativas a la seguridad nacional correspondientes a la patente permiten su presentación en el extranjero.  Todos los solicitantes deben ser inventores. La Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos viene participando activamente con organismos de otros países en el Comité de Reforma del PCT, en la preparación de un nuevo proyecto para mejorar la calidad de las búsquedas y el examen de las solicitudes presentadas en el marco del Tratado.  La Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos apoya la armonización de la legislación en materia de patentes y la convergencia de las prácticas nacionales e internacionales.
  La Oficina de Patentes y Marcas tiene la opinión de que el proceso del PCT contribuye a promover el comercio estadounidense a escala mundial.
  En el ejercicio de 2002, se presentaron en los Estados Unidos, utilizando el proceso del PCT, unas 42.000 solicitudes internacionales de patente  (de las 114.000 que se presentaron en todo el mundo).

272. La Ley de Habilitación de la Oficina de Patentes y Marcas de 2002 (Título III, Subtítulo A de la P.L. 107-273)
, promulgada en noviembre de 2002, introdujo modificaciones y correcciones técnicas en la Ley de protección de los inventores norteamericanos de 1999, la cual había introducido, entre otras cosas, la compensación por las demoras en el trámite de las solicitudes de patente y la garantía de las patentes por un plazo mínimo de 17 años, y había mejorado la participación de terceros en el reexamen de las patentes.
  La Ley de 2002 introdujo algunas prescripciones y directrices administrativas, y algunas enmiendas a la ley federal en materia de patentes.  Por ejemplo, modificó la ley federal de patentes para estipular que los terceros solicitantes podrán invocar un procedimiento contradictorio de reexamen de una patente a la luz de nuevas pruebas (estado anterior de la técnica) que afecten a su patentabilidad.  La Ley hace esa cláusula retroactiva a la promulgación de la Ley general de reforma de las comunicaciones y la propiedad intelectual de 1999.  La Ley modificó asimismo el título 35 del Código de los Estados Unidos, añadiendo una disposición según la cual el hecho de que una patente haya sido considerada por la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos no excluye la existencia de una nueva cuestión sustancial sobre su patentabilidad.

273. La Ley de Enmiendas Técnicas en materia de Propiedad Intelectual y Tecnología Avanzada de 2002 (Título III, Subtítulo B de la P.L. 107-273) modificó la Ley de protección de los inventores norteamericanos suprimiendo las limitaciones a la incoación de acciones civiles, y permitiendo que, en los procedimientos de reexamen, los terceros puedan apelar al Tribunal de Apelaciones del Circuito Federal de los Estados Unidos, o ser parte en los recursos de apelación interpuestos por el titular de la patente.  La Ley también introdujo disposiciones que permiten a un tercero solicitante apelar contra una decisión de la Junta de Apelaciones e Interferencias de Patentes.  Según otra enmienda de la Ley a la Ley de protección de los inventores estadounidenses, el período de publicación de 18 meses que la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos concede a las solicitudes de patente publicadas en el extranjero es también aplicable en la fase internacional de una solicitud internacional, y no sólo en la fase nacional.

274. En 2002, la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos concibió el Plan Estratégico del siglo XXI, un plan quinquenal destinado a mejorar la tramitación electrónica de las solicitudes de patente y a simplificar el proceso de solicitud de patentes, con objeto de reducir la duración media del trámite de las solicitudes.  La Oficina de Patentes y Marcas publicó las normas de práctica en junio de 2003 para que el plan empezara a aplicarse el 30 de julio de 2003 y tuviera establecido un sistema operativo para la tramitación electrónica de las solicitudes de patente para el 1º de octubre de 2004.  El público podrá consultar por vía electrónica los antecedentes de las patentes mediante el sistema de recuperación de información sobre solicitudes de patente (Patent Application Information Retrieval ‑PAIR).  El plan llevó aparejada una modificación de los derechos, en virtud de la cual se estableció un derecho único por concepto de presentación, búsqueda y examen de patentes.

275. La Oficina de Patentes y Marcas está dirigiendo las negociaciones de los Estados Unidos en el Comité Permanente sobre el Derecho de Patentes, un esfuerzo internacional encaminado a la armonización del derecho de patentes y las subsiguientes modificaciones en las leyes y prácticas de los Estados Unidos.
  Algunas de las cuestiones objeto de debate podrían llevar a una revisión de la legislación estadounidense en esferas tales como la prioridad de la invención, la materia patentable, la prueba de "disciplina útil", los requisitos de divulgación, las invenciones múltiples en una aplicación única, los requisitos de utilidad para el derecho a la patente, y el trato de las revelaciones que puedan invalidar una reivindicación de patente.

276. Con respecto a las invenciones de propiedad federal, de conformidad con la Ley de comercialización de la transferencia de tecnología de 2000 (P.L. Nº:  106-404), un organismo federal puede conceder una licencia exclusiva o parcialmente exclusiva, si ello representa un incentivo necesario para atraer la inversión necesaria para aplicar en la práctica la invención, o para fomentar su utilización por el público.  La concesión de la licencia debe considerarse de interés público y no debe reducir sustancialmente la competencia o ser contraria a las leyes federales antimonopolio.  Además, por lo general, un organismo federal únicamente concederá licencias a titulares que accedan a fabricar sustancialmente en los Estados Unidos los productos que incorporen la invención o en cuya producción se utilice la invención, ya que esas invenciones se han financiado con cargo a fondos federales del Gobierno de los Estados Unidos.  

277. El Gobierno de los Estados Unidos puede permitir la utilización de la materia de una patente sin la autorización del titular;  en algunos casos tiene un fundamento jurídico específico, como la Ley de Energía Atómica y la Ley de Protección de la Calidad del Aire.  Esas disposiciones no se han utilizado en los últimos 20 años.

278. En la Declaración de Doha relativa al Acuerdo sobre los ADPIC y la Salud Pública, de noviembre de 2001, los Ministros de los Miembros de la OMC reconocieron la gravedad de los problemas de salud pública que afligen a muchos países en desarrollo y menos adelantados, especialmente los resultantes del VIH/SIDA, la tuberculosis, el paludismo y otras epidemias.  Entre otras cosas, en la Declaración se hacen aclaraciones sobre algunas de las flexibilidades contenidas en el Acuerdo sobre los ADPIC, al tiempo que se mantienen los compromisos contraídos por los Miembros en el Acuerdo.  En el párrafo 6 de la Declaración, los Ministros reconocieron que los Miembros de la OMC cuyas capacidades de fabricación en el sector farmacéutico fueran insuficientes o inexistentes podrían tropezar con dificultades para hacer un uso efectivo de las licencias obligatorias con arreglo al Acuerdo, y encomendaron al Consejo sobre los ADPIC que encontrase una pronta solución a este problema y que informase al respecto antes del fin de 2002.
 

279. En enero de 2003, los Estados Unidos notificaron una moratoria respecto del recurso a la solución de diferencias para atender las necesidades de los países en desarrollo y menos adelantados Miembros cuyas capacidades de producción en el sector farmacéutico fueran inexistentes o insuficientes.
  En agosto de 2003, los Estados Unidos se unieron a otros Miembros de la OMC en una decisión sobre la aplicación del párrafo 6 de la Declaración, la cual facilita la importación de medicamentos genéricos más baratos para los países pobres, en el marco de licencias obligatorias, en el caso de que no puedan fabricar las medicinas por sí mismos.  En el contexto de la adopción de la Decisión, el Presidente del Consejo General afirmó que había un entendimiento común de que la decisión se utilizaría de buena fe para hacer frente a los problemas de salud pública, y no para la consecución de objetivos de política industrial y comercial, y que era importante asegurarse de que las medicinas suministradas en el marco de la decisión no fueran desviadas de los mercados que tienen como destino.

c)
Marcas de fábrica o de comercio

280. En el ejercicio de 2002, la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos expidió un número sin precedentes de registros de marcas de fábrica o de comercio (164.457, cuadro III.15).  Durante el ejercicio de 2002, el número de solicitudes presentadas a la Oficina de Patentes y Marcas se redujo considerablemente (se presentaron 207.827 solicitudes de marcas de fábrica o de comercio, frente a 232.939 en el ejercicio de 2001), al tiempo que se reducía también el número de primeras medidas sobre las marcas.  La duración media total del trámite aumentó, pasando de 16,4 meses en el ejercicio de 2001 a 18,3 meses en el ejercicio de 2002, debido a la reducción sustancial (aproximadamente en una tercera parte) del personal encargado del examen de marcas de fábrica o de comercio durante ese último ejercicio.
Cuadro III.15

Resumen de las actividades de examen de las marcas de fábrica o de comercio, 1997-2002

	
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Solicitudes de registro
	
	
	
	
	
	

	Solicitudes presentadasa
	188.080
	193.034
	240.308
	296.490
	232.939
	207.827

	Solicitudes, inclusive de clases adicionales
	224.355
	232.384
	295.165
	375.428
	296.388
	258.873

	Curso dado a las solicitudes
	
	
	
	
	
	

	Registros
	112.509
	106.279
	104.324
	127.794
	124.502
	164.457

	Abandonos
	64.409
	71.838
	77.184
	101.099
	142.973
	120.102

	Primeras medidas sobre las marcas 
	226.651
	238.191
	338.937
	352.325
	464.618
	253.187

	Solicitudes aprobadas para su publicación
	149.721
	145.209
	181.366
	203.251
	235.419
	217.487

	Certificados de registro expedidos
	97.294
	89.634
	87.774
	106.383
	102.314
	133.225

	Total de certificados de registro activosb
	839.071
	901.805
	931.273
	1.020.126
	1.063.164
	1.116.200

	Renovación de registros
	
	
	
	
	
	

	Solicitudes presentadas
	6.720
	7.413
	7.944
	24.435
	24.174
	34.325

	Registros renovados
	7.389
	6.504
	6.280
	8.821
	31.477
	29.957

	Notificaciones de concesiones expedidas
	80.693
	78.072
	82.940
	120.177
	120.166
	158.868

	Duración media del trámitec (meses)
	16,3
	17,8
	18,9
	16,0
	16,4
	18,3


a
Se refiere a las solicitudes de marcas de fábrica o de comercio individuales presentadas a la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.

b
Se refiere a las solicitudes de todas las 47 clases de marcas de fábrica o de comercio.  Se pueden presentar solicitudes relativas a varias clases de marcas al mismo tiempo.

c
Tiempo transcurrido entre la solicitud y la notificación de concesión.
Fuente:
Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.
281. En los Estados Unidos, los derechos sobre las marcas de fábrica o de comercio están protegidos por la ley federal y por las leyes de los estados.  Con pocas excepciones, la protección dimana del uso efectivo de la marca.  No se requiere el registro federal para establecer los derechos sobre una marca, ni para usarla, pero el registro otorga al titular derechos adicionales sobre la marca, como la presunción legal de propiedad y el derecho a utilizarla en relación con los bienes y servicios identificados en el registro.

282. El registro federal de marcas, que incluye las marcas de fábrica o de comercio, las marcas de servicios, las marcas colectivas y las marcas de certificación (marcas comerciales) se rige por la Ley de Marcas de Fábrica o de Comercio de 1946, en su forma enmendada, y los correspondientes reglamentos para su aplicación.  Las solicitudes de registro federal de marcas de fábrica o de comercio se presentan en la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.  Los registros federales de marcas de fábrica o de comercio tienen una validez inicial de 10 años y son renovables indefinidamente por períodos de 10 años, siempre que se cumplan los requisitos legales y reglamentarios.  No se exige que una marca de fábrica o de comercio se utilice comercialmente antes de presentar una solicitud de registro federal.  Ahora bien, el registro federal de una marca de fábrica o de comercio se cancelará a menos que entre el quinto y el sexto año siguiente a la fecha del registro de la marca se presente una declaración jurada de uso o de no uso aceptable.  Las solicitudes de registro presentadas a la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos se examinan sobre la base de la fecha de presentación, teniendo en cuenta las reivindicaciones de prioridad en virtud del Convenio de París u otros acuerdos.  Los extranjeros que soliciten el registro de una marca en la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos ya no están obligados a designar a un representante en los Estados Unidos.
283. En 2002 se introdujeron cambios importantes en la legislación de los Estados Unidos relativa a las marcas de fábrica o de comercio.  La Ley de Aplicación del Protocolo de Madrid de 2002 (Título III, Subtítulo C de la P.L. 107-273), en vigor desde noviembre de 2002, modificó la Ley de Marcas de Fábrica o de Comercio de 1946 para poner en aplicación las disposiciones del Protocolo de Madrid en los Estados Unidos.
  Desde el momento de la entrada en vigor del Protocolo de Madrid en los Estados Unidos, el 2 de noviembre de 2003, el titular de una solicitud de marca de fábrica o de comercio pendiente o de un registro de marca de fábrica o comercio expedido por la Oficina de Patentes y Normas de los Estados Unidos, que sea nacional de los Estados Unidos, esté domiciliado en los Estados Unidos o posea un establecimiento industrial o comercial en los Estados Unidos, tiene derecho a presentar una solicitud internacional a la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.  También como resultado de la aplicación del Protocolo de Madrid, los titulares de registros internacionales basados en registros estadounidenses pueden solicitar a la Oficina Internacional de la OMPI o la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos una ampliación de la protección en otros Estados miembros del Protocolo de Madrid. 
284. En julio de 1999, el  artículo 211 de la Ley General de Asignaciones del Presupuesto de los Estados Unidos de 1998, relativo al registro, la renovación o la observancia en los Estados Unidos de marcas de fábrica o de comercio, nombres comerciales o nombres de comercio relacionados con patrimonios confiscados en Cuba fue impugnado ante la OMC por la Unión Europea.
  El Órgano de Solución de Diferencias de la OMC adoptó los informes del Órgano de Apelación y del grupo especial, los cuales constataron que algunas partes del artículo 211 eran incompatibles con las obligaciones de trato nacional y trato NMF contraídas por los Estados Unidos en el marco del Acuerdo sobre los ADPIC, pero rechazaron la mayoría de las restantes alegaciones de la UE.
  Los Estados Unidos disponen de un plazo que vence el 31 de diciembre de 2003 para aplicar las recomendaciones y resoluciones de la OMC.

d)
Indicaciones geográficas
285. Los Estados Unidos ofrecen protección de las indicaciones geográficas, normalmente a través de registros de certificaciones distintivas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Marcas de Fábrica o de Comercio de 1946, modificada (15 U.S.C. § 1051 et seq.).  La protección de las indicaciones geográficas, sean de origen nacional o extranjero, se aplica a toda clase de bienes.  En el sitio Web de la USPTO (Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos) figura información sobre esos registros y sobre todos los demás registros de marcas de fábrica o de comercio en los Estados Unidos.
286. Además, los Estados Unidos protegen las indicaciones geográficas que no están registradas.  Las autoridades señalaron, por ejemplo, que la Junta de Litigios y Recursos en materia de Marcas, un órgano de apelación administrativo dependiente de la USPTO, ha sostenido que el término "Cognac" está protegido como una certificación distintiva de "common-law" (es decir, no registrada) en los Estados Unidos. 

e)
Derechos de autor

287. En los Estados Unidos los derechos de autor están protegidos en la jurisdicción federal en virtud de la Ley de Derechos de Autor de 1976, modificada (17 U.S.C.).  Los Estados Unidos conceden automáticamente protección a las obras de derecho de autor, incluidos los programas de ordenador, procedentes de todos los países Miembros de la OMC y los signatarios del Convenio de Berna, entre otros.  Desde 1998, la duración de la protección de los derechos de autor para obras creadas después del 1º de enero de 1978 es la de la vida del autor más 70 años;  para las obras anónimas, las obras publicadas bajo seudónimo y las obras creadas por encargo remunerado, la protección se extiende a 95 años después de la publicación, o 120 años después de la creación, si ese plazo es menor.

288. La Ley de Derechos de Autor de 1976 otorga por lo general al titular del derecho de autor el derecho exclusivo de reproducir la obra protegida por el derecho de autor, preparar obras derivadas, distribuir copias o discos fonográficos de la obra protegida por el derecho de autor, interpretar o ejecutar en público la obra protegida por el derecho de autor, o exhibir en público la obra protegida por el derecho de autor.  El derecho de autor protege la forma de expresión más que las ideas implícitas en una obra protegida.  Los programas de ordenador y las compilaciones de datos originales se consideran obras literarias y por tanto están protegidas por el derecho de autor.  Las reclamaciones sobre derechos de autor pueden registrarse en la Oficina de Derechos de Autor de los Estados Unidos.

289. Los Estados Unidos son parte en el Tratado de la OMPI sobre Derechos de Autor y el Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas, así como en la Convención de Ginebra sobre Fonogramas.  La Ley del Milenio sobre el Derecho de Autor de los Medios Digitales de 1998 (P.L. 105‑304), puso en aplicación el Tratado de la OMPI sobre Derechos de Autor y el Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas.
  Esa Ley hizo extensiva a las obras de los países extranjeros que han ratificado los Tratados de la OMPI arriba mencionados la protección otorgada por la legislación estadounidense, una vez que dichos tratados entraron en vigor, el 6 de marzo de 2002 y el 20 de mayo de 2002, respectivamente.
290. Los Estados Unidos no son parte en la Convención de Roma.  La legislación sobre derechos de autor de los Estados Unidos no utiliza el concepto de "derechos conexos" (los derechos de los artistas intérpretes o ejecutantes, productores de grabaciones de sonido y entidades de radiodifusión) como algo distinto de los derechos de autor.  En cambio, los derechos conexos están protegidos internamente mediante la aplicación de la Ley de Derechos de Autor de los Estados Unidos.  Por ejemplo, las grabaciones de sonido se consideran obras de autor en virtud de la Ley de Derechos de Autor;  los derechos de ejecución pública de grabaciones de sonido se limitan, generalmente, a las transmisiones digitales distintas de la radiodifusión digital de libre difusión.  La ejecución de obras musicales en vivo está protegida contra la fijación no autorizada por ley federal.
291. La Ley de Derechos de Autor de los Estados Unidos prevé la recaudación de derechos de licencia obligatorios y otras retribuciones de los titulares de derechos en las esferas de las retransmisiones por cable y por satélite, las reproducciones mecánicas de obras musicales, los servicios de transmisión de audio digitales, y los dispositivos y medios de grabación digitales.  Los tipos y condiciones de las licencias obligatorias y la distribución de los fondos recaudados por concepto de las mismas se fijan mediante negociaciones voluntarias entre las partes interesadas, o son decididas por un Grupo Especial de arbitraje sobre las regalías de derechos de autor (CARP).

292. En el período transcurrido entre 2001 y mediados de 2003 se aprobaron varias leyes por las que se modificó la legislación relativa al derecho de autor, entre otras, la Ley relativa a los pagos por pequeñas transmisiones en la Web, de 2002 (P.L. 107-321), por la que se modificó el título 17 del Código de los Estados Unidos con respecto a las licencias obligatorias para las emisiones por la Web.  La Ley de armonización de la tecnología, la enseñanza y el derecho de autor, de 2002 (Título III, Subtítulo D de la P.L. 107-273) actualiza algunas disposiciones de la Ley de Derechos de Autor para facilitar la expansión y el desarrollo de la enseñanza a distancia, al tiempo que introduce nuevas salvaguardias para limitar los riesgos adicionales que se derivan para los titulares de derechos de autor de la explotación de las obras en formato digital.
  Entre otros cambios introducidos en los reglamentos desde 2001, la Oficina de Derechos de Autor adoptó en abril de 2003 una norma definitiva por la que se rige la forma, el contenido y la forma en que se han de notificar los avisos de terminación de las transferencias y licencias otorgadas por los autores a partir de 1978, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley de Prórroga del Plazo de Derecho de Autor Sonny Bono (P.L. 105-298).
  Con efecto a partir del 1º de enero de 2003, los titulares de derechos de autor han podido notificar avisos de terminación con respecto a algunos cesionarios y titulares de licencias de derechos posteriores a 1977, de conformidad con el artículo 203 de la Ley de Derechos de Autor.

293. En 1999, la UE impugnó en la OMC las disposiciones contenidas en el artículo 110 5) de la Ley de Derechos de Autor de los Estados Unidos, enmendada por la Ley sobre la Lealtad en la Concesión de Licencias sobre Obras Musicales (P.L. 105-298).
  La diferencia se centró en la compatibilidad con algunos aspectos del Acuerdo sobre los ADPIC de las exenciones "para las empresas" y "para el hogar" del artículo 110 (5), que permiten la ejecución pública de emisiones musicales, sin una autorización o el pago de un derecho, en establecimientos en que se despachen comidas y bebidas, y en locales de venta al por menor.  El Grupo Especial establecido determinó que la exención "para las empresas" no se ajustaba a los requisitos del artículo 13 del Acuerdo sobre los ADPIC;  su informe se adoptó en julio de 2000.
  Los árbitros determinaron un plazo prudencial para la aplicación de las recomendaciones del grupo especial y el nivel de menoscabo de ventajas resultante para la UE, se estimó en 1.100 millones de dólares EE.UU. anuales.
  El 23 de junio de 2003, los Estados Unidos y la UE notificaron a la OMC que habían llegado a un acuerdo temporal mutuamente satisfactorio con respecto a la diferencia.  Conforme a ese acuerdo, los Estados Unidos pagaron a la UE una suma global de 3,3 millones de dólares EE.UU. destinada a un fondo establecido para financiar actividades de interés general para los titulares de derechos de autor en el ámbito de la música, en particular campañas de sensibilización nacionales e internacionales y actividades encaminadas a combatir la piratería en la red digital.  El acuerdo abarca un período de tres años que finaliza el 21 de diciembre de 2004.  
f)
Actividades de observancia de la ley

Artículo 301 especial

294. En virtud del artículo 182 de la Ley General de Comercio Exterior y Competencia de 1988, 19 U.S.C. § 2242 (artículo 301 especial) el Representante de los Estados Unidos para las cuestiones comerciales realiza anualmente exámenes detallados para determinar si los países extranjeros ofrecen una protección adecuada y eficaz de la propiedad intelectual, y los efectos de esa protección sobre el acceso a los mercados para las personas de los Estados Unidos.

295. El ejercicio de 2003 relativo al artículo 301 especial abarcó 74 países.  El USTR incluyó a 11 interlocutores comerciales en la lista de vigilancia prioritaria para la protección de la propiedad intelectual.
  Además se incluyeron 36 países en la lista de vigilancia.  En mayo de 2003, se volvió a identificar a Ucrania como país extranjero prioritario.  En agosto de 2001, el Gobierno de los Estados Unidos retiró las ventajas resultantes del SGP para Ucrania, y en enero de 2002 impuso sanciones por valor de 75 millones de dólares EE.UU. sobre las importaciones ucranianas, en forma de derechos del 100 por ciento sobre los metales, el calzado y otras importaciones, debido al reiterado incumplimiento por parte de Ucrania en el cumplimiento del Plan de acción conjunto de junio de 2000.  China y el Paraguay fueron escogidos para "vigilancia en virtud del artículo 306" a fin de asegurar el cumplimiento de sus compromisos asumidos en virtud de acuerdos bilaterales sobre propiedad intelectual.
Investigaciones de conformidad con el artículo 337

296. En el artículo 337 de la Ley Arancelaria de 1930 se identifican como prácticas ilícitas algunas prácticas desleales relacionadas con los derechos de propiedad intelectual, métodos de competencia desleales y actos desleales en la importación y venta de productos importados en los Estados Unidos.
  Las investigaciones de conformidad con el artículo 337 son iniciadas por la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC).  Si la USITC determina que se ha producido una violación del artículo 337, puede dictar una orden de denegación de entrada o un mandamiento de cesación y desistimiento, o ambos.  Si la USITC emite una orden de denegación de entrada, el Servicio de Aduanas de los Estados Unidos recibe instrucciones de impedir la entrada en los Estados Unidos de mercancías en infracción provenientes de cualquier fuente (órdenes de denegación de entrada generales) o de fabricantes, importadores y productores específicamente identificados (órdenes de denegación de entrada limitadas).  El Presidente puede anular una orden de la USITC dentro de los 60 días contados a partir de la fecha de publicación de la orden.

297. Entre el 1º de enero de 2001 y el 30 de septiembre de 2003, se iniciaron 56 nuevas investigaciones de conformidad con el artículo 337.  Cuarenta y siete investigaciones se referían a presuntas infracciones de patentes;  cuatro de ellas se referían a infracciones de marcas de fábrica o de comercio/envases y embalajes para el comercio; dos, a infracciones de marcas de fábrica o de comercio y otros actos desleales;  una investigación se refería a la apropiación indebida de secretos comerciales y otros actos desleales;  otra a la infracción de patentes, marcas de fábrica y otros actos desleales;  y una a la infracción de patentes y otros actos desleales.  Las investigaciones abarcaron productos provenientes de los siguientes países (se indica el número de casos entre paréntesis):  Taipei Chino (17);  China (13);  Hong Kong, China (10);  Japón (9);  Canadá (8); Alemania (6); Francia (4);  Singapur (4);  Israel (3);  Corea (3);  México (3);  Países Bajos (3);  Bélgica (2);  Indonesia (2);  Italia (2);  Filipinas (2);  Tailandia (2);  Austria (1);  Belice (1);  Dinamarca (1);  India (1);  Nicaragua (1);  Suecia (1);  Suiza (1);  Siria (1);  y Reino Unido (1).
  Al 30 de septiembre se habían concluido 41 de esas investigaciones y 15 estaban pendientes.

298. Del 1º de enero al 30 de septiembre de 2003, la USITC dictó tres órdenes de denegación de entrada limitadas aplicables a las importaciones;  durante 2002, emitió cinco órdenes de denegación de entrada limitadas y cuatro mandamientos de cesación y desistimiento; y durante 2001, la USITC emitió dos órdenes de denegación de entrada limitadas.  El Presidente permitió que todas las órdenes de denegación de entrada limitadas y mandamientos de cesación y desistimiento emitidos desde el 1º de enero adquirieran carácter definitivo.






� Una lista de avisos en línea del Federal Register relativos al Servicio de Aduanas.  Disponible en:  http://www.cbp.gov.


� La información en línea del Tribunal de Comercio Internacional de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.cit.uscourts.gov.





� Véase en línea "ACE & Modernization:  Overview of Key Features for the Trade".  Disponible en:  http://www.customs.gov.





� La información en línea del Programa de Modernización Aduanera.  Disponible en:  http://www.customs.gov/xp.





� Información en línea del Servicio de Aduanas de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.customs.gov/xp/cgov/import/cargo_control/csi.





� Amberes (Bélgica), Bremerhaven (Alemania), Felixstowe (Reino Unido), Génova (Italia), Gotemburgo (Suecia), Halifax (Canadá), Hamburgo (Alemania), Hong Kong, Montreal (Canadá), La Spezia (Italia), El Havre (Francia), Rotterdam (Países Bajos), Singapur, Vancouver (Canadá) y Yokohama (Japón).





� Información en línea de la UE.  Disponible en:  http://www.eurunion.org/news/ press/2003/2003020.htm. Ocho Estados miembros de la UE -el Reino Unido, Francia, Alemania, los Países Bajos, Bélgica, Italia, España y Suecia- firmaron el acuerdo bilateral sobre la CSI con los Estados Unidos.


� Federal Register (66318), volumen 67, Nº 211, de 31 de octubre de 2002.





� Federal Register, 67 FR 51519, de 8 de agosto de 2002.





� "CBP Expands Enforcement Of The 24-Hour Rule", comunicado de prensa del 1º de mayo de 2003, disponible en:  http://www.customs.gov/xp/cgov/import/carriers/24hour_rule/.


� La expresión "cargas extranjeras mantenidas a bordo" se refiere a las cargas que atraviesen territorio estadounidense.  Los Estados Unidos consideran que esas cargas son potencialmente tan peligrosas como las destinadas a ser desembarcadas en sus puertos marítimos.


� Véase U.S. Customs Today, mayo de 2002 [en línea].  Disponible en:  http://www.customs.ustreas.gov/xp/CustomsToday/2002/May/ctpat.xml.





� Esas normas se describen con detalle en U.S. Customs and Border Protection (1998).





� Véase U.S. Customs and Border Protection (2000).


� Información en línea del Departamento del Tesoro de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.customs.ustreas.gov/ nafta/docs/us/amendments_annex_401.doc.


� Documentos WT/DS243/R, de 20 de junio de 2003, y Corr.1 de la OMC.





� Los datos sobre el régimen arancelario y comercial figuran en la información en línea de la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://dataweb.usitc.gov.





� 67 Federal Register 30535.





� China se adhirió formalmente a la OMC el 11 de diciembre de 2001.


� Estos promedios se basan en la definición de agricultura de la OMC, y comprenden únicamente los tipos aplicados fuera de contingente.





� Información en línea de la USITC.  Disponible en:  http://dataweb.usitc.gov/.





� Por ejemplo, el equivalente ad valorem aplicado a la crema agria (SA 0403 90 78) descendió del 716 por ciento en 1997 al 94 por ciento en 2002.





� Los equivalentes ad valorem puede consultarse en línea.  Disponible en:  http://reportweb.usitc.gov/tariff/tariff_form.jsp.





� Documento WT/L/407, de 26 de julio de 2001 de la OMC.





� Para conocer los niveles de utilización, véase la información en línea del Ministerio de Asuntos Exteriores y Comercio Internacional del Canadá.  Disponible en:  http://www.dfait-maeci.gc.ca.





� Información en línea del USTR.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/fr/2003/2003-07 01-gsp.pdf.





� Información en línea del USTR.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/fr/2002/2002-09-03-gsp-proclamation.pdf.





� Proclamación presidencial 7637, de 10 de enero;  FR volumen 68, Nº 9, de 14 de enero de 2003.





� Puede consultarse en línea una lista de los productos que pueden beneficiarse del régimen de franquicia arancelaria previsto en la AGOA si se exportan a los Estados Unidos desde un país beneficiario con arreglo a esa Ley.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/regions/africa/annex2a.pdf.





� Véase 19 U.S.C. 58 [en línea].  Disponible en:  http://www.access.gpo.gov/uscode/title19/ chapter1.html.





� Título 26, Código de Rentas Internas, artículo 4461 (26 U.S.C. 4461).





� Documento WT/DS250/2, de 19 de agosto de 2002 de la OMC.





� Oficialmente, Título X de la Ley de Créditos Presupuestarios para la Agricultura, el Desarrollo Rural, la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos y los Organismos Conexos de 2001 (Public Law Nº 106-387).  El texto íntegro de la Ley puede consultarse en línea en: http://thomas.loc.gov/ cgi�bin/query/C?c106:./temp/~c106SarzKu.





� OMC (2001).





� Documento WT/DS217/1, de 9 de enero de 2001 de la OMC.





� Documento WT/DS217/R y WT/DS234/R, de 16 de septiembre de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS217/AB/R y WT/DS234/AB/R, de 16 de enero de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS217/14 y WT/DS234/22, de 13 de junio de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS221/1, G/L/434, G/SCM/D41/1, G/ADP/D41/1, de 20 de diciembre de 2000 de la OMC.





� Documento WT/DS221/R, de 15 de julio de 2002 de la OMC.





� Documentos WT/DS136/R, de 31 de marzo de 2000, y WT/DS136/RC1, de 25 de abril de 2000;  y WT/DS162/R, de 29 de mayo de 2000, y WT/DS162/R/Add.1, de 25 de septiembre de 2000 de la OMC.





� Documento WT/DS136/14/Add.15 y WT/DS162/17/Add.15, de 9 de mayo de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS136/14/Add.16 y WT/DS162/17/Add.16, de 13 de junio de 2003 de la OMC.





� Documento TN/RL/W/27, de 22 de octubre de 2002 de la OMC:  Conceptos y principios básicos de las normas sobre medidas correctivas comerciales:  Comunicación de los Estados Unidos.  Véase también el documento WT/MIN(01)/DEC/W/1, de 14 de noviembre de 2001 de la OMC.





� Documentos TN/RL/W/21, de 15 de octubre de 2002, TN/RL/W/27, de 22 de octubre de 2002, TN/RL/W/33, de 2 de diciembre de 2002, TN/RL/W/35, de 3 de diciembre de 2002, TN/RL/W/49, de 4 de febrero de 2003, TN/RL/W/50, de 4 de febrero de 2003, TN/RL/W/72, de 19 de marzo de 2003, TN/RL/W/77, de 19 de marzo de 2003, TN/RL/W/78, de 19 de marzo de 2003, TN/RL/W/95, de 5 de mayo de 2003, TN/RL/W/98, de 6 de mayo de 2003, y TN/RL/W/130, de 20 de junio de 2003 de la OMC.





� Datos facilitados por las autoridades.





� Si tanto la ITA como la USITC formulan determinaciones preliminares positivas dentro de los 190 días siguientes a la iniciación de una investigación, los importadores están obligados a depositar una fianza o una cantidad en metálico para cubrir la cuantía estimada de los derechos que se impondrían en caso de que se dictase una orden definitiva.





� Planchas de acero al carbono laminadas en frío, A-821-815, Federal Register, volumen 62, �de 10 de octubre de 2002.





� El número de órdenes de establecimiento de derechos antidumping vigentes en junio de 2003 se notificó a la OMC en el documento G/ADP/N/105/USA, de 12 de septiembre de 2003.  Ese número corresponde a los casos investigados por la ITA.





� Documentos WT/DS206/3, de 31 de octubre de 2001, y WT/DS206/R, de 28 de junio de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS264/1, G/L/566 y G/ADP/D42/1, de 19 de septiembre de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS264/3, de 5 de marzo de 2003 de la OMC.





� Documentos WT/DS277/1, de 7 de enero de 2003, y WT/DS277/2, de 4 de abril de 2003 de la OMC.





� Información en línea de la ITA.  Disponible en:  http://www.ita.doc.gov.





� El informe del grupo especial figura en el documento WT/DS212/R, de 31 de julio de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS212/AB/R, de 9 de diciembre de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS212/12, de 15 de abril de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS280/1, G/L/603, G/SCM/D52/1, de 27 de enero de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS236/1, G/L/468, G/SCM/D44/1, de 27 de agosto de 2001 de la OMC.





� Documento WT/DS236/R, de 27 de septiembre de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS257/1, G/L/539, G/SCM/D45/1, de 13 de mayo de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS257/R, de 29 de agosto de 2003 de la OMC.


� Documentos WT/DS280/1, de 27 de enero de 2003, y WT/DS280/2, de 8 de agosto de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS296/1, G/L/633, G/SCM/D55/1, de 8 de julio de 2003 de la OMC.





� 19 U.S.C. 1673c(d) y 1673c(d).





� En la suspensión de investigación A-821-808, los productores rusos de chapas de acero cortadas a la medida convinieron en suprimir completamente, a partir del 23 de enero de 2003, las ventas a precios inferiores al valor corriente en el mercado, Federal Register, volumen 68 FR 3859, 27 de enero de 2003.





� Tanto el DOC como la USITC están facultados para prorrogar esos plazos hasta 90 días en todos los exámenes de transición y otros casos extraordinariamente complejos.  Para más información sobre los procedimientos y normas de los exámenes a efectos de extinción de órdenes, véase el Federal Register, volumen 63, de 5 de junio de 1998, o la dirección ftp://ftp.usitc.gov/pub/notices/sunrules.pdf.





� La lista completa de los casos finalizados por la ITA puede consultarse en "Sunset Review Schedule and Disposition" [en línea].  Disponible en:  http://www.usitc.gov/ussunset.htm.





� Puede consultarse más información en línea sobre exámenes a efectos de extinción de órdenes en:  http://ia.ita.doc.gov/sunset/ssy2krev.htm y http://ia.ita.doc.gov/sunset/ssy2kcon.htm.





� Moore (2002).





� Documento WT/DS213/3, de 8 de agosto de 2001 de la OMC.





� Documento WT/DS213/R, de 3 de julio de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS213/AB/R, de 28 de noviembre de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS244/1, G/L/508, G/ADP/D39/, de 4 de febrero de 20021 de la OMC.





� Documento WT/DS244/R, de 14 de agosto de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS244/7, de 19 de septiembre de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS268/2, de 4 de abril de 2003 de la OMC.





� Documento WT/DS281/2, de 8 de agosto de 2003 de la OMC.





� Información en línea disponible en:  ftp://ftp.usitc.gov/pub/reports/studies/PUB3125.pdf.





� Documentos G/SG/N/6/USA/8, de 22 de marzo de 2000 y G/SG/N/9/USA/2, de 25 de agosto de 2000 (carne de cangrejo);  G/SG/N/6/USA/9, de 23 de junio de 2000 y G/SG/N/9/USA/3, de 23 de octubre de 2000 (hilado de caucho extrudido) de la OMC.





� Esas terminaciones se notificaron en los documentos G/SG/N/10/USA/2/Suppl.4, G/SG/N/11/USA/2/Suppl.4, de 20 de septiembre de 2001, y G/SG/N/10/USA/3/Suppl.2, G/SG/N/11/USA/3/Suppl.2, de 30 de noviembre de 2001 de la OMC.





� USITC Publication 3407, TA-204-4, "Determination and Views of the Commission", abril de 2001.





� Notificadas a la OMC.  Documentos G/SG/N/8/USA/8 y G/SG/N/9/USA/4, de 1º de noviembre de 2001.





� Proclamación 7529, de 5 de marzo de 2002, para facilitar el ajuste positivo a la competencia ejercida por las importaciones de determinados productos de acero, Federal Register, volumen 67, página 10553, 7 de marzo de 2002.





� Documentos G/SG/N/10/USA/6/Suppl.1, G/SG/N/11/USA/5/Suppl.1, de 15 de marzo de 2002, y G/SG/N/10/USA/6/Suppl.7, G/SG/N/11/USA/5/Suppl.7, de 17 de septiembre de 2002 de la OMC, respectivamente.





� Se impusieron aranceles del 30 por ciento respecto de los productos planos, los productos fundidos con estaño, las barras laminadas en caliente y las barras acabadas en frío;  del 15 por ciento respecto de las barras de refuerzo, determinados tubos, las barras de acero inoxidable y las varillas de acero inoxidable;  del 13 por ciento respecto de los accesorios y bridas al carbono y aleados;  del 8 por ciento respecto del acero inoxidable;  y un contingente arancelario para los desbastes, fijándose un volumen dentro de contingente de 5,4 millones de toneladas cortas y un arancel fuera de contingente del 30 por ciento (los tipos aplicados dentro del contingente suele situarse entre el 0 y el 1 por ciento). 





� Información en línea del USTR.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/sectors/industry/ steel201/2003-03-21-exlcusions-factsheet.pdf.





� Comunicado de prensa del USTR, de 22 de agosto de 2002 [en línea].  Disponible en:  http://www.ustr.gov/releases/2002/08/2002-08-22-steel.PDF





� Comunicado de prensa del USTR, de 21 de marzo de 2003 [en línea].  Disponible en:  http://www.ustr.gov/releases/2003/03/2003-03-21-steel.PDF.


� USITC (2003a) y (2003b).





� Documento WT/DS177/AB/R, WT/DS178/AB/R, de 1º de mayo de 2001 de la OMC.





� Documento WT/DS202/R, de 29 de octubre de 2001 de la OMC.





� Documento WT/DS202/AB/R, de 15 de febrero de 2002 de la OMC.





� El Grupo Especial se estableció en junio de 2002:  documento WT/DS248/14, WT/DS249/8, WT/DS251/9, WT/DS252/7, WT/DS253/7, WT/DS254/7, WT/DS258/11, de 29 de julio de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS248/R, WT/DS249/R, WT/DS251/R, WT/DS252/R, WT/DS253/R, WT/DS254/R, WT/DS258/R, WT/DS259/R, de 11 de julio de 2003 de la OMC, páginas A1-A4, B1-B4, C1-C4, D1-D4, E1-E4, F1-F4, G1-G4, H1-H4.





� La lista de países y medidas puede consultarse en la información en línea de la Oficina de Control de Activos Extranjeros.  Disponible en:  http://www.treas.gov/offices/enforcement/ofac/.





� Documento G/LIC/N/3/USA/3, de 9 de noviembre de 2000 de la OMC.





� Documentos G/LIC/N/2/USA/1 y 2, de 29 de abril de 2003 de la OMC.





� Código de los Estados Unidos, Título 5, Sección 551 y siguientes (5USC551), disponible en línea en:  http://frwebgate6.access.gpo.gov/cgibin/waisgate.cgi?WAISdocID=376846390574+0+0+0&WAISaction=retrieve.





� Véase USTR (2002b).





� Código de los Estados Unidos, Título 5, Sección 801 y siguientes (5USC801).





� Para más información véase la información en línea de la OMB.  Disponible en:  http://www.whitehouse.gov/omb/i nforeg/regpol.html#gi.





� Véase la Ley de Revisión por el Congreso en 5USC801.





� 19USC2531.





� Véase la información en línea.  Disponible en:  http://www.gpoaccess.gov/fr/index.html.





� El Programa está disponible en línea en:  http://reginfo.gov/.





� Información en línea del NIST.  Disponible en:  http://www.nist.gov/.





� Información en línea del ANSI.  Disponible en:  http://www.ansi.org.





� 15USC272.





� Puede encontrarse más información sobre las prescripciones en materia de importación de los Estados Unidos en: http://www.customs.ustreas.gov/ImageCache/cgov/content/publications/ usimportrequirements_2edoc/v2/usimportrequirements.doc.





� Información en línea de la CPSC.  Disponible en:  http://www.cpsc.gov.





� Documentos G/TBT/11, de 13 de marzo de 2002, G/TBT/12, de 21 de febrero de 2003, y G/TBT/USA29-45, de 8 de enero a 30 de junio de 2003 de la OMC.





� Véase el documento G/TBT/W/183, de 8 de octubre de 2002 de la OMC.





� Documento G/TBT/W/184, de 4 de octubre de 2002 de la OMC.





� Documento G/TBT/USA/10, de 20 de agosto de 2001 de la OMC.





� Documento G/TBT/USA/N/25, de 23 de octubre de 2002 de la OMC.





� Documentos G/TBT/W/184, de 4 de octubre de 2002, y G/TBT/M/28, de 19 de noviembre de 2002 de la OMC.





� Documentos G/TBT/10.7/N/20, de 1º de marzo de 1999, G/TBT/10.7/N/36, de 18 de abril de 2002, G/TBT/10.7/N/41, de 12 de diciembre de 2002, y G/TBT/10.7/N/42, de 8 de enero de 2003 de la OMC.





� Documento G/SPS/GEN/204/Rev.3, de 26 de marzo de 2003 de la OMC.





� Disponible en línea en:  http://www.fas.usda.gov/itp/Contacts.htm (E-mail:  ofsts@fas.usda.gov).





� Información en línea del APHIS.  Disponible en:  http://www.aphis.usda.gov.





� La lista actualizada está disponible en línea en: http://www.aphis.usda.gov/NCIE/country.html.





� Puede consultarse la información en línea del FSIS en: http://www.fsis.usda.gov.





� Alemania; Argentina; Australia; Austria; Bélgica; Brasil; Canadá; Costa Rica; Croacia; Irlanda del Norte; Dinamarca; Eslovenia; España; Finlandia; Francia; Honduras; Hong Kong, China; Hungría; Irlanda; Islandia; Israel; Italia; Japón; México; Nicaragua; Nueva Zelandia; Países Bajos; Polonia; Reino Unido de Gran Bretaña; República Checa; Rumania; Suecia; Suiza y Uruguay. 





� La lista actual de plantas puede consultarse en línea en:  http://www.fsis.usda.gov/ofo/faim/ argentin.htm.





� El proceso de importación se describe en:  http://www.fsis.usda.gov/OPPDE/op/IIM/TOCIIM.htm.





� Puede consultarse la información en línea de la FDA en:  http://www.fda.gov.





� Disponible en línea en:  http://nattie.eh.doe.gov/biosafety/library/PL107-188.pdf.


� Puede consultarse más información en línea sobre la aplicación de la Ley sobre Terrorismo Biológico en:  http://www.fda.gov/oc/bioterrorism/bioact.html.





� Documentos G/SPS/N/USA/690 y G/SPS/N/USA/691, de 6 de febrero de 2003 de la OMC.  Asimismo, la Ley se notificó al Comité OTC, donde también se debatió activamente.





� Documento G/SPS/R/29, de 17 de junio de 2003 de la OMC.





� Documentos G/SPS/N/USA/703 y 704, de 15 y 14 de mayo de 2003 de la OMC.





� Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria (2001).





� Para más información véase Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria (2003).





� National Academies' National Research Council (2003).





� Anteriormente, los programas de biotecnología del APHIS se dividían entre los programas del APHIS de Protección Sanitaria y Fitocuarentena y Servicios Veterinarios.





� Posteriormente, los Estados Unidos alegaron la violación de los artículos I, III, X, y XI del GATT de 1994, el artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura, y los artículos 2 y 5 del Acuerdo OTC (serie WT/DS291).





� Puede consultarse la información en línea de la EPA en:  http://www.epa.gov.





� La Ley de Fiscalización de las Sustancias Tóxicas, párrafo 12 b) y 40 CFR Parte 707 exige a la EPA que notifique a los países importadores las exportaciones de productos químicos o combinaciones de productos químicos que están sujetas a determinadas normas y órdenes.  Este requisito afecta a unos 1.100 productos químicos.





� Documento WT/CTE/W/160/Rev.2 de la OMC, de 25 de abril de 2003.





� Para más información véase la información en línea de la EPA.  Disponible en:  http://www.epa.gov/pesticides/regulating/tolerances.htm.





� Información disponible en línea en:  http://www.state.gov/g/oes/.





� Información disponible en línea en:  http://www.noaa.gov/fisheries.html.





� El procedimiento para la certificación del atún "dolphin-safe" puede consultarse en línea en:  http://www.iattc.org/HomeENG.htm.





� Véase el documento WT/CTE/EDB/1, de 31 de mayo de 2002 de la OMC.





� Federal Register:  volumen 68, Nº 19, página 4.449;  de 29 de enero de 2003.  Más información disponible en línea en:  http://swr.ucsd.edu/news/168tdfinal.htm.





� Véase el documento WT/DS58/AB/RW de la OMC, de 22 de octubre de 2001.





� Información disponible en línea en:  http://www.state.gov/r/pa/prs/ps/2003/20152.htm.





� En esta sección se examinan la financiación, los seguros y los mecanismos de garantía para las exportaciones administrados por el gobierno federal.  Los relacionados específicamente con las exportaciones agrícolas se tratan en el capítulo IV 2).





� Banco de Importación-Exportación de los Estados Unidos (2003).





� Anexo I, Lista ilustrativa de subvenciones a la exportación, punto k).





� Documento G/SCM/N/71/USA, de 2 de julio de 2002 de la OMC.





� Estos programas se describen en la información en línea del Ex-Im Bank disponible en:  http://www.exim.gov.





� Título 12, Banco de Importación-Exportación de los Estados Unidos (12USC635).





� Véase Ex-Im Bank Annual Report FY 2002 [en línea].  Disponible en:  http://www.exim.gov/about/ reports/ar/ar2002/index.htm.





� Véase el Título 19 del Código de los Estados Unidos (19 U.S.C. 81a-81u).  Los reglamentos del Consejo de las Zonas Francas están publicados en 15 CFR Part 400.  Los reglamentos del Servicio de Aduanas de los Estados Unidos por los que se rige la transferencia de mercancías a una zona o de una zona a otra están publicados en 19 CFR Part 146.





� Está disponible en línea una lista de zonas francas en http://ia.ita.doc.gov/ftzpage/letters/ftzlist.html.





� Véase 19 U.S.C., artículo 1313. En Protección Aduanera y Fronteriza de los Estados Unidos (2003) figura una descripción del sistema.





� Véase, por ejemplo, 39614 Federal Register, volumen 68, Nº 127, miércoles, 2 de julio de 2003, "Request For Public Comment On Duty Drawback And Deferral In Free Trade Agreement Negotiations".





� Artículo 303, "Restricciones a la devolución y a los programas de diferimiento de aranceles aduaneros".  En el anexo 303.6 se enumera una serie de productos (como el azúcar, los productos cítricos y las piezas de algodón acolchadas) que no están sujetos al artículo 303.





� Documentos WT/DS108/1, de 28 de noviembre de 1997, y WT/DS108/Add.1, de 12 de marzo de 1998 de la OMC.  En el párrafo 5 del artículo 21 se establece la intervención del grupo especial que haya entendido inicialmente en el asunto en caso de desacuerdo en cuanto al cumplimiento de las recomendaciones y resoluciones originales del grupo especial.





� Documento WT/DS108/R, de 8 de octubre de 1999 de la OMC, página 2.





� Presupuesto para el ejercicio de 2000, página 354, cuadro 34-4, y presupuesto para el ejercicio de 2001, página 382, cuadro 32-4, [en línea].  Disponibles en:  http://w3.access.gpo.gov.





� Documento WT/DS108/AB/RW, de 14 de enero de 2002 de la OMC.





� Documento WT/DS108/26, de 25 de abril de 2003 de la OMC.  El informe de arbitraje figura en el documento WT/DS108/ARB, de 30 de agosto de 2002 de la OMC.





� Véase el Annual Report 2003 del USTR [en línea].  Disponible en:  http://www.ustr.gov/reports/ 2003Annual/VI-trade_enforcement .pdf.





� Documentos de la serie WT/DS152/ de la OMC.





� Véanse, por ejemplo, las preguntas presentadas por escrito por el Japón y la India en el marco del Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos de 2001, que figuran en el documento WT/TPR/M/88/Add.1 de la OMC, de 8 de enero de 2002.





� Serie WT/DS276/.





� Las nuevas normas relativas a los Reglamentos de la Administración de las Exportaciones se publican en el Federal Register y están disponibles en la dirección de Internet http://w3.access.gpo.gov/ bis/fedreg/ear_fedreg.html.





� BIS Annual Report 2002, disponible en la dirección de Internet http://www.bis.doc.gov/ news/2003/AnnualReport/index.htm.





� Se dispone de información sobre el NEC en la dirección de Internet http://nec.bis.doc.gov.





� 22 U.S.C. 2751.





� Información en línea de la Oficina de Control de Activos Extranjeros.  Disponible en: http://www.treas.gov/offices/enforcement/ofac/index. html.





� El programa de sanciones y la lista de países están disponibles en línea en la dirección de Internet http://www.treas.gov/offices/eotffc/ofac/sanctions/index.html.





� La legislación antimonopolio de los Estados Unidos se expone de forma detallada en OMC (1999), capítulo III 4) vii).





� Para obtener información más detallada, véase OMC (1999), cuadro III.4.





� Capítulo 630 de Pub. L. Nº 106-553, 114 Stat. 2762.





� Comunicado de Prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 16 de septiembre de 2003, disponible en:  www.usdoj.gov/atr/public/pressrelease/2003.





� Comunicado de Prensa de la Comisión Federal de Comercio, 30 de mayo de 2002 [en línea].  Disponible en:  http://www.ftc.gov/opa/2002/05/bayeraventis.htm.





� Los informes en línea están disponibles en: http://www.ustr.gov/ regions/japan/2002-06-25-report_to_leaders.PDF y http://www.ustr.gov/regions/japan/2003-05-23-report.pdf.





� Documento WT/WGTCP/W/233, de 26 de junio de 2003 de la OMC.





� Comunicado de Prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 12 de febrero de 2002.  Disponible en línea en:  www.usdoj.gov/atr/public/press_releases/2002.


� La penalización máxima reglamentaria impuesta a una empresa declarada culpable de fijar precios  en contravención de la Ley Sherman, es una multa de 10 millones de dólares EE.UU.  La multa puede aumentarse hasta el doble del beneficio derivado del delito o el doble de las pérdidas sufridas por las víctimas del delito si una u otra cifra es superior a la multa máxima reglamentaria.  La penalización máxima reglamentaria impuesta a una empresa declarada culpable de tratar de obstruir a la justicia es una multa de 500.000 dólares EE.UU. por cada cargo con respecto al cual sea declarada culpable.  Comunicado de Prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 4 de noviembre de 2002, disponible en línea en:  www.usdoj.gov/atr/public/press_releases/2002.





� Comunicado de Prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 31 de octubre de 2002, disponible en línea en:  www.usdoj.gov/atr/public/press_releases/2002.





� Comunicado de Prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 6 de febrero de 2003, disponible en línea en:  http://www.usdoj.gov/atr/public/press_releases/ 2003/200738.htm.





� Comunicado de Prensa del Departamento de Justicia de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.usdoj.gov/atr/ cases/f200400/200457.htm.





� Comisión Federal de Comercio y Departamento de Justicia (2002).





� En la presente sección se describen las principales modalidades de la asistencia oficial concedida a empresas. La asistencia al sector agropecuario se describe en el capítulo IV, así como la ayuda financiera concedida a las líneas aéreas.





� Documento G/SCM/N/71/USA/Suppl.1, de 29 de octubre de 2002 de la OMC.





� El artículo 6 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias prevé la solicitud por escrito de información acerca de las subvenciones notificadas, así como acerca de los programas que presuntamente no se han notificado.





� Las respuestas de los Estados Unidos se reproducen en los documentos G/SCM/Q2/USA/25, de 29 de octubre de 2002, y G/SCM/Q2/USA/26, de 20 de noviembre de 2002 de la OMC;  se presentó por separado la respuesta relativa a la asistencia al sector de la pesca (G/SCM/Q2/USA/27, de 8 de agosto de 2003).





� Oficina de Presupuesto del Congreso (1995).





� Catálogo de Programas de Asistencia Federal [en línea], disponible en:  http://www.cfda.gov/default.htm.





� Véase la información disponible en línea en:  http://www.grants.gov/index.html.





� Información de la Asociación disponible en línea en:  http://www.nasda.com.





� Véase el Presupuesto del Gobierno de los Estados Unidos, disponible en línea en:  http://w3.access.gpo.gov.





� Presupuesto para el ejercicio de 2004, perspectivas analíticas, cuadro 6.2.





� Presupuesto para el ejercicio de 2004, cuadros históricos, cuadro 6.1.





� Presupuesto para el ejercicio de 2004, cuadros históricos, cuadro 3.1.





� Presupuesto federal para el ejercicio de 2003, disponible en línea en:  http://w3.access.gpo.gov/usbudget/fy2003/budget.html.





� Catálogo de Programas de Asistencia Federal, disponible en línea en:  http://www.cfda.gov/default.htm.





� En New York State Department of Taxation and Finance (1996), página 16, figura un examen de los incentivos fiscales ofrecidos por los estados.





� Public Law 107-210, 116 STAT. 933, disponible en línea en:  http://www.tpa.gov/ pl107_210.pdf (consúltese la información sobre la Ley de Comercio Exterior de 2002 que figura en el capítulo II).





� Se dispone de información sobre el reajuste de los agricultores al comercio, disponible en línea en:  http://www.doleta.gov/tradeact.





� Información disponible en línea en:  http://w3.access.gpo.gov/usbudget/ fy2004/sheets/b20.xls.





� Documento GPA/40/Add.4 de la OMC, de 30 de enero de 2002.





� Sistema de Datos sobre Contratación Federal [en línea], Federal Procurement Report, disponible en:  http://www.fpdc.gov/fpdc/FPR2002a.pdf.





� Casi el 85 por ciento del total corresponde a cuatro organismos:  el Departamento de Defensa, el Departamento de Energía, la Administración de Servicios Generales y la Administración Nacional de Aeronáutica Espacial.





� Programa sobre participación de las pequeñas empresas desfavorecidas, Reglamentación de las Adquisiciones Federales, FAC-2001-14, 23 de junio de 2003, apartado 19.12.





� Documento GPA/W/23 de la OMC, de 17 de julio de 1996.





� Se dispone de información sobre la OMB en línea en:  http://www.whitehouse.gov/omb/.





� Se dispone de información sobre la OFPP en línea en:  http://www.whitehouse.gov/omb/ procurement/index.html.





� Se dispone de información sobre la FAR en línea en:  http://www.arnet.gov/far/facsframe.html.





� Por ejemplo, la firma electrónica (FAR 2.101), las ofertas fuera de plazo (FAR 14.304[b]) y las transmisiones indescifrables (FAR 14.406).  Federal Register, volumen 68, Nº 99, 22 de mayo de 2003.





� Federal Register, volumen 66, Nº 204, 22 de octubre de 2001.





� Federal Register, volumen 67, Nº 27, 8 de febrero de 2002;  Federal Register , volumen 67, Nº 169, 30 de agosto de 2002;  y Federal Register, volumen. 67, Nº 251, 31 de diciembre de 2002.





� Información en línea de FedBizOpps, disponible en:  http://www.fedbizopps.gov/.





� Se dispone de esta información en línea en:  http://cbdnet.access.gpo.gov/index.html.





� Véase la información en línea disponible en:  http://www.cio.gov/documents/ acquistion_white_paperv2. pdf.





� Véase la información en línea.  Disponible en:  https://www.gsaglobalsupply.gsa.gov/advgsa/ main_pages/start_page.jsp?store=FSS.





� Véase la información en línea.  Disponible en:  https://www.gsaadvantage.gov/advgsa/ main_pages/start_page.jsp.





� Véase la información en línea.  Disponible en:  http://www.ccr.gov y http://www.acqnet.gov/ far/FAC/fac01016.pdf.





� Para el período 2002-2003, los valores de umbral notificados a la OMC fueron de 169.000 dólares EE.UU. para los suministros y servicios a nivel federal;  460.000 dólares EE.UU. para los suministros y servicios a nivel de los estados;  y 250.000 y 518.000 dólares EE.UU. para los suministros y servicios de las empresas públicas;  y 6.481.000 dólares EE.UU. para la construcción.  Documento GPA/W/168/Add.6, de 5 de agosto de 2002, de la OMC.





� Información disponible en:  http://www.ustr.gov/new/fta/Chile/final/09.procurement.PDF;  y http://www.ustr.gov/new/fta/Singapore/final/text%20final.PDF.





� Federal Register, volumen 67, Nº 83;  30 de abril de 2002. FAC 01-07 [en línea].  Disponible en:  http://www.acqnet.gov/far/FAC/fac2001-07.pdf.





� Aparte de las partes en el ACP, los siguientes son países designados:  Bangladesh, Benin, Bhután, Botswana, Burkina Faso, Burundi, Cabo Verde, Chad, Comoras, Djibouti, Gambia, Guinea, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Haití, Kiribati, Lesotho, Malawi, Maldivas, Malí, Mozambique, Nepal, Níger, República Centroafricana, Rwanda, Samoa Occidental, Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona, Somalia, Tanzanía, Togo, Tuvalu; Uganda, Vanuatu, y Yemen.





� La admisibilidad de los productos procedentes de Honduras, que había sido objeto de una suspensión, fue reinstaurada en noviembre de 2002.  FAC 2001-10; 22 de noviembre de 2002.  Información disponible en línea en:  http://www.acqnet.gov/far/FAC/fac2001-10.pdf.





� Alemania, Australia, Bélgica, Canadá, Dinamarca, Egipto, España, Francia, Grecia, Israel, Italia, Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Portugal, Reino Unido, Suecia, Suiza, y Turquía.  También pueden quedar exentos los productos procedentes de Austria y Finlandia, para determinadas compras.





� FAR, Subp. 225-872.  Disponible en línea en:  http://www.acq.osd.mil/dp/dars/dfars/ html/r20020531/ 225_8.htm#225.872-1.





� FAR Subp. 25.9.  Disponible en línea en:  http://www.arnet.gov/far/current/pdf/FAR.book.pdf.





� Disponible en línea en:  http://www.ccr.gov.


� Federal Acquisition Regulations, Sub-Part 19.10.  Para los cuatro grupos industriales designados en los que hay libre competencia, las convocatorias de licitación deben reservarse a las pequeñas empresas emergentes si el valor de los contratos es inferior a la cantidad de reserva de 25.000 dólares EE.UU. en construcción, sistemas de eliminación de desperdicios y servicios conexos, y reparación de buques no nucleares; y de 50.000 dólares EE.UU. en servicios de arquitectura e ingeniería.  Información disponible en línea en:  http://www.arnet.gov/far/ loadmainre.html.





� Federal Acquisition Regulations, Sub-Part 19.8.  Disponible en línea en:  http://www.arnet.gov/far/ participation loadmainre.html.





� Federal Acquisition Regulations, Sub-Part 19.201.  Disponible en línea en:  http://www.arnet.gov/ far/ loadmainre.html.





� Small Business Administration (2003), pp. 81-84;  las cifras correspondientes al ejercicio de 2002 no estaban disponibles en el momento de la publicación del informe.





� Información disponible en línea en:  http://www.ustr.gov/enforcement/report.pdf.





� Documento G/STR/N/1/USA, de 29 de septiembre de 1995, de la OMC.





� Documento G/STR/N/2/USA, de 18 de julio de 1996, de la OMC.





� Documento G/STR/N/3/USA, de 12 de agosto de 1997, de la OMC.





� Documento IP/N/1/USA/1, de 21 de enero de 1997, de la OMC.





� Documento IP/N/1/USA/U/2, de 6 de octubre de 1998, de la OMC.





� Información disponible en línea en:  http://www.ustr.gov/new/fta/.





� Documento IP/C/W/386, de 8 de noviembre de 2002, de la OMC.





� Las 10 empresas de que se trata son las siguientes:  International Business Machines Corporation (IBM), con 3.288 patentes otorgadas;  Canon Kabushiki Kaisha, (1.893);  Micron Technology, Inc. (1.833);  NEC Corporation (1.821);  Hitachi, Ltd. (1.602);  Matsushita Electric Industrial Co., Ltd. (1.544);  Sony Corporation (1.434);  General Electric Company (1.416);  Hewlett-Packard Company (1.385);  y Mitsubishi Denki Kabushiki Kaisha (1.184).  Información disponible en línea en:  http://www.uspto.gov/web/offcies/com/ speeches/03-01.htm.


� U.S. Patent and Trademark Office (2003).





� Información en línea de la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.uspto.gov/ web/offices/com/speeches/03-14.htm.





� P.L. 107-273, 116 Stat. 1758, 1899-1906 (2002), también conocida como Ley de autorización de asignaciones presupuestarias para el Departamento de Justicia del siglo XXI, Título III:  Propiedad intelectual - Subtítulo A:  Habilitación de la Oficina de Patentes y Marcas - Ley de Habilitación de la Oficina de Patentes y Marcas de 2002.





� P.L. 106-113, 113 Stat. 1501, 1501A-552 (1999) disponible en línea en:  http://www.thomas.gov.





� Información disponible en línea en:  http://www.uspto.gov/web/offices/com/strat21/stratplan_ 03feb2003.pdf.





� Documento WT/MIN(01)/DEC/2, de 20 de noviembre de 2001, de la OMC.





� Documento IP/C/W/396, de 14 de enero de 2003, de la OMC.





� Documento WT/L/540, de 2 de septiembre de 2003, de la OMC.





� La P.L. 107-273 está disponible en línea en:  http://thomas.loc.gov/cgi-bin/bdquery/D?d107:1:./.





� Documento WT/DS176/1, IP/D/20, de 15 de julio de 1999, de la OMC.





� Documentos WT/DS176/R, de 6 de agosto de 2001 y WT/DS176/ABR, de 2 de enero de 2002, de la OMC.





� Documentos WT/DS176/12, de 7 de enero de 2003, y WT/DS176/13, de 3 de julio de 2003, de la OMC.





�Ley del Milenio sobre el Derecho de Autor de los Medios Digitales de 1998, U.S. Copyright Office Summary, diciembre de 1998.





� El texto de esas leyes está disponible en línea en:  http://thomas.loc.gov/cgi-bin/bdquery.





� Federal Register, volumen 68, Nº 67, 8 de abril de 2003.





� Documento WT/DS160/1, de 4 de febrero de 1999, de la OMC.





� Documento WT/DS160/R, de 15 de junio de 2000, de la OMC.





� Documento WT/DS160/19, de 11 de enero de 2002, de la OMC.





� Argentina, Bahamas, Brasil, Filipinas, India, Indonesia, Líbano, Polonia, Rusia, Taipei Chino y la UE.





� En el artículo 337 se identifican específicamente como prácticas de importación ilícitas las infracciones de los siguientes derechos conferidos por ley:  una patente estadounidense o un derecho de autor estadounidense registrados en virtud del título 17, una marca de fábrica o de comercio registrada, un medio de enmascaramiento registrado en virtud del capítulo 9 del título 17, o un modelo o dibujo de casco de buque protegido en virtud del capítulo 13 del título 17.  En los casos de infracción de esos derechos de propiedad intelectual, no hay requisitos en materia de daños.





� Esas cifras reflejan los países en los que estaban ubicados los demandados extranjeros en las investigaciones, salvo cuando no hubo demandados extranjeros, en cuyo caso las cifras reflejan el país de origen de las importaciones en cuestión según se alegó en las reclamaciones.  Muchas investigaciones se refirieron a más de un país.  Puede obtenerse información adicional en línea en:  http://info.usitc.gov/ouii/public/337inv.nsf.





